ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede. Caso: Muerte de agente de la Policía Nacional en incursión guerrillera a municipio de Prado, Tolima / FALLA DEL SERVICIO - Se configuró. Omisión en el deber de adoptar medidas de precaución, prevención y contención del delito / ALTERACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO - No fue debidamente contrarrestado por la fuerza pública / ATAQUE TERRORISTA - Amenaza inminente, irreversible e indudable
[E]l 16 de noviembre de 1999 se produjo un ataque o incursión del grupo armado insurgente FARC al municipio de Prado [Tolima]. (…) se encuentra que es imputable la responsabilidad patrimonial a las entidades demandadas, pese a que en los hechos haya intervenido un tercero [grupo armado insurgente FARC], ya que no fue esta la causa determinante o capaz de enervar la sustancia fenomenológica y fáctica, que sigue residiendo en el resultado mismo achacable al Estado, que no sólo está llamado a enfrentar a la delincuencia, a los grupos irregulares, sino que también está obligado, principalmente, a adoptar las medidas de precaución, prevención y contención adecuadas para enfrentar todas las manifestaciones del delito, (…), las instalaciones de la Policía Nacional había sido objeto de amenazas y hostigamientos, al haberse aceptado por las pruebas solicitadas y allegadas por las entidades demandadas que se trataba de una zona de orden público alterado, lo que pretender utilizar para afirmar la imposibilidad de haber desplegado oportunamente el operativo de apoyo a los miembros de la Policía Nacional que tuvieron que enfrentarse en una total, completa e injustificada desigualdad numérica y material con el grupo insurgente. Por lo tanto, lleva a inferir que existía una amenaza inminente, irreversible e indudable de un ataque por el grupo armado insurgente [se identifican los frentes 21 y 25] FARC, que operaban en dicha jurisdicción. (…) A los anteriores supuestos, configuradores de la falla del servicio, cabe agregar por la Sala la falta de apoyo o refuerzo armado por la Policía Nacional o el Ejército Nacional de manera oportuna, adecuada y suficiente, lo que denotó que los policiales, entre los que se contaba Saúl Gómez Barrero, fueran dejados a su suerte, abandonados en la práctica cuando se produjo el ataque por el grupo armado insurgente FARC. (…) Queda claro entonces que la sola circunstancia de que el afectado no haya solicitado protección previa especial no siempre será causal que permita exonerar a la administración de su deber de protección y vigilancia sino dependiendo del caso particular pueden existir otras circunstancias indicadoras que permitieran a las autoridades entender que se cometería un acto terrorista”. NOTA DE RELATORIA: Con aclaración de voto de la consejera Olga Mélida Valle y salvamento de voto del consejero Enrique Gil Botero. A la fecha esta relatoría no cuenta con los medios magnéticos ni físicos de los citados votos disidentes.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA - Régimen de responsabilidad / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS A PROFESIONALES DE LA FUERZA PÚBLICA - Régimen prestacional especial / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS EN ATAQUE DE GRUPO ARMADO INSURGENTE - Elementos para su configuración
En cuanto al régimen aplicable por los daños antijurídicos sufridos por quienes prestan el servicio policial, se ha venido encuadrando en un fundamento de imputación objetivo, bien sea el daño especial, o el riesgo excepcional. (…) Cuando se trata de personal que voluntaria o profesionalmente ingresa a los cuerpos o fuerzas de seguridad del Estado, el régimen aplicable varía y se encuadra en la falla del servicio debido a que la conducta haya sido negligente o indiferente, de tal manera que se deja al personal expuesto a una situación de indefensión. (…) [Q]uien ingresa voluntaria o profesionalmente a las fuerzas armadas está advertido que debe afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre las que cabe encuadrar el eventual enfrentamiento con la delincuencia. En ese sentido, el precedente de la Sala indica que las fuerzas militares y los cuerpos de seguridad del Estado se “encuentran expuestos en sus “actividades operativas, de inteligencia o, en general, de restauración y mantenimiento del orden público… conllevan la necesidad de afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre ellas el eventual enfrentamiento con la delincuencia de la más diversa índole o la utilización de armas”. (…) Como consecuencia de lo anterior, se establece un régimen prestacional especial, que reconoce la circunstancia del particular riesgo a que se somete a todo aquel que ingresó voluntaria y profesionalmente, a lo que se agrega que dicho régimen se encuentra ligado a la presencia de una vinculación o relación laboral para con la institución armada. Esto llevará a que se active la denominada “indemnización a for-fait”, lo que no excluye la posibilidad que pueda deducirse la responsabilidad y por tanto la obligación de reparar el daño causado, si se demuestra que el daño fue causado por falla del servicio o por exposición de la víctima a un riesgo excepcional. En reciente precedente de la Sala se reiteró que debe haberse sometido a los miembros de la fuerza pública “a asumir riesgos superiores a los que normalmente deben afrontar como consecuencia de las acciones u omisiones imputables al Estado”. (…) [S]e pueden extraer unos elementos que permiten examinar las condiciones en las que cabe imputar la responsabilidad extracontractual al Estado en eventos en los que se produce un ataque por un grupo armado insurgente: i) enfrentar y resistir un ataque sin el apoyo de la institución, o de cualquier otro cuerpo y fuerza militar del Estado; ii) el ataque que lleve a cabo un grupo armado insurgente debe entenderse como un evento previsible, del que se pudo tener noticia o conocimiento de su inminencia, o del que se tenía elementos que advertían de una amenaza seria, sin que pueda dotarse de incidencia, que no de elemento de realidad fáctica, a las condiciones de orden público de la zona o área donde ocurren los hechos; iii) que ante el ataque, los policiales (o militares) deban afrontarlo con escasez de medios, esto es, de armamento, de capacidad de reacción o defensa, e incluso de limitaciones de infraestructura y logística de las instalaciones contra las cuales se dirige el ataque o incursión, por parte de un grupo armado insurgente, y; iv) que no se adopten las medidas precautorias y preventivas, de diferente naturaleza, como puede ser de inteligencia, de refuerzo, de aprovisionamiento o, de adecuación de las instalaciones.

DERECHOS DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL DENTRO DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO - Garantías / RIESGOS INHERENTES A LA LABOR DE LA FUERZA PÚBLICA - Protección constitucional y convencional
El reconocimiento de las garantías y derechos a los miembros de la Policía Nacional, tiene sustento convencionalmente en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, que no tiene otro objeto que la afirmación del principio de humanidad, que es inherente al respeto de la dignidad de toda persona. (…) Sin duda, el deber positivo que el Estado tiene con los ciudadanos-policías, o con los miembros de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado se extrema en condiciones específicas de conflicto armado interno y, específicamente, cuando ocurren hechos como los sucedidos en la estación de la Policía Nacional del municipio de Prado [Tolima], en los que se producen flagrantes violaciones al derecho a la vida y a la integridad personal. (…) Es precisamente la salvaguardia del derecho a la vida y a la integridad personal un mandato positivo [objetivo] del Estado, que tiene su sustento no sólo en nuestra Carta Política, sino que encuentra fundamento convencionalmente [invocando la cláusula del bloque de constitucionalidad del artículo 93 de la Constitución] en los artículos 1.1, 2, 4, 5 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y en el derecho internacional humanitario, donde la premisa indica que “el derecho a no ser arbitrariamente privado de la vida se aplica también durante las hostilidades”, lo que comprende las situaciones de conflicto armado interno como en el que se encuentra el país. (…) Precisamente, la situación de conflicto armado interno, en la que se encuentra el país desde hace décadas, exige del Estado corresponderse con mayor rigor con su deber positivo de protección de los derechos de todos los ciudadanos [sin discriminar por su condición, ni por su posición en el Estado o en la sociedad], en especial de aquellos que participan en el mismo (…) Los miembros de la fuerza pública y de policía gozan de pleno reconocimiento como ciudadanos y como tales deben recibir del Estado la efectivización de sus derechos. El asumir un riesgo inherente a la profesión  que ejercen no los excluye de su calidad de ciudadanos y mucho menos del respeto por sus derechos fundamentales, por lo cual se espera que el estado garantice en el desempeño de las labores de los miembros de estas instituciones las garantías y medidas necesarias para la no vulneración de los mismos.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 93 / CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS - ARTÍCULO 1.1 / CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS - ARTÍCULO 2 / CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS - ARTÍCULO 4 / CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS - ARTÍCULO 25
HECHO DE UN TERCERO - Ataques, incursiones o tomas realizadas por grupos armados insurgentes. No exime de responsabilidad al Estado / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS EN ACTOS DE GRUPOS ARMADOS - Títulos de imputación / HECHO DE UN TERCERO - Presupuestos para su configuración como eximente de responsabilidad
[C]abe señalar que en la dilatada jurisprudencia de la Corporación se ha abordado la responsabilidad del Estado con ocasión de actos de grupos armados a partir de tres criterios de imputación, a saber: falla en el servicio, riesgo excepcional y el daño especial, según la determinación fáctica de cada caso y la atribución jurídica que proceda. (…) Se destaca que el hecho del tercero debe estar revestido de cualidades como que sea i) imprevisible, ii) irresistible y iii) ajeno a la entidad demandada. Es acertado que algunas decisiones sostengan que no se requiere que el hecho del tercero sea culposo para que proceda como eximente, y por otra parte, se tiene como exigencia que la causa [la actuación del tercero] sea adecuada. También se indica que corresponde a la entidad demandada probar los elementos constitutivos de este eximente de responsabilidad. (…) Las anteriores premisas derivan en las siguientes cuestiones: a. El Estado no es un asegurador universal, simplemente obedece a unas obligaciones que se desprenden del modelo de Estado Social y Democrático de Derecho que exige ya no sólo la garantía de los derechos y libertades, sino su protección eficaz, efectiva y la procura de una tutela encaminada a cerrar la brecha de las debilidades del Estado, más cuando se encuentra en una situación singular como la de Colombia de conflicto armado interno, que representan en muchas ocasiones violaciones sistemáticas, o la aceptación de las mismas por parte de actores que no haciendo parte del Estado, no dejan de ser ajenos a la problemática de la responsabilidad extracontractual del Estado. b. De acuerdo con la idea del “tercero” en el marco de un conflicto armado interno, no hay duda que no se requiere que haya un acuerdo o una “connivencia” entre el Estado y los terceros que producen violaciones sistemáticas a los derechos humanos. (…) El hecho del tercero debe convertirse en una excepción a la regla general de la primacía de la víctima en la determinación de la responsabilidad extracontractual del Estado, como criterio garantístico, finalístico y principal para dotar al Estado de una herramienta con vocación preventiva, no simplemente como verificación de hechos que sistemáticamente se producen y no tienen eco en la actividad del Estado para procurar tratarlos, superarlos y, así alcanzar la reconciliación nacional.

RESPONSABILIDAD CIVIL, PENAL E INTERNACIONAL DE GRUPO ARMADO INSURGENTE POR INCURSIÓN GUERRILLERA - Deber de denuncia por violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario

La Sala da continuidad a la jurisprudencia de la Subsección respecto a ordenar a las autoridades nacionales e internacionales competentes para que investiguen y determinen las responsabilidades civiles y penales e internacionales, en las que haya incurrido el grupo armado insurgente FARC y cada uno de sus miembros, como consecuencia del ataque o incursión armada que perpetró el 16 de noviembre de 1999 al municipio de Prado [Tolima], y en el que resultó muerto violentamente el agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero (…) ameritan que el Estado exija un enérgico y concreto pronunciamiento tanto de las autoridades nacionales, como de la comunidad internacional, de rechazo a este tipo de acciones bélicas, como forma de responder al derecho a la verdad, justicia y reparación, y de cumplir con el mandato del artículo 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. (…) Ahora bien, y como se señaló en el primer apartado, la Sala encuentra probados, o que deben probarse, hechos que le exigen determinar y denunciar las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario cometidas por el grupo armado insurgente FARC y sus miembros, con ocasión del ataque o incursión realizada al municipio de Prado [Tolima] el 16 de noviembre de 1999. Este examen se realiza por la Sala con fundamento en los artículos 2 y 93 de la Carta Política, y de los artículos, 1, 2 y 25.1.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 93 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 2 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 1 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 25.1 / CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS – ARTÍCULO 2
MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Aplicación del principio de reparación integral / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Reconocimiento. Violación de derechos humanos / MEDIDAS DE SATISFACCIÓN - Acto público / MEDIDA DE REHABILITACIÓN - 
En el caso específico del agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero, quien murió violentamente durante el ataque o incursión guerrillera perpetrada por el grupo armado insurgente FARC al municipio de Prado [Tolima] el 16 de noviembre de 1999, no hay duda que se produjeron violaciones de los derechos humanos del mismo, no sólo en su posición ciudadano-policía, sino también como miembro de la fuerza pública se produjeron violaciones al derecho internacional humanitario. En cuanto a los primeros, son las entidades demandadas las destinatarias de las órdenes y exhortaciones, ya que su actuar omisivo e inactividad permitieron no sólo la concreción del daño antijurídico y de los perjuicios, sino también la vulneración de los derechos a la vida, a la familia, al libre desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana del agente Saúl Gómez Barrero, por lo que la Sala determina como medidas de reparación no pecuniaria: (…) A título de satisfacción se ordenará: 1) la realización de un acto público, con presencia del Director General de la Policía Nacional de Colombia y del Director del Departamento de Policía del Tolima, de reconocimiento a la memoria de Saúl Gómez Barrero (…) exhortar al Estado para que dentro del marco de la Ley 1448 de 2011, y de sus decretos reglamentarios, estudie la situación de la familia de Saúl Gómez Barrero, para establecer si puede recibir los beneficios relativos al restablecimiento de la estructura familiar que resultó vulnerada por hechos acaecidos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima]; y, 5) se ordenará que por Secretaría de la Sección se remita la presente sentencia al Centro de Memoria Histórica para que repose dentro de los archivos que dicha entidad tenga respecto al conflicto armado interno. (…) A título de rehabilitación se ordenará: 1) que se ofrezca la asistencia psicológica y familiar a aquellos miembros del grupo de demandantes que lo soliciten dentro del término de seis [6] meses contados desde la ejecutoria de esta sentencia (…) A título de verdad, justicia y reparación se ordenará y exhortará: 1) por Secretaría de la sección Tercera remitir la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación para que revise en la Unidad de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario si hay lugar a abrir, reabrir y continuar la investigación contra la organización insurgente FARC y aquellos miembros de los frentes 21 y 25, especialmente contra Henry Castellanos Garzón, alias “Romaña”, que hayan participado [intelectual y materialmente] en la comisión de presuntas violaciones de derechos humanos y de derecho internacional humanitario cometidas contra la víctima del presente asunto.
FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá, D.C., ocho (8) de abril de dos mil catorce (2014).
Radicación número: 73001-23-31-000-2001-03150-01(28330)
Actor: MARIA DE LOS ANGELES BARRERO DE GOMEZ Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA)
Decide la Sala de Sub-sección el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia proferida el 10 de junio de 2004 por el Tribunal Administrativo del Tolima, en la que se resolvió negar las pretensiones de la demanda [fl.129 cp].

ANTECEDENTES

1. La demanda.

1 La demanda fue presentada el 14 de noviembre de 2001 por María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre de la víctima], Luz Angela Gómez Barrero, Arnulfo Gómez Barrero, Nelson Gómez Barrero y Nubia Agustina Gómez Barrero [hermanos de la víctima], mediante apoderado y en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C.C.A., con el objeto de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas [fls.27 a 49 c1]:

“[…] 2.1. PRIMERA. Declarar a la Nación Colombiana [sic] – Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, que son responsables administrativa y extracontractualmente de los daños y perjuicios morales causados a María de los Ángeles Barrero de Gómez (madre), Luz Angela Gómez Barrero, Arnulfo Gómez Barrero, Nelson Gómez Barrero y Nubia Agustina Gómez Barrero (hermanos del causante) causados por la muerte del hijo y hermano Saúl Gómez Barrero, ocurrida el día 16 de noviembre de 1.999 con la incursión guerrillera de los frentes 21 y 25 de las FARC a la población de Prado Tolima en la que perdieron la vida él y cinco más, cuando prestaban el servicio de seguridad y vigilancia en la Estación [sic] de Policía de Prado Tolima.

2.2. SEGUNDA. Que como consecuencia de la anterior declaración de responsabilidad por la falla del servicio por omisión que le causó la muerte al Agente [sic] ciudadano Saúl Gómez Barrero, condenar a la Nación Colombiana [sic] – Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, a pagar a cada una de las demandantes, a título de perjuicios morales Así [sic]:

2.2.1. Daños Morales: para los señores: María de los Ángeles Barrero de Gómez (madre), Luz Angela Gómez Barrero, Arnulfo Gómez Barrero, Nelson Gómez Barrero y Nubia Agustina Gómez Barrero (hermanos del causante), la suma de 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, para la época de proferir la sentencia que ponga fin al proceso.

2.2.2 Daños Materiales: Para [sic] su señora madre; María de los Ángeles Barrero de Gómez se debe indemnizar por lucro cesante en la cuantía del setenta y cinco (75%) por ciento de la asignación salarial actualizada que devengaba su hijo que es de $651.693,43 por que [sic] el veinticinco (25%) que es $217.231,15 era para los gastos personales del causante, la asignación salarial era de $868.924,58, la que se demuestra con la certificación laboral expedida por la tesorera del DPTO [sic] Policía D.E. MARTHA CECILIA GARCÍA FAJARDO, con a [sic] la aplicación de las fórmulas de indemnizaciones debida y futura, el valor fue liquidado al mes de octubre del 2001 de conformidad al índice de precios al consumidor. En consecuencia los daños materiales se estiman en más de trescientos cuarenta millones cuatrocientos dieciocho mil quinientos ochenta pesos, con nueve centavos ($340.418.580,09).

2.3. TERCERA. La condena respectiva será actualizada de conformidad con lo previsto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, con sus respectivos intereses legales desde la fecha de la ocurrencia de los hechos hasta que se dé cumplimiento a la sentencia que ponga fin al proceso.

2.4. CUARTA. La demandada debe dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo” [fls.27 y 29 c1].

2 Como fundamento de las pretensiones, la parte actora expuso los hechos que la Sala extrae de la demanda:

“[…] 4.1. El señor Saúl Gómez Guzmán fue [sic] casado con la señora María de los Ángeles Barrero Fernández. De dicho matrimonio nació: Saúl Gómez Barrero, Luz Angela, [sic] Gómez Barrero, Arnulfo Gómez Barrero, Nelson Gómez Barrero y Nubia Agustina Gómez Barrero según consta en los registros civil [sic] de nacimiento acreditan que son hermanos de sangre.

4.2. El señor Saúl Gómez Barrero, conservaba con sus hermanos muy buenas relaciones de cariño, afecto; a su señora madre la ayuda económicamente, esta familia vivían [sic] en completa armonía de hermandad entre ellos. “Según las declaraciones extrajuicio rendidas por los señores Rosalba Perdomo de Devia, Miguel Ángel Aguirre Gómez y Marlene Otálora Navarrete, afirman conocer de vista y de trato a la familia Gómez Barrero hace 10, 18 y 31 años aproximadamente; ¿el porque [sic] de su dicho) Les consta por que [sic] eran amigos y vecinos por ese vínculo […]

4.3. Siendo miembro activo de la Policía Nacional y con el grado de agente por razones y motivos del servicio, se encontraba en el municipio de Prado Tolima, allí es una zona alterada del orden pública [sic], por la presencia de varios grupos guerrilleros y al margen de la ley.

4.4. En la población se rumoraba que la guerrilla se la iba a tomar, a mediados de los meses noviembre o comienzos de diciembre; a pesar de eso, el señor comandante del Departamento de Policía del Tolima, Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, tenía pleno conocimiento de las amenazas que le hacían los hostigadores y de la situación de orden público que se vivía en pueblo de Prado. Sin embargo, no tomó las mínimas medidas para la seguridad de los pobladores como de sus agentes. Por ejemplo aumentar el refuerzo en el numero [sic] de policías por una parte y, por otro lado haberles dado cursos de entrenamientos (táctico y logístico de lucha de contraguerrillas) y dotarlos de armas y comunicaciones suficientes para poder repeler cualquier incursión guerrillera, a pesar que ese municipio es catalogado como zona roja, por que [sic] operan los frentes guerrilleros 21 y 25 de las Farc.

4.5. El día 16 de noviembre de 1.999 a las 23:10, los frentes 21 y 25 de las Farc integrados en más de 400 subversivos, según los informativos periodísticos y televisivos y el informativo del comandante de policía del Departamento del Tolima Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, se dio a conocer a la opinión pública que las zonas aledañas y la estación de policía del municipio de Prado Tolima fue totalmente destruida, por la incursión guerrillera.

4.6. El cuartel policial lo integraban seis (6) policías, quienes combatieron, hasta que agotaron la totalidad de la munición que tenían de dotación; una vez indefensos se entregó rendido el agente Saúl Gómez, a quien lo sacaron al parque y lo desvistieron le dispararon en los testículos para que se desangrara y a la postre asesinado inmisericordemente, lo otros tres agentes que respondían a los nombres de, Fernando Villanueva, Oscar Manuel Pinzón, José Fulgencio Rodríguez y Félix Antonio Varón García ya estaban muertos en el parque. Los otros dos estaban muertos en las instalaciones del cuartel policial.

[…]

4.8. El comandante del departamento Policía del Tolima Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, en el informe administrativo de la causa de la muerte de sus agentes, afirma que las armas utilizadas eran pesadas (rookes [sic], dinamita, cilindros cargados de metralla y explosivos, morteros, granadas de fragmentación y armas de fuego de largo alcance) por los insurgentes eran mas [sic] sofisticadas y modernas, con la desigualdad numérica de que la policía tan solo era cuatro y lo sediciosos superaban en más de doscientos.

[…]

4.10. Según las versiones dadas por varias personas, entre ellas las de los señores José Olider Monroy y Miguel Ángel Ballesteros Pinzón, que el día 17 de noviembre de 1.999, tanto la policía como el ejercito [sic], se encontraban en el puente sobre el caño que se encuentra [sic] a un kilometro [sic] del pueblo de Purificación, que de ahí a Prado queda a unos 40 minutos, el señor comandante de policía, tenia [sic] un reten [sic], que incluso a algunos familiares de los policías muertos la noche anterior, él les advirtió que si ellos pretendían llegar a Prado, lo hacían bajo su responsabilidad, que sin embargo le dijeran a la Fiscalía que estaba haciendo el levantamiento, que por favor los esperaran hasta que él llegara, y efectivamente llegó como a las 2:00 P.M.

La mayoría de los familiares de los policía caídos en el combate, le reclamaron al Comandante de la policía, el ¿porque [sic] no les prestó ayuda de manera inmediata, sabiendo que ellos estaban en peligro de muerte? a [sic] esta pregunta él respondió que era preferible que mataran a los seis policías que estaban de puesto en Prado, que exponer a que le mataran más agentes […]

Además, hay un agravante, que las instalaciones del cuartel policial, no prestaba ningún tipo de seguridad para los agentes, por que [sic] sus paredes eran [sic] de adobe conocido como bareque [sic], esto respecto de las instalaciones; de otra parte el numero [sic] de agentes para poder repeler cualquier acción del enemigo era muy incipiente, al igual que el abastecimiento de armas y munición, granadas era bastante precaria respecto de la cantidad como de calidad y modernidad de las mismas.

4.11. Durante los hechos acaecidos la trágica noche del 16 de noviembre del corriente año, fueron presentados por los diferentes noticieros entre éstos R.C.N., la cadena Caracol, En Vivo [sic] y el informativo la Noche dieron a conocer a la opinión pública, los desgarradores hechos y la cruda batalla que por varias horas soportaron los policías pero que finalmente perdieron la vida.

4.12. […] nos encontramos frente a la figura jurídica de la Responsabilidad [sic] civil de la falla del servicio por omisión de apoyo y falta de entrenamiento a sus agentes, por que la Policía Nacional, en primera medida, tenía la obligación de darles un curso de reentrenamiento, antes de trasladar a los agentes de policía al municipio de Prado (Tolima) por ser zona guerrillera y para el caso del agente Saúl Gómez Barrero (Q.E.P.D.) no recibió curso de reentrenamiento de tácticas y estrategias logísticas de polígono en combate de contraguerrillas, a sabiendas que el señor Comandante de la Policía del Departamento del Tolima de esa época (noviembre 16 de 1.999), tenía conocimiento que en ese municipio operan los frentes 21 y 25 de las Farc y que esos frentes lo [sic] integran 200 guerrilleros por una parte y el otro más o menos 300 subversivos, en segundo lugar, a pesar de no haberles dado el reentrenamiento previo, una vez enfrentados los combates entre la [sic] policías del municipio de Prado y los subversivos de las Farc, la Policía Nacional no les prestó ayuda terrestre y mucho menos los reaprovisionó de material de guerra para poder repeler la incursión guerrillera, pero eso no es todo, lo más injusto aún es, que dentro de los deberes y obligaciones que tiene la policía de ayudar y auxiliar a otra tropa llámese base, estación o cuartel de policía que se encuentre en combate, función que se encuentra prevista dentro del reglamento policial, denominado Plan Operativo de Apoyo Policial de Unidades Vecinas, que para el caso sub-exámine [sic] no se ejecutó a tiempo sino después de diecisiete horas se puso en marcha cuando era demasiado tarde y cuando sus miembros habían sido dejados abandonados por parte de la policía y a la postre para que fueran asesinados vilmente por los insurgentes, lo que demuestra la negligencia e inoperancia de reacción de la fuerza pública y concomitantemente se desprende la falla del servicio por omisión de apoyo […] Si bien es cierto a la fuerza pública es para proteger el orden público, pero esos miembros de la fuerza pública son colombianos que por diferentes factores escogieron como medio de subsistencia el oficio o profesión de ser policías, pero de ninguna manera en situación como la expuesta el Estado Colombiano [sic] debe abandonar a merced de la suerte a sus miembros de las fuerzas armadas a la muerte, para que los grupos insurgentes los asesine, a ellos se les debe garantizar y proteger al vida, honra y bienes”
 [fls.30 a 34 c1, subrayado fuera de texto].

2. Actuación procesal en primera instancia.

3 El Tribunal Administrativo del Tolima admitió la demanda mediante auto de 25 de febrero de 2002 [fl.51 c1], la que fue notificada al Director General de la Policía Nacional por conducto del Comandante del Departamento de Policía Tolima el 22 de marzo de 2002 [fl.54 c1].

4 La Nación - Ministerio de Defensa – Policía Nacional mediante apoderado contestó la demanda [fls.61 a 66 y 71 a 76 c1] en la oportunidad legal, manifestándose en cuanto a los hechos que debían probarse [fls.61 y 71 c1]. Así mismo, apoyó su defensa en las siguientes razones:

“[…] examinando las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron, pues la sola afirmación en la demanda no es prueba fehaciente para dar por sentada la responsabilidad de la POLICIA NACIONAL en el presente caso, ya que es sabido que constituye una causa exonerativa de responsabilidad del hecho dañoso no imputable a la Administración [sic] […]

Desde ya me OPONGO A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA teniendo en cuenta que el 16 Y [sic] 17 de noviembre de 1999 en horas de la noche, de MANERA SIMULTANEA atacaron las poblaciones de Prado, Hidroprado, Villarrica, La Arada y Dolores, por parte de diferentes grupos de las auto denominadas [sic] FARC EP provenientes de la ZONA DE DISTENCION [sic] y quienes actuaron en cada población así:

ESTACION DE PRADO: Aproximadamente a las 22:00 horas, un grupo aproximado [sic] de 150 subversivos incurrieron [sic] al Municipio [sic] de Prado atacando las instalaciones policiales y al personal  que se encontraba en la misma, con armamento de largo alcance, granadas de fragmentación, rockets y armas no convencionales como cilindros de gas y explosivos de fabricación casera, ocasionando la destrucción total de la estación y otros inmuebles cercanos. En la arremetida inicial resultaron muertos varios Agentes [sic] como consecuencia de las explosiones de los cilindros de gas con las [sic] cuales destruyeron las instalaciones policiales. Ataque que duro [sic] hasta las 02:00 horas.

ESTACION DE HIDROPRADO: la incursión a esta población se inició a eso de las 22:45 horas, en un número aproximado de 200 subversivos de las auto denominadas [sic] FARC EP, quienes portando armamento de largo alcance y armas no convencionales, arremetieron en contra de las instalaciones policiales causando su destrucción total por las explosiones de cilindros de gas.

ESTACION DE VILLARRICA: A eso de las 21:30 horas, un grupo aproximado de 300 subversivos de los frentes XXV y LIII de las auto denominadas [sic] FARC EP en asocio con los subversivos provenientes de la zona de distensión, al mando de alias ROMAÑA y portando armamento de largo alcance, explosivos, ametralladoras M60 y diferentes clases de fusil y armas no convencionales como cilindros de gas, bombas incendiarias, irrumpiendo [sic] en el caso urbano de este municipio, arremetiendo en forma aleve contra las instalaciones policiales las cuales fueron destruidas en su totalidad como consecuencia de las explosiones de cilindros de gas, rockets y explosivos de fabricación hechiza, destruyendo además otros inmuebles. Ataque que se prolongó hasta las 11:00 horas del 17.11.99
ESTACION DE LA ARADA: A eso de las 22:30 horas, la unidad policial de la Arada fue atacada por un grupo aproximado de 150 subversivos de las auto denominadas [sic] FARC EP, quienes lanzando cilindros de gas, morteros, granadas de fusil y de mano, más otros explosivos de fabricación casera, destruyeron totalmente las instalaciones policiales y edificaciones cercanas, procediendo en forma SIMULTANEA a saquear el poco comercio que allí existía. El ataque duró hasta las 07:30 horas del día siguiente.

ESTACION DE DOLORES: A eso de las 22:30 horas, un grupo aproximado de 150 subversivos de las auto denominadas [sic] FARC EP incursionaron en el municipio de Dolores, ocupando la torre de la iglesia y sitios estratégicos, donde instalaron ametralladoras M60 con las que arremetieron en contra de las instalaciones policiales, las cuales destruyeron con cilindros de gas, detonaciones de rockets y artefactos de fabricación casera. El ataque se prolongo [sic] hasta las 12:00 horas del 17.11.99.

El Comando, Subcomando Operativo y Administrativo del Departamento, mediante coordinaciones lograron obtener el oportuno apoyo por parte de los aviones fantasma de la fuerza [sic] Aérea Colombiana e impidieron que los subversivos lograran secuestrar a todos los sobrevivientes de los ataques, igualmente se obtuvo apoyo de los helicópteros artillados del Comando Aéreo Táctico No 1 de Melgar, quienes apoyaron hasta cuando las condiciones meteorologicas [sic] les permitió sobrevolar las poblaciones de Villarrica, La Arada, Hidroprado, Dolores y Prado donde el mal tiempo, impidió un apoyo efectivo vía aérea.

De igual manera se desplazo [sic] una unidad de Reacción Rural desde la ciudad de Ibagué con el fin de apoyar al municipio de Prado, la cual sólo se aproximo [sic] hasta Purificación, de donde fue imposible continuar con el recorrido debido a las emboscadas que los subversivos tenían preparadas en la vía Purificación – Prado.

De igual manera es importante resaltar la manera [sic] valerosa con que los uniformados a pesar de la desigualdad numérica y de armamento, enfrentaron a los fascinerosos [sic] quienes tuvieron que recurrir a toda clase de violación [sic] de los derechos humanos para lograr su cometido. El haber resistido el ataque por espacio de mas [sic] de doce(12) horas, demostrando valentía y comprometimiento en la misión constitucional a pesar de estar en inferiores condiciones de combate y a pesar de ello haber logrado dar de baja un sin numero [sic] de subversivos, según informaciones de la comunidad.

Es de resaltar, que los cinco ataques subversivos SIMULTANEOS, hacia imposible que miembros de esta institución estuvieran en sitios distintos al tiempo, es decir, defendiendo su cuartel y vidas propias, y proteger los inmuebles aledaños al cuartel. Por otra parte los apoyos tenían que repartirse a todas las unidades que estaban siendo atacadas e igualmente se debía tomar todas las medidas necesarias para no incurrir en una imprudencia. Tenía que coordinarse con el Ejercito [sic] Nacional y la FAC, pues las labores de combatir y enfrentar a las fuerzas irregulares de la Nación se debe hacer conjuntamente cuando las necesidades lo exijan como en este caso, que además de ello debía tenerse en cuenta el estado del tiempo en dichas localidades afectadas.

Como se puede observar la conducta desplegada por los uniformados no puede calificarse como OMISIVA, teniendo en cuenta que si bien es cierto la Policía Nacional tiene como fin primordial el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades publicas [sic] y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz, no es menos cierto que los mandos superiores deben tener en cuenta las mínimas medidas de seguridad en el desplazamiento por tierra en aquellos sitios puntualizados de peligrosidad pues de no hacerse así conllevaría a una FALLA DEL SERVICIO POR OMISIÓN, por elevar el riesgo a los policías que iban en apoyo de los compañeros en las diferentes localidades atacadas donde igualmente podían perder sus vidas o recibir lesiones personales.

Evitar las emboscadas no conllevan [sic] a una OMISION, por que [sic] con esto se esta protegiendo la vida y la integridad de los miembros de la Policía Nacional, sus integrantes también tiene [sic] esos derechos fundamentales, sin que esto signifique que no estén obligados a enfrentar al enemigo en operaciones de combate a pesar de cumplir funciones preventivas más cuando actúa como colaboradora de las autoridades judiciales en ejercicio de policía judicial. Además es de tenerse en cuenta que la vida policial conlleva riesgos, pero se debe tomar las precauciones mínimas para evitar perjuicios mayores a los policiales que van apoyo a las unidades atacadas en ese momento.

Por otra parte los uniformados que se encuentran en las estaciones de policía y/o grupos de apoyo en el momento que sean atacadas y se este poniendo en peligro sus vidas e integridad personal, está [sic] obligados a defenderse con los medios logísticos de dotación, así se hallen en condiciones de inferioridad a los que porten las fuerzas irregulares de la Nación[…]”
 [fls.61 a 64 y 71 a 74 c1, subrayado fuera de texto].

5 El período probatorio se abrió por medio del auto de 8 de mayo de 2002
.

6 No obra decisión del a quo por medio de la cual haya convocado a las partes para llevar a cabo la audiencia de conciliación.
7 Vencido el período probatorio se corrió traslado a las partes por término común [auto de 30 de octubre de 2003], para que presentaran sus alegatos de conclusión, y al Ministerio Público para que emitiera el concepto de rigor [fl.95 c1].

8 La apoderada de los demandantes, dentro de la oportunidad procesal, presentó los alegatos de conclusión [fls.98 a 105 c1], ratificando lo expuesto en la demanda, agregando con base en el análisis de los medios probatorios, los siguientes argumentos:

“[…] Si para [sic] apoderada de la demandada no existe el nexo causal que compromete la responsabilidad patrimonial de la Policía Nacional, eso debe ser demostrado y probado planteando argumentos serios de contenido jurídico. Las simples afirmaciones, sin ningún soporte legal, probatorio y jurídico no constituyen defensa, por el contrario en la jurisdicción administrativa por su condición de justicia rogada, es como si no se contestara la demanda.

[…] obsérvese que la falla en el servicio empezó antes que el Agente [sic] SAUL GOMEZ BARRERO fuera trasladado a la población de Prado, por que [sic] el señor Comandante del Departamento de Policía del Tolima Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, tenía pleno conocimiento que en el municipio de PRADO- Tolima operan los frentes guerrilleros 20 y 25 de las Farc y que los integran más de cuatrocientos subversivos. El referido comandante de Policía del Tolima, no tuvo la precaución, diligencia y cuidado, omitió darle cursos de rentrenamiento [sic] al Agente [sic] SAUL GOMEZ BARRERO (Q.E.P.D.) de tácticas, logísticas, manejo de nuevas estrategias de luchas de contraguerrillas, previamente a ser trasladado a ese municipio. Varias cónyuges de los uniformados al mando del referido comandante le solicitaron verbalmente que a sus esposos, no los trasladara al municipio de Prado; él enfáticamente les respondía que el agente que le insinuara que no aceptara o manifestara descontento con el traslado, lo llamaba a calificar servicios y los destituía del servicio de la Policía de manera fulminante.

De otro lado, el testimonio del señor JOSE OLIDER MONROY afirma que el día 17 de Noviembre [sic] de 1.999, tanto la policía como el ejército, se encontraban en el puente sobre el caño que se encuentra a un kilómetro del pueblo de Purificación, que de ahí a Prado queda a unos cuarenta minutos, el señor comandante tenía un retén […]

El comandante Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, tenía pleno conocimiento de las amenazas, constreñimiento e intenciones de los subversivos de las Farc para tomarse y arremeter a la población de Prado, pero nunca tomo [sic] las medidas necesarias, para evitar esta situación, es decir para poder repeler la incursión de más de cuatrocientos guerrilleros, tales como: reforzar el numero [sic] de uniformados; enviar personal entrenado para combatir la guerrilla; no reaprovisionó de armas y de material de intendencia. Circunstancia esta, que se puede constatar en la hoja de vida del Agente [sic] SAUL GOMEZ BARRERO, con la que se establece que no recibió curso alguno de tácticas, logísticas, manejo de nuevas estrategias, de luchas de contraguerrillas, previamente a ser trasladado a Prado.

[…] El cuartel policial lo integraban seis policías quienes combatieron, hasta que agotaron la totalidad de la munición que tenían de dotación; una vez indefensos se entregaron rendidos y a la postre asesinados inmisericordemente, los que respondian [sic] a los nombres de los Agentes [sic]: FERNANDO VILLANUEVA VILLANUEVA, OSCAR MANUEL PINZON, JOSE FULGENCIO RODRIGUEZ y FELIX ANTONIO VARON.

[…]

Ahora bien, no se explica como los refuerzos policiales y de ejercito [sic] demoraron tanto en llegar al lugar de los hechos, cuando éstos a veinte minutos disponían de una cuadrilla de helicópteros que pudieron socorrer y ayudar a los indefensos policías que posteriormente fueron asesinados […]” [fls.98 a 101 c1, subrayado fuera de texto].
9 El apoderado de la demandada Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional, dentro de la oportunidad procesal, presentó sus alegatos de conclusión [fls.106 a 110 c1], ratificando lo expuesto en la contestación de la demanda, y agregando lo siguiente, de acuerdo con su valoración de la prueba:

“[…] En el presente caso y de acuerdo al caudal probatorio allegado, podemos concluir que no existe FALLA DEL SERVICIO, por que [sic] los hechos se dieron por CULPA EXCLUSIVA DE UN TERCERO AJENO A LA ADMINISTRACIÓN […]

[…]

En el presente caso, no se dan los supuestos de la responsabilidad estatal […] toda vez que el hecho se aduce como generador de perjuicios, la muerte del agente SAUL GOMEZ BARRERO de la Policía Nacional el día 16.11.99 en el municipio de Prado, no es imputable a las autoridades por acción u omisión, por cuanto ocurrió en el escenario del cumplimiento del servicio; pues primero esta el deber que la obligación y así lo hizo el mencionado uniformado que junto con los demás que laboraban en dicha estación policial, a costa de poner en riesgo sus propias vidas cumplían con sus deberes inherentes al cargo que ostentaba y los riesgos propios del servicio.

[…]

[…] Así como el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia vivían en paz (Artículos 2, 218 CN) y fue precisamente en aras de restablecer el orden y proteger las libertades, brindando seguridad para el ejercicio de sus funciones en las que perdió su vida
[…]

[…] En los reglamentos que rigen a la Institución […] se ha previsto la contingencia de riesgo que el cumplimiento de tal misión acarrea para sus miembros; es por ello, que para dicha época regía el Decreto 0094 del 11.01.89, el cual correspondía al Estatuto [sic] de la capacidad sicofísica, incapacidades, invalidades e indemnizaciones cuya aplicación depende de las circunstancias en las cuales se presente el hecho causante de la lesión, invalidez o muerte […]

[…]

En el presente caso la indemnización y pensión que el estado patrono concedió a los familiares más cercanos del Ag. SAUL GOMEZ BARRERO, fue liquidada en consideración a que el hecho se produjo como consecuencia de la acción del enemigo, calificación dada en el Informe Prestacional por muerte que se le adelanto [sic] y que sirvió para la liquidación de la indemnización y pensión correspondiente.

La institución no desconoce la importante función que cumplió el uniformado fallecido en el mantenimiento del orden público interno, ni el alto precio que tuvo que pagar para lograr su cometido, particularmente en las especiales circunstancias de violencia que ha vivido y esta el país, pero el Estado mismo se ha encargado de establecer la manera de indemnizar los daños que sufran los dependientes directos de los agentes caídos en cumplimiento de esa misión y por ello no debe haber lugar al reconocimiento de otra indemnización por responsabilidad extracontractual, dado que ésta no se estructura cuando el daño es producto de la acción del enemigo.

Tampoco se puede endilgar responsabilidad a la institución demandada por no contar la Policía Nacional, con armamento sofisticado para contrarrestar a estos grupos subversivos, toda vez que la Policía Nacional esta dotada de lo que medianamente puede tener la fuerza Pública [sic] no muy avanzada acorde con el desarrollo del país al que sirve, y se le debe exigir que ejecute tácticas de defensa y ataques adecuados a su dotación material y a la normal capacidad de inteligencia que haya establecido. Si a pesar de eso, el enemigo lo vence, no existe falla del servicio, pues esta es relativa, esto es, de acuerdo con o en relación a la dotación y estado económico y técnico del servicio donde ocurre la supuesta falla […]” [fls.106 a 110 c1, subrayado fuera de texto].

10 El Ministerio Público presentó el concepto, de 11 de diciembre de 2003 [fls.112 a 115 c1], donde consideró que no podía atribuirse responsabilidad a las entidades demandadas y negar las pretensiones de la demanda, con fundamento en los siguientes argumentos:

“[…] Del caso sub exámen [sic] se lee que los invasores al municipio de prado [sic] fueron en número aproximado de 400 cuantificación que crea una imagen exacta para rehusar a la propiedad de la acción, pues, así el estado hubiera [sic] un mayor número al que se encontraba, sin lugar a dudas la tragedia hubiera enlutado más familiares por la salvaje ferocidad del premeditado ataque de incontenible propósito cual era arrasar con la representación patriótica a cargo de los policiales. Entonces, no es prudente calificar como falla en el servicio una actividad militar bajo presupuestos de reflexión subjetivas cuando precisamente uno de sus componentes entendía y sabia [sic] muy bien los peligros representados en su oficio no sólo en el tiempo que estuvo en prado [sic] sino a lo largo de su vinculación, sin embargo, no abandonó la policía ni siquiera bajo el conocimiento de hallarse en zona roja porque precisamente la inminencia de un ataque no adquirió configuración certera, por ello la ocupación subversiva se catalogó sorpresiva, perversa, engendrada de odio y miedo que hacia una reacción con menos resultados nocivos, así el componente policial en la aciaga fecha estuviese asistido de abundantes agentes, armas y tuviera su base con material blindado, de todas formas la arremetida, que entre otras cosas se produjo simultáneamente en otras comarcas, se premedito [sic] y cálculo [sic] para actuar sobre seguro, pensar que el adiestramiento de armas llevarían abdicar a los insurgentes en su malévola acción o evitarían el desangre ocurrido sería razonar sofisticadamente y ello no se trata, hay que pulsar el fallo con la realidad que no es otra que declarar improsperas [sic] las pretensiones […]

Vale decir que no reposa en el expediente, ni cabe en la mente humana que la institución abandonará sus miembros en pleno combate, pues no existe la petición de apoyo que se manifiesta desatendida.

El cruento episodio debe analizarse bajo la realidad viviente por la que pasa el país donde aún tenemos zonas de imposible asistencia policiva, otras donde ha tenido que ser retirada, precisamente por factores desestabilizadores de la paz ansiada que mientras llega arrojará desazón en la población colombiana, sin poder atribuir responsabilidades a las instituciones que también ven sacrificados sus esfuerzos” [fls.112 a 115 c1, subrayado fuera de texto].
3. Sentencia de primera instancia.

11 El Tribunal Administrativo del Tolima profirió sentencia el 10 de junio de 2004 negando las pretensiones de la demanda, con base en los siguientes argumentos:

“[…] Se ha reiterado por parte de este Tribunal, frente a casos similares que la Constitución Política señala en su artículo segundo, inciso dos que las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares […]

Es igualmente reiterativo el señalar que el daño Antijurídico [sic] consiste en aquel que no se está obligado a soportar, en virtud del principio de la igualdad de las cargas públicas.

[…]

[…] las autoridades militares y de Policía, atendidas las circunstancias en que se produjo la acción subversiva en el municipio de Prado, ante la simultaneidad de los ataques en otras estaciones de otros municipios del Departamento, y la inminencia de emboscadas y la existencia de minas en la vía realizaron todas las actividades tendientes a prestar el apoyo requerido, pero por circunstancias ajenas a su voluntad no lograron contrarrestar efectivamente el mismo con los resultados lamentables ya conocidos.

Es así como en este Plenario [sic] Obra [sic] prueba que entre los días 16 y 17 de noviembre fueron atacadas de manera simultanea [sic] las estaciones de Policía de L a [sic] Arada, Dolores, Prado, Hidroprado y Villarrica y que el Comandante del Departamento de Policía del Tolima coordinó con el Batallón Jaime Rook, Sexta Brigada y el Comando Aéreo de Apoyo Táctico Número 1 de Melgar las labores de apoyo consistentes en transporte de personal, combate y utilización de los aviones fantasmas, para esas precisas fechas […]

De la misma manera obra documento suscrito por el Comandante del Batallón de infantería [sic] número 18, Teniente Coronel Luis Alberto Toro Duarte, en el que se informa que para la fecha de los hechos el Municipio de Villarrica correspondía a la jurisdicción del Batallón de infantería [sic] número 28, pero en lo que concierne a las estaciones de Prado Hidroprado, Dolores y La Arada, una vez se recibieron informaciones del asalto de las FARC, y por corresponder al área de su responsabilidad, procedieron a instalar un puesto de mando adelantado en el municipio de Purificación, para obtener un mayor control operacional que garantizara los apoyos dentro de la mayor efectividad; se agregó el Batallón de contraguerrillas número 59 y se coordinó con la Fuerza Aérea el envío de aviones y helicópteros para cumplir misiones de apoyo aéreo, para permitir el refuerzo de tropas en tierra.

Adicionalmente la parte final del informe anunciado anteriormente da cuenta que en consideración a lo delicado de la situación el Comandante del Batallón Rooke en coordinación con el BCG-59 (Batallón contra Guerrillas) inició la operación ofensiva hacia el municipio de Prado, lo cual no pudo hacerse en forma motorizada por los indicios que las vías se encontraban minadas, lo cual obligó realizar desplazamiento táctico a pie, logrando hacer presencia el 17 de noviembre de 1999 a las doce horas, logrando el restablecimiento del orden público.
De la misma manera obran los oficios 0180 de noviembre 20 de 1999, en el cual se informa de la toma subversiva en la estación de Policía de la Arada en Alpujarra, ocurrida alas [sic] 22:10 horas; el oficio sin número de noviembre 19 en el que se da cuenta de la toma subversiva a la estación de Policía de Rioprado el 16 de noviembre a las 22:45 horas; el oficio sin número de noviembre 19 por el cual se informa de la toma subversiva al municipio de Prado, la cual inició alas [sic] 22.00 horas, esto es poco después que habían obtenido por vía telefónica y por radio conocimiento que a las 19:40 una posible toma en el municipio de Dolores y alas [sic] 21:00 de la toma efectiva del municipio de Villarrica.

Por otra parte se cuenta con la certificación expedida por el Comandante del Comando Aéreo de Combate número 4 en el que se indica que el 16 de noviembre de 1999 efectuó vuelo sobre la población de Villarrica de las 22:40 a las 24:00.

Las pruebas documentales relacionadas anteriormente constituyen a juicio de la Sala, pruebas suficientes que demuestran que no existió omisión de prestación de apoyo al personal uniformado que prestaba sus servicios en las Estaciones [sic] de Policía simultáneamente atacadas. Todo lo contrario ante la gravedad del ataque y la simultaneidad del mismo se determinó montar un Comando en Purificación de donde desafortunadamente no logró avanzarse rápidamente en razón evitar una emboscada y de acuerdo con los indicios de las minas en la vía.

La prueba testimonial obrante en el proceso y referida a la omisión en el apoyo o retardo en el mismo, aportada por la parte demandante referida a la falta de apoyo o la omisión del mismo y el retrazo [sic] en el apoyo aéreo, no logró desvirtuar la prueba documental existente, por el contrario coincide con la misma en el sentido de afirmar que existía peligro para los refuerzos o apoyos desde Purificación; y si el apoyo aéreo llegó tarde se debió al ataque simultáneo de varias poblaciones, lo que hacía imposible prestar el apoyo a todas a la vez.

Por otra parte las declaraciones, no aportan ninguna información que permita establecer que existió falla en el servicio en cuanto no se hubiera prestado el apoyo posible en consideración a las circunstancias. La declaración de la esposa del occiso que por tener interés en las resultas del proceso y por contener sus afirmaciones apreciaciones [sic] meramente subjetivas, no ofrece credibilidad alguna, a más que es la única en la que se afirma categóricamente que si hubiera llegado el grupo contraguerrilla no les hubiera pasado nada, después de haber indicado que los guerrilleros eran como trescientos y tenían toda clase de armas, y que los policías asesinados no recibieron ninguna clase de apoyo, lo que por sí mismo desvirtúa su propia afirmación.

En lo que corresponde a la falta de capacitación de los agentes para contrarrestar este tipo de ataque, además de decir que no se probó que no tuvieran la capacidad requerida, es de suponer que para desempeñar el cargo de agente de la Policía Nacional aquel debió acreditar el cumplimiento de los requisitos mínimos para el desempeño del cargo y el cumplimiento de la función encomendada, de tal manera que no sería posible atribuir a otra persona, natural o jurídica, una responsabilidad derivada de su propia falta, a menos, se reitera que se hubiera demostrado que solicitó tal capacitación y no se le brindó, o se le obstaculizó la posibilidad de tener acceso a la misma.

Adicionalmente, de acuerdo con las reglas de la experiencia, es posible afirmar que en razón al número de atacantes (Cerca –sic- de trescientos) al tipo de armas utilizadas por los mismos (armas no convencionales) y a la evidente desigualdad de medios humanos y materiales para contrarrestar el ataque subversivo, el haber obtenido una mejor capacitación o un mayor adiestramiento no hubieran logrado un resultado distinto al de infortunado insuceso […]”
 [fls.120 a 129 cp, subrayado fuera de texto].
5. El recurso de apelación.

12 El apoderado de la parte actora radicó el 15 de junio de 2004 el recurso de apelación que interponía contra la sentencia del a quo de 10 de junio de 2004 [fl.133 cp].

13 El Tribunal Administrativo del Tolima mediante auto de 7 de julio de 2004 concedió, en el efecto suspensivo, el recurso de apelación presentado oportunamente por la parte actora [fl.137 cp].

6. Actuación en segunda instancia.

14 Al arribar el proceso a esta Corporación, el despacho de conocimiento por auto de 11 de octubre de 2004 corrió traslado al recurrente, parte actora, para que sustentara el recurso [fl.141 cp].

15 El apoderado de la parte actora radicó escrito el 22 de octubre de 2004, mediante el cual sustentó el recurso de apelación que presentó el 15 de junio de 2004 [fls.142 a 151 cp], solicitando revocar la sentencia impugnada y “despachar favorablemente las pretensiones de la demanda” [fl.151 cp], con el siguiente objeto [reitera algunos argumentos ya expuestos en la demanda y en los alegatos de conclusión en primera instancia]:

“[…] la argumentación jurídica de la sentencia recurrida, presenta visos de tipo subjetivo, que se asimilan a una oposición de la demanda; por la pobreza en las consideraciones de la sentencia que se cuestiona, en la cual se argumenta que no probó que con antelación al 16 de noviembre de 1.999, se haya informado a los Comandos de Distrito y del Departamento de Tolima, que el municipio de Prado era hostigado, esto queda desvirtuado con los informativos periodísticos, que dan cuenta que por los dichos de los habitantes que hacia [sic] meses que la guerrilla estaba anunciando que se iban a tomar la población y la estación de policía […] pero que el exceso de confianza, que ese era los dichos pero como lo hacían, no le prestaron importancia, pero lo cierto era que los mencionados superiores si tenían conocimiento pero no tomaron las medidas necesarias para repeler la posible incursión anunciada, tan es así que no adecuó las instalaciones policiales, siguió funcionando en la misma casa de bareque [sic] o de barro, además encuentra respaldo en los testimonio [sic] […] que no fueron tachados de falsos, en los mismos se evidencian que ellos mantenían informando a través de poligramas al Distrito de Purificación, para que les mejorara la estación, lo único que les dieron fue una malla para que en el evento de la anunciada toma impidiera que las granadas cayeran en las instalaciones.

De otra parte se encuentra, que existe prueba que la dotación de material de intendencia que disponía el cuartel policial de Prado, era muy precario, como se demuestra con el informe de noviembre 19 de 1.999, dirigida a la Fiscalía delegada ante los jueces del Circuito Especializado, sucrito [sic] por el comandante de la Estación [sic] Prado Subintendente Álvaro Rivera Trujillo […] 

En el informe en comento, hace una relación de las armas y material de intendencia hurtada por la insurgencia, como son once fusiles, una escopeta, cuatro revólveres, cuatro pares de esposas, uniformes y demás material de dotación personal. Con esta lista de las armas relacionadas con toda claridad se observa que efectivamente, no contaban con las armas, proyectiles, granadas y el personal suficiente para repeler una incursión guerrillera cuando se tenía conocimiento que operaban dos frente [sic] con más de cuatrocientos guerrilleros; estas prueba [sic] no la [sic] valoró el a-quo ni le amerito [sic] consideración alguna, que esta demuestra que la demandada no tomó las medidas necesarias como la dotación material de intendencia para que sus agentes pudieran resistir o combatir la incursión, prueba de ello […] dice muertos en combate dos agentes, personal ajusticiado, que se traduce que se rindió [sic] cuatro agentes; pues ante la falta de dotación de armas granadas y proyectiles ese era el resultado. Además no se explica si en una zona alterada, como [sic] es posible que cinco agentes se encuentran en vacaciones dos de permiso y estos no sean relevados por otros agentes mi entras [sic] los que están en vacaciones regresan aquí hay una falla por parte de la demandada por que [sic] si en el armerillo existían once fusiles la regla es que deben [sic] haber once agentes; esto evidencia la forma como se le facilitó a los facinerosos la toma, por falla y omisión en la dotación de armamentos, grandas [sic] y personal suficiente para cubrir aun cuando fuera los que estaban en vacaciones o franquicia […]

[…]

[…] el apoyo llego [sic] 13 horas después de la arremetida guerrillera, aquí se evidencia que si bien es cierto, se trató de apoyar los policías de Prado en combate, se hizo de manera tardía lo cual implica omisión y falla en las tácticas de apoyo. Esto lo corrobora las fotocopias del libro de población en el [sic] se evidencia […]

[…]

La respuesta a la prueba del plan vigente a unidades vecinas, la demandada se negó rotundamente aportar […] a pesar que en sus dependencias reposan, la decisión hubiera sido sustancialmente diferente, aunque debo afirmar y aclarar que los elementos probatorios obrantes en el expediente hay suficiente material demostrativo de la responsabilidad estatal.

[…] el objeto de la negativa estatal no es otro que impedir conocer la verdad de como [sic] ocurrieron los hechos […]

Era un hecho cierto y de público conocimiento, por parte del Comandante de Policía del Departamento del Tolima de ese entonces Coronel Luis Alberto Gómez Heredia, como del Distrito No. 4, y de la ciudadanía de la región, que en el Departamento del Tolima concretamente en el municipio de Prado y los aledaños, que los frentes 21 y 50 de las FARC los estaban intimidando con la realización de maniobras de hostigamiento [sic] continuamente pues su objetivo final era la toma de la citada población, e igualmente se sabía por las autoridades que los integrantes de esos frentes guerrilleros eran más de doscientos de uno y trescientos por el otro, estos datos estadísticos, por cierto los dieron a conocer a los medios de comunicación el día 19 y 24 de noviembre de 1999, así como también figura en el informe administrativo por muerte No.014 de 1.999 R.190 del agente SAUL GOMEZ BARRERO […]

La falla en el servicio […] es evidente, pues si dicho comandante tenia [sic] conocimiento de las continuas amenazas y del hostigamiento en procura de la toma a la población por parte de los insurgentes. A pesar de tal información, el comandante de Policía Departamento del Tolima, no tomó las medidas necesarias de seguridad y prevención y por esta omisión expuso tanto a la misma comunidad, como a los Agentes [sic] y patrulleros que se contaban prestando las labores de seguridad, mantenimiento y restablecimiento del orden público en la población de Prado; al no ejecutar y poner en marcha el Plan de Manual de Apoyo de Unidades Vecinas. Esta última es una directiva permanente de obligatorio cumplimiento por los Comandos de Policía de Departamento a nivel Nacional que deben actualizar dichos comandos de acuerdo a la situación de orden público que se presenta, la cual se materializa en forma escrita y que se actualiza dependiendo la situación de orden público, en esta se establece el plan táctico y logístico para enfrentar al enemigo, que a groso [sic] modo consiste, que cuando un cuartel, estación o guarnición policial se encuentra en combate con el enemigo o siendo atacada por insurgentes, el respectivo Comando de Departamento donde está alterado el orden publico [sic] o turbado, para contrarrestado [sic] debe dar orden del alistamiento y desplazamiento de tropas por vía terrestre de las unidades policiales vecinas del lugar donde se esta alterando el orden público, en prioridad, de las unidades que se encuentren más cercanas para reforzar el pie de fuerza, de donde deben éstas concurrir apoyar y dicha unidad atacada; una vez se esté ejecutando este plan de apoyo terrestre, se ejecuta el apoyo aéreo, que repito es obligatorio desplazarse apoyarlo por vía aérea.

[…]

[…] pues si bien es cierto que los oficios cuyas funciones sean relacionados [sic] con la defensa y seguridad del Estado, implican dichos servidores asumir un riesgo, también es cierto, que ellos deben ser entrenados en todas las tácticas y logísticas propias de la guerra, para poder repeler al enemigo, esto desde el punto de vista de la academia y del entrenamiento y, de otra parte, deben estar dotados o aprovisionados del material de intendencia, comunicación y bélicos para poder enfrentar al enemigo, así como también debe contar con el apoyo necesario para el caso de ser objeto de un ataque de los grupos por fuera de la ley, que para el caso fueron los insurgentes de las FARC” [fls.142 a 144 cp, subrayado fuera de texto].

16 La parte actora en el escrito de sustentación del recurso de apelación solicitó, además, se decretaran unas pruebas “que fueron solicitadas en primera instancia, pero al día de hoy la demandada se negado enviar”. Se trata de la siguiente: “[…] – Que se libre comunicación al señor comandante del comando de Policía Departamental del Tolima […] para que envíe […] el Plan vigente del Manual de Apoyo de Unidades Vecinas, ejecutado el día 16 de noviembre de 1.999 en ayuda y socorro a los policías del cuartel de Prado Tolima, el que debe reposar en dicho comando”.
17 Después de sustentado el recurso de apelación, el despacho de conocimiento por auto de 30 de noviembre de 2004 admitió la impugnación [fl.155 cp]. Como consecuencia de la solicitud de la prueba en segunda instancia elevada por la parte actora en la sustentación de su recurso de apelación, el despacho de conocimiento por medio de auto de 3 de marzo de 2005 resolvió decretar la misma
 [fls.157 y 158 cp]. Luego, mediante auto del 20 de mayo de 2005 se corrió traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que presentaran sus alegaciones y concepto, respectivamente [fl.168 cp].
18 Las partes y el Ministerio Público en esta instancia guardaron silencio.

19 Encontrándose el proceso pendiente para fallo, se convocó, en ejercicio de la facultad oficiosa del artículo 43 de la Ley 640 de 2001, a las partes para celebrar audiencia de conciliación el 22 de noviembre de 2012, mediante auto de 26 de marzo de 2012 [fl.171 cp]. La apoderada de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, radicó el 19 de noviembre de 2012 escrito en el que manifestó que a dicha entidad no le asistía ánimo conciliatorio [fl.175 cp], para lo que allegó la respectiva certificación del Secretario Técnico del Comité de Conciliación y Defensa Judicial [fl.176 cp]. Sin perjuicio de lo anterior, la parte actora acudió a la fecha y hora programada dejando la constancia respectiva [fl.185 cp]
CONSIDERACIONES

1. Competencia.

20 Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación presentado por la parte actora contra la sentencia de 10 de junio de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

21 La Sala observa que es competente para resolver el asunto sub judice, teniendo en cuenta que la pretensión mayor, referida en la demanda a los perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidad y futuro]
, excedía la cuantía mínima exigida para que opere la doble instancia, en aplicación del decreto 597 de 1988.
22 Antes de abordar las pruebas aportadas y el análisis del caso, la Sala debe estudiar algunos aspectos procesales que pueden afectar la decisión de fondo.
2. Aspectos procesales previos.

23 La Sala previo a abordar el estudio y análisis de fondo advierte las siguientes cuestiones procesales respecto de las cuales procede a pronunciarse: 1) valor probatorio de los documentos aportados en copia simple; 2) valor probatorio de las declaraciones extrajuicio aportadas con la demanda; 3) valor probatorio de los recortes o informaciones de prensa aportados con la demanda; y, 4) la procedencia o no de la prueba solicitada por la parte actora, y decretada en segunda instancia. La Sala abordará en primer lugar lo relativo al valor de la prueba documental aportada en copia simple.

2.1. Valor probatorio de los documentos aportados en copia simple.

24 La parte actora al presentar su demanda la acompañó con los siguientes documentos en copia simple: i) protocolo de necropsia, de la Dirección Regional Oriente del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, practicado al cuerpo de Saúl Gómez Barrero, del que se extrae [fls.11 y 12 c1]; ii) informe Administrativo por muerte del agente Saúl Gómez Barrero, número 014/99 [R.193], de 29 de noviembre de 1999, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fls.22 y 23 c1]; y, del iii) acta de la declaración extraproceso rendida por Deyanid Campos Sogamoso; Edilma Bermúdez Salas y Doris Rocío Rodríguez Vargas [fls.25 y 26 c1].
24.1 Como premisa inicial, la Sala tiene en cuenta que por la naturaleza del asunto, esto es, por haber serio compromiso en la vulneración de ciertos derechos humanos y del derecho internacional humanitario, su valoración de los elementos probatorios no puede agotarse sólo en la comprensión de las normas del ordenamiento jurídico interno, sino que debe propender por garantizar aquellas que convencionalmente son exigibles, especialmente las relacionadas con la plenitud del acceso a la administración de justicia y las garantías judiciales para todos los extremos de la litis [con fundamento en los artículos 1.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, incorporada a nuestro ordenamiento jurídico por la Ley 16 de 1972].

24.2 Si bien, la Sección Tercera
 ha sostenido que las copias simples carecen de valor probatorio por cuanto no cumplen con las exigencias establecidas en los artículos 253 y 254 del C.P.C., según las cuales los documentos públicos y privados aportados en fotocopia simple por personas que no los suscriben no pueden ser tenidos en cuenta, en consideración a que únicamente tienen valor probatorio aquellos aportados en original o en copia autorizada por notario, director de oficina administrativa o de policía, secretario de oficina judicial o autenticada por notario, previa comparación con el original o con la copia autenticada que se le presente; en el presente caso, la entidad demandada en la contestación de la demanda no se opuso a tener como prueba los aportados por los demandantes y, estos, por su parte, además de tener en cuenta los documentos obrantes en el expediente para la defensa de sus pretensiones, no manifestaron oposición alguna a los aportados en copia simple por parte del Ministerio de Defensa – Policía Nacional. Por lo tanto, las partes no desconocieron los documentos, ni los tacharon de falsos, sino que conscientemente manifestaron su intención de que los mismos fuesen valorados dentro del proceso.
24.3 Sin embargo, con respecto al asunto que ahora nos ocupa también vale la pena precisar que la discusión respecto de la posibilidad de valorar las pruebas aportadas en copia simple, fue finalmente zanjada en la sentencia de unificación jurisprudencial proferida el 28 de agosto de 2013 por la Sala Plena de la Sección Tercera [Expediente 25022, M.P: Enrique Gil Botero], la cual, para estos efectos, y por la importancia las consideraciones y razonamientos efectuados en ella, se cita in extenso: 

“Como se aprecia, las disposiciones contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., resultan aplicables a los procesos de naturaleza contencioso administrativa en curso, de conformidad con la regla de integración normativa contenida en el artículo 267 del C.C.A.

De otro lado, es necesario destacar la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que cambió el inciso cuarto del artículo 252 del C.P.C., para señalar que los documentos privados elaborados o suscritos por las partes, incorporados al proceso en original o copia se presumen auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación, salvo los que provienen de terceros que revisten la condición de dispositivos. 

No obstante, con la promulgación de la ley 1437 de 2011 –nuevo código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo– se profirió una disposición especial aplicable a los asuntos de conocimiento de esta jurisdicción, precepto cuyo contenido y alcance era el siguiente: 

“ARTÍCULO 215. VALOR PROBATORIO DE LAS COPIAS. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tendrán el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas, para cuyo efecto se seguirá el trámite dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

“La regla prevista en el inciso anterior no se aplicará cuando se trate de títulos ejecutivos, caso en el cual los documentos que los contengan deberán cumplir los requisitos exigidos en la ley.” 

De allí que la citada disposición resultaba aplicable a los procesos contencioso administrativos que estuvieran amparados por la regla de transición contenida en el artículo 308 de la misma ley 1437 de 2011.  

Lo relevante del artículo 215 de la ley 1437 de 2011 –C.P.A.C.A.– era que incorporaba o concentraba la regulación legal del valor probatorio de las copias en una sola disposición, que no se prestaba para interpretaciones o hermenéuticas en relación bien con la clase o naturaleza del documento –público o privado– así como tampoco con su autor, signatario o suscriptor –las partes o terceros–.     

En esa lógica, la normativa mencionada constituía un régimen de avanzada en el que el principio de buena fe contenido en el texto constitucional (artículo 83) y desarrollado ampliamente en el Código Civil –en sus vertientes objetiva y subjetiva– se garantizaba plenamente, toda vez que correspondía a las partes o sujetos procesales tachar de falsas las copias que, en su criterio, no correspondían con el original y, por lo tanto, dar paso al incidente de tacha de falsedad del respectivo documento.

Es así como, con el artículo 215 de la ley 1437 de 2011, se permitía que las partes aportaran los documentos que tenían en su poder en copia, sin importar que los mismos fueran elaborados por aquéllas, por terceros o inclusive que provinieran de una autoridad administrativa o judicial. Era el reconocimiento pleno del principio de confianza que debe imperar en toda sociedad moderna, siempre y cuando se otorguen las herramientas para surtir de manera efectiva el derecho de contradicción. 

En esa línea de pensamiento, las regulaciones contenidas en las leyes 1395 de 2010 y 1437 de 2011 eran el reflejo de una concepción del proceso más moderna, alejada de los ritualismos y formalismos que tanto daño le han hecho a la administración de justicia, puesto que atentan contra los principios de celeridad y eficacia. 

[…]

No obstante, con la expedición de la ley 1564 de 2012 –nuevo código general del proceso– corregido mediante el Decreto 1736 de 2012, se derogó expresamente el inciso primero del artículo 215 de la ley 1437 de 2011, C.P.A.C.A. 

[…]

Así las cosas, al haber derogado el Código General del Proceso C.G.P., la disposición contenida en la ley 1437 de 2011, resulta incuestionable que las normas para la valoración de las copias son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., preceptos que mantienen vigencia, ya que sólo la perderán a partir del 1º de enero de 2014, según lo dispuesto en el artículo 627 de la codificación general citada.

[…]

Así las cosas, cuando entre en vigencia el acápite correspondiente a la prueba documental, contenida en el C.G.P., se avanzará de manera significativa en la presunción de autenticidad de los documentos, lo que es reflejo del principio de buena fe constitucional; lo anterior, toda vez que de los artículos 243 a 245 del C.G.P., se pueden extraer algunas conclusiones: i) los documentos públicos o privados, emanados de las partes o de terceros, en original o en copia, se presumen auténticos, ii) es posible que las partes los tachen de falsos o los desconozcan, lo que originará que se surta el respectivo trámite de la tacha, iii) los documentos se pueden aportar al proceso en original o en copia, iv) las copias, por regla general, tendrán el mismo valor probatorio que el documento original, salvo disposición especial en contrario, v) cuando se aporta un documento en copia, corresponde a la parte que lo allega indicar –si lo conoce– el lugar donde reposa el original para efectos de realizar el respectivo cotejo, de ser necesario, y vi) las partes pueden solicitar el cotejo de los documentos aportados en copias.

Por consiguiente, el legislador ha efectuado un constructo que busca superar la rigidez y la inflexibilidad de un sistema procesal basado en los formalismos, que distancia a las partes en el proceso, crea costos para los sujetos procesales y, en términos de la teoría económica del derecho, desencadena unas externalidades que inciden de manera negativa en la eficiencia, eficacia y la celeridad de los trámites judiciales.

Ahora bien, una vez efectuado el recorrido normativo sobre la validez de las copias en el proceso, la Sala insiste en que –a la fecha– las disposiciones que regulan la materia son las contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., con la modificación introducida por el artículo 11 de la ley 1395 de 2010, razón por la cual deviene inexorable que se analice el contenido y alcance de esos preceptos a la luz del artículo 83 de la Constitución Política y los principios contenidos en la ley 270 de 1996 –estatutaria de la administración de justicia–.   

[…]

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas.

[…]

En otros términos, a la luz de la Constitución Política negar las pretensiones en un proceso en el cual los documentos en copia simple aportados por las partes han obrado a lo largo de la actuación, implicaría afectar –de modo significativo e injustificado– el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, así como el acceso efectivo a la administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.)

[…]

Lo anterior, no quiere significar en modo alguno, que la Sala desconozca la existencia de procesos en los cuales, para su admisión y trámite, es totalmente pertinente el original o la copia auténtica del documento respectivo público o privado. En efecto, existirán escenarios –como los procesos ejecutivos– en los cuales será indispensable que el demandante aporte el título ejecutivo con los requisitos establecidos en la ley (v.gr. el original de la factura comercial, el original o la copia auténtica del acta de liquidación bilateral, el título valor, etc.). Por consiguiente, el criterio jurisprudencial que se prohíja en esta providencia, está relacionado específicamente con los procesos ordinarios contencioso administrativos (objetivos o subjetivos) en los cuales las partes a lo largo de la actuación han aportado documentos en copia simple, sin que en ningún momento se haya llegado a su objeción en virtud de la tacha de falsedad (v.gr. contractuales, reparación directa, nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho), salvo, se itera, que exista una disposición en contrario que haga exigible el requisito de las copias auténticas como por ejemplo el artículo 141 del C.C.A., norma reproducida en el artículo 167 de la ley 1437 de 2011 –nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo– […]”.

24.4 Por lo tanto, en consideración a lo anterior y atendiendo a que la normatividad aplicable sigue siendo la consignada en el Código de Procedimiento Civil –por expresa remisión del artículo 267 del Código Contencioso Administrativo– y, aún cuando no se cumplió con el requisito de autenticación de la copia previsto en el artículo 254 de la ley procesal civil, la Sala considera en esta oportunidad, en aras de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal y de la garantía del derecho de acceso a la justicia consagrado en los artículos 228 y 229 de la Constitución Política y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que no pueden aplicarse las formas procesales con excesivo rigorismo y en forma restrictiva, con el fin de desconocer lo que las mismas partes no han hecho, y ni siquiera han discutido durante el proceso, como lo es la autenticidad de los documentos allegados por las partes en copia simple.

24.5 Es oportuno precisar que la interpretación que hoy se efectúa no puede entenderse como la exoneración de la carga de cumplir con las reglas contenidas en la ley procesal civil frente a la aportación de copias de documentos que siguen vigentes y en pleno rigor. Lo que sucede en esta ocasión, es que ambas partes aceptaron que los documentos fuesen apreciables y coincidieron en la valoración de los mismos en forma recíproca, no sólo al momento de su aportación, sino durante el transcurso del debate procesal
, por lo tanto serán valorados por la Subsección para decidir el fondo del asunto
.
24.6 Con base en los anteriores argumentos, la Sala le dará el valor probatorio a los tres documentos aportados por la parte actora con la demanda, en las condiciones que convencional, constitucional, legal y jurisprudencialmente quedaron fijadas.
24.7 Estudiado lo anterior, aborda la Sala lo relacionado con el valor probatorio de las declaraciones extrajuicio aportadas con la demanda.
2.2. Valor probatorio de las declaraciones extrajuicio aportadas con la demanda.
25 La parte actora con la demanda allegó las siguientes declaraciones extrajuicio, sobre las que se formulará el juicio de valoración por la Sala, rendidas por: Rosalina Perdomo de Devia
 [fl.13 c1]; Miguel Ángel Aguirre Gómez
 [fl.14 c1]; Marlene Otálora Navarrete
; Deyanid Campos Sogamoso; Edilma Bermúdez Salas y Doris Rocío Rodríguez Vargas
 [fls.25 y 26 c1].
25.1 Se precisa para la Sala, en el espíritu de garantizar una valoración de los diferentes medios probatorios, en atención a que en su contenido puedan revelar violaciones a derechos humanos y al derecho internacional humanitario, plantear cómo ha evolucionado la jurisprudencia del Consejo de Estado en sus diferentes Secciones, pero especialmente en la Tercera, al aplicar e interpretar los artículos 229, 298 y 299 del Código de Procedimiento Civil.

25.2 En esta revisión, la Sala encuentra primero la sentencia de la Sección Quinta de 14 de diciembre de 1990
, en la que consideró:

“[…] 2. - Para la Sala es incuestionable el planteamiento del a - quo en relación con las declaraciones extrajuicio allegadas al proceso con la demanda: una declaración recibida fuera del proceso, necesita ratificación, cuando se "hayan rendido en otro  -  proceso  - , sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzcan en el posterior", que no es el caso, o cuando se hayan "recibido fuera del proceso en los casos y con los requisitos previstos en los artículos 298 y 299" (numerales 1° y 2° del art. 229 del C. de P.C.), que es el caso, aun cuando cabe observar que, a partir del primero de junio del presente año, esas declaraciones extra proceso sólo pueden solicitarse a personas que estén gravemente enfermas, pero siempre con el requisito de citar a la persona o personas contra las cuales se pretenda hacer valer el testimonio requisito que se mantiene en la nueva disposición subrogatoria del art. 298 primitivo del C. de P.C. No procede el testimonio extra proceso ahora, cuando se solicita respecto de personas de avanzada edad, o personas que no se encuentren en una de esas dos situaciones, como lo permitía la legislación anterior, y cuando procede debe citarse previamente a la parte contraria.

De manera que esas dos declaraciones extrajuicio, no pueden ser tenidas como prueba, ni siquiera como indicio que puede llegar a ser plena prueba si está debidamente probado en el proceso, se [sic] revisten gravedad y guardan concordancia y convergencia con otros y se relacionan con las demás pruebas que obren en el proceso. La razón es muy sencilla, la falta de contradicción por la no citación de la persona contra la cual se va a hacer valer el testimonio de un tercero, le da a ese testimonio el carácter de "prueba sumaria" (art. 299 primitivo del C. de P.C., reiterado en otros términos por la disposición subrogatoria de decreto ley 2282 de 1.989), más no el carácter de prueba indiciaria, es decir, de hecho que "indica", que "muestra", que "señala" o "conduce" a establecer o dar por demostrado otro hecho […] La declaración de terceros y el indicio son medios probatorios diferentes” [subrayado fuera de texto].

25.3 De esta jurisprudencia cabe extraer: a) como regla general, cuando una declaración es recibida fuera del proceso debe operar la ratificación en los términos de los artículos 229, 298 y 299 del Código de Procedimiento Civil; b) cuando no son ratificadas dentro del proceso al que son llevadas, no pueden tenerse dichas declaraciones como indicio, ya que al no haberse surtido la contradicción respectiva con la persona contra la que se va a hacer valer, las mismas sólo revisten el carácter de prueba sumaria.

25.4 Luego, la Sección Tercera mediante la sentencia de 17 de junio de 2004
 argumentó:

“[…] Sobre la prueba testimonial recibida extraproceso sin citación y asistencia de la parte contra la cual se aduce, se advierte que ella carece por completo de eficacia probatoria, cuando no ha sido ratificada en el proceso en el cual se pretende hacer valer, por el mismo testigo y previo el juramento de ley, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 229, 298, 299 del Código de Procedimiento Civil, salvo que esté destinada a servir de prueba sumaria en los casos en los que la ley autoriza la aducción de este medio probatorio, como sucede comúnmente en los procesos civiles como por ejemplo el de deslinde y amojonamiento y el de disolución, nulidad y liquidación de sociedades (art. 461, 628  C. P. C). Por consiguiente como esas declaraciones fueron tomadas extraproceso, sin la audiencia de la Nación, no fueron objeto de ratificación en este juicio, y además la ley no la permite en esta clase de procesos, es claro que no puede valorarse”.
25.4.1 Con esta sentencia se ratifica las dos primeras reglas de la sentencia de la Sección Quinta, relacionada con la exigencia de la ratificación, y con la naturaleza de prueba sumaria que puede revestir una declaración extrajuicio.

25.5 Ahora bien, la Sección Tercera en el auto de 25 de julio de 2007
 reiteró la naturaleza de prueba sumaria de la declaración extrajuicio, y agregando que como tal es “apropiado, por lo tanto, flexibilizar la estructura de la prueba sumaria con el fin de que no se torne nugatoria la posibilidad de uso de la misma”, valorando una declaración extrajuicio aportada en el proceso y que permitió establecer un vínculo contractual con base en el cual se aceptó un llamamiento en garantía.

25.6 En el caso de la denominada “Masacre de Santo Domingo”, la Sección Tercera por medio de la sentencia de 19 de noviembre de 2008
, se retornó a la prevalencia de la regla general según la cual al no haber sido ratificadas las declaraciones extrajuicio con la que se pretendía acreditar la calidad de compañera permanente con la víctima, no podía valorarse “por cuanto carecen de eficacia probatoria”.

26 Analizado lo anterior y confrontadas las declaraciones extrajuicio, se encuentra que lo contenido en ellas fue ratificado en un caso en concreto: en el de Doris Rocío Rodríguez Vargas de quien se allegó una declaración extrajuicio [fls.25 y 26 c1], y la que rindió testimonio dentro del presente proceso contencioso administrativo [fls.5 a 8 c pruebas demandante], en cuyas manifestaciones se ratifica en lo expuesto en la primera aportada por la parte actora, con lo que se satisfacen las exigencias de los artículos 298 y 299 del Código de Procedimiento Civil.

27 En cuanto a las declaraciones extrajuicio aportadas de Rosalina Perdomo de Devia, Miguel Ángel Aguirre Gómez, Marlene Otálora Navarrete, Deyanid Campos Sogamoso y Edilma Bermúdez Salas, no encuentra la Sala satisfecha la exigencia de su ratificación en el proceso contencioso administrativo, teniendo en cuenta que se produjeron sin audiencia de la parte contra la que se aducen. Sin perjuicio de lo anterior, y como con las mencionadas declaraciones se aportan elementos de potenciales o probables violaciones de derechos humanos y de derecho internacional humanitario, la Sala dará continuidad a la providencia de la Sección Tercera de 25 de julio de 2007 [expediente 33705], con el objetivo de tener a las declaraciones multicitadas como prueba sumaria, respecto de la cual las entidades demandadas han tenido las diferentes oportunidades procesales para contradecirla, rebatirla, e incluso emplearla en su argumentación de defensa, siendo bajo este límite que la Sala las estudiará.

28 Después de analizar el valor probatorio de las declaraciones extrajuicio, la Sala 

estudia el valor probatorio de los recortes o informaciones de prensa aportados con la demanda.

2.3. Valor probatorio de los recortes o informaciones de prensa aportados con la demanda.
29 En el expediente la Sala encuentra que se aportaron recortes e informaciones de prensa, como el recorte del diario “El Nuevo Día” del viernes 19 de noviembre de 1999, titulado: “Ocho agentes de Policía muertos. Cuatro poblaciones destrozadas. Población civil afectada. Servicios públicos inservibles. El Tolima víctima. POLICIAS FALLECIDOS DE LA ESCALADA GUERRILLERA EN EL SUR DEL DEPARTAMENTO”, dentro de los que se relaciona al agente Saúl Gómez Barrero de 31 años
, y aquellos transcritos del periódico El Tiempo [fls.18 a 21 c1].
29.1 Al respecto, para la Sala es necesario pronunciarse acerca del valor probatorio que podría o no tener tales informaciones de prensa, ya que la jurisprudencia de la Sección Tercera se orienta a no reconocer dicho valor
. En ese sentido:

“Sin embargo, los reportes periodísticos allegados al expediente carecen por completo de valor probatorio, toda vez que se desconoce su autor y su contenido no ha sido ratificado y, adicionalmente, por tratarse de las informaciones publicadas en diarios no pueden ser consideradas dentro de un proceso como prueba testimonial, como que [sic] adolecen de las ritualidades propias de este medio de prueba; no fueron rendidas ante funcionario judicial, ni bajo la solemnidad del juramento, ni se dio la razón a su dicho (art.227 CP.C).

Estos recortes de prensa tan sólo constituyen evidencia de la existencia de la información, pero no de la veracidad de su contenido, por lo que no ostentan valor probatorio eficaz merced a que se limitan a dar cuenta de la existencia de la afirmación del tercero, pero las afirmaciones allí expresadas deben ser ratificadas ente el juez, con el cumplimiento de los demás requisitos para que puedan ser apreciadas como prueba testimonial. De modo que el relato de los hechos no resulta probado a través de las publicaciones periodísticas a que se alude en la demanda, habida consideración que no configura medio probatorio alguno de lo debatido en el proceso, pues tan sólo constituyen la versión de quien escribe, que a su vez la recibió de otro desconocido para el proceso”
.
29.2 Pese a lo anterior, la Sección Tercera y la Sub-sección en su jurisprudencia viene considerando que “las informaciones publicas en diarios no pueden ser consideradas dentro de un proceso como una prueba testimonial porque carecen de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio, en particular porque no son suministradas ante un funcionario judicial, no son rendidos bajo la solemnidad del juramento, no el comunicador da cuenta de la razón de la ciencia de su dicho (art. 228 C.P.C), pues por el contrario, éste tiene el derecho a reservarse sus fuentes. Los artículos de prensa pueden ser apreciados como prueba documental y por lo tanto, dan certeza de la existencia de las informaciones, pero no de la veracidad de su contenido. Debe recordarse que el documento declarativo difiere de la prueba testimonial documentada. Por lo tanto, si bien el documento puede contener una declaración de tercero, el contenido del mismo no puede ser apreciado como un testimonio, es decir, la prueba documental en este caso da cuenta de la existencia de la afirmación del tercero, per las afirmaciones allí expresadas deben ser ratificadas ante el juez, con el cumplimiento de los demás requisitos para que puedan ser apreciadas como prueba testimonial”
.

29.3 A lo que se agrega que en “cuanto a los recortes de prensa, la Sala ha manifestado en anteriores oportunidades que las informaciones publicadas en diarios no pueden ser consideradas pruebas testimoniales porque carecen de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio –artículo 228 del C.P.C-, por lo que sólo pueden ser apreciadas como prueba documental de la existencia de la información y no de la veracidad de su contenido”
.

29.4 Y si bien no puede considerarse a la información de prensa con la entidad de la prueba testimonial, sino con el valor que puede tener la prueba documental, no puede reputarse su no conducencia, o su inutilidad, ya que en su precedente la Sección Tercera y la Sub-sección C considera que le "asiste razón al actor en argumentar que los ejemplares del diario 'El Tiempo" y de la revista "Cambio" no resultan inconducentes, ya que por regla general la ley admite la prueba documental, y no la prohíbe respecto de los hechos que se alegan en este caso, Asunto distinto será el mentó o eficacia que el juez reconozca o niegue a dichos impresos, Así, se revocara la denegación de la prueba a que alude el actor respecto de los artículos del Diario y Revista indicados, por encuadrar como pruebas conforme al articulo 251 del Código de Procedimiento Civil y en su lugar se decretará la misma para que sea aportada por el solicitante de ella, dada la celeridad de este proceso"
.

29.5 Para llegar a concluir, según el mismo precedente, que la información de prensa puede constituirse en un indicio contingente, En ese sentido, se ha pronunciado la Sección Tercera y la Sub-sección C manifestando que en "otras providencias ha señalado que la información periodística soto en el evento de que existan otras pruebas puede tomarse como un indicio simplemente contingente y no necesario"
.

29.6 Así las cosas, es necesario considerar racionalmente su valor probatorio como prueba de una realidad de la que el juez no puede ausentarse, ni puede obviar en atención a reglas procesales excesivamente rígidas, Tanto es así, que la Sala valorará tales informaciones allegadas en calidad de indicio contingente que, para que así sea valorado racional, ponderada y conjuntamente dentro del acervo probatorio
.

30 Analizado el valor probatorio de los recortes e informaciones de prensa, la Sala estudia lo relativo a la procedencia o no de la prueba solicitada por la parte actora, y decretada en segunda instancia.

2.4. La procedencia o no de la prueba solicitada por la parte actora, y decretada en segunda instancia.
31 En la sustentación del recurso de apelación la parte actora solicitó que se librara “comunicación al señor comandante del comando de Policía Departamental del Tolima […] para que envíe […] el Plan vigente del Manual de Apoyo de Unidades Vecinas, ejecutado el día 16 de noviembre de 1.999 en ayuda y socorro a los policías del cuartel de Prado Tolima, el que debe reposar en dicho comando”. Dicha solicitud fue acogida por el despacho de conocimiento en segunda instancia por medio de auto de 3 de marzo de 2005, con el que se resolvió decretar la misma [fls.157 y 158 cp].

32 De acuerdo con los presupuestos normativos de los artículos 212, inciso 4º, y 214 del C.C.A [vigente para la época de la entrada para fallo del proceso], cuando se apele una sentencia de primera instancia, las partes dentro del recurso podrán pedir pruebas, y “dentro del término de ejecutoria del auto que admita dicho recurso podrán pedirse pruebas
, las cuales se decretarán en cuatro casos: “1. Cuando decretadas en la primera instancia, se dejaron de practicar sin culpa de la parte que las pidió, pero sólo con el fin de practicarlas o de cumplir requisitos que les falten para su perfeccionamiento
. 2. Cuando versen sobre hechos acaecidos después de transcurrida la oportunidad para pedir pruebas en primera, pero solamente para demostrar o desvirtuar estos hechos. 3. Cuando se trate de documentos que no pudieron aducirse en la primera instancia por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de la parte contraria. 4. Cuando con ellas se trate de desvirtuar los documentos” que no se pudieron aducir en primera instancia
.
35 Sin perjuicio de su decreto, la Sala advierte que la prueba solicitada, por lo menos en el sentido de la información solicitada, ya había sido aportada como puede desprenderse de lo contenido en el Oficio número 1443 COMAN.DETOL, de 24 de noviembre de 2003, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fls.71 y 72 c pruebas demandante], por lo que habrá lugar a contrastarla con el Oficio número 757/COMAN GRUNE, de 21 de abril de 2005, del Comandante del Departamento de Policía Tolima [fls.161-162 y 165 y 166 cp], aportado en segunda instancia según lo decretado.
36 Después de estudiar, analizar y valorar los anteriores aspectos procesales, la Sala procede a delimitar el análisis de la impugnación presentada por la parte actora.

3. Análisis de la impugnación.

37 El análisis de la impugnación se circunscribirá a los argumentos expuestos y desarrollados por la parte actora en el recurso de apelación, específicamente en cuanto a la imputación de la responsabilidad endilgable a las entidades demandadas, y relacionadas con: i) se tenía conocimiento de la amenaza de incursión o toma armada al municipio de Prado [Tolima]; ii) pese a lo anterior, no se tomaron las medidas para repeler dicha incursión o toma, ni aquellas de seguridad y prevención; iii) a lo que se agrega que las instalaciones de la estación de la Policía Nacional en el municipio de Prado estaban en condiciones precarias; iv) la dotación de material de intendencia también era precario; y, v) el apoyo fue tardío.

38 Advierte la Sala, que como la parte actora es la única apelante, para decidir el recurso se centrará en los argumentos expuestos en el recurso, en desarrollo de lo previsto por el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil que establece que el juez superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, así como en el alcance dado por la Sala Plena de la Sección Tercera en la sentencia de unificación jurisprudencial de 9 de febrero de 2012 [expediente 21060
].
39 Para analizar la impugnación es necesario presentar los medios probatorios con los que cuenta la Sala, los cuales serán valoradas en las precisas condiciones fijadas en el apartado de aspectos procesales previos ya decididos.

4. Los medios probatorios.

40 Al expediente fue allegado oportunamente, y cumpliendo las exigencias legales para tener valor probatorio, los siguientes elementos probatorios:

4.1. Pruebas aportadas con la demanda.

41.1. Copia autenticada del registro civil de nacimiento de Nelson Gómez Barrero, quien nació el 30 de septiembre de 1969, hijo de Saúl Gómez y de María de los Ángeles Barrero [fl.5 c1].

41.2. Copia autenticada del registro civil de nacimiento de Arnulfo Gómez Barrero, quien nació el 25 de abril de 1963, hijo de Saúl Gómez Guzmán y de María de los Ángeles Barrero [fl.6 c1]

41.3. Copia autenticada del registro civil de nacimiento de Luz Angela Gómez Barrero, quien nació el 26 de febrero de 1972, hija de Saúl Gómez Barrero y de María de los Ángeles Barrero [fl.7 c1].

41.4. Copia autentica del registro civil de nacimiento de Nubia Agustina Gómez Barrero, nacida el 3 de noviembre de 1965, hija de Saúl Gómez Guzmán y de María de los Ángeles Barrero [fl.8 c1].

41.5. Partida o acta de bautismo de María de los Ángeles Barrero Hernández, con nota marginal del matrimonio celebrado con Saúl Gómez el 28 de agosto de 1959 [fl.9 c1].

41.6. Copia autenticada del registro civil de defunción de Saúl Gómez Barrero, fallecido el 16 de noviembre de 1999 [fl.10 c1].

41.7. Copia simple del protocolo de necropsia, de la Dirección Regional Oriente del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, practicado al cuerpo de Saúl Gómez Barrero, del que se extrae [fls.11 y 12 c1]:

a) Tenía una edad de 26 años.

b) Acta de levantamiento número 000016.

c) Fecha de la muerte, 16 de noviembre de 1999.

d) Necropsia solicitada por el Fiscal 29.

e) Lesiones en tórax: “OE por PAF en región pectoral izquierda […] OS por PAF en región dorsal derecha”.

f) Extremidades: “se observa herida avulsiva en parte interna de ambos muslos de I 10x10cm respectivamente por paso de PAF, y otra herida irregular con avulsión de tejidos blandos por paso de proyectil de AF de 13x4cm de diámetro de dirección horizontal en cara anterior de muslo derecho”.

g) Sistema ósteo-músculo-articular: “Fractura del 3er arco costal izq [sic] y de 3 y 4º arco costal derecho”.

h) Cavidad torácica: “Hemotorax [sic] de +- 1000cc”.

i) Pulmones: “Laceración severa del lóbulo superior del pulmón derecho y pulmón izq [sic]”.

k) Conclusión: “Hombre adulto joven quien fallece por shock hipovolémico secundario a laceraciones severas en paquete vascular, subclavio y cayado aórtico, y auricula [sic] izq [sic] producida por PAF”.

l) Descripción de heridas: “[…] 1.1. Orificio de Entrada [sic] por PAF de Bordes [sic] invertidos y anillo de colusión de 0.5x0.5 de diámetro localizado a 36 cm del vértice y 8cm de la línea media en región pectoral intraclavicular izquierda, 3er espacio intercostal. 1.2 Orificio de salida por PAF de bordes invertidos e irregulares de 20x7 cm de diámetro localizado a 33cm del vértice y 4cm de la línea media posterior en región interescapular derecha. 1.3 Lesiones: piel, TSC, musculo [sic] pectoral izquierdo fractura tercera costilla lado izq [sic] onda expansiva que produce laceración severa de pulmón izq [sic], cavidades izquierdas del corazón. Estallido del cayado aórtico, pasa la línea media, laceración severa del lóbulo superior [enmendado] del pulmón derecho fractura de 3 y 4to arco costales posteriores del lado derecho, plano muscular dorsal y sale proyectil. 1.4 Trayectoria: Antero-posterior izquierda-Derecha ínfero-superior” [fls.11 y 12 c1].

41.8. Copias simples de recortes de prensa [fls.16 y 17 c1].

41.9. Transcripciones de informaciones de medios de prensa del periódico El Tiempo [fls.18 a 21 c1].

41.10. Copia simple del Informe Administrativo por muerte del agente Saúl Gómez Barrero, número 014/99 [R.193], de 29 de noviembre de 1999, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fls.22 y 23 c1].
41.11. Constancia, de 28 de abril de 2001, de la Tesorera del Departamento de Policía del Tolima [fl.24 c1].
41.12. Copia simple del Acta de la declaración extraproceso rendida por Deyanid Campos Sogamoso; Edilma Bermúdez Salas y Doris Rocío Rodríguez Vargas [fls.25 y 26 c1].
4.2. Pruebas solicitadas por la parte actora

42.1. Oficio número 527 COMAN DETOL, de 28 de mayo de 2002, del Comandante del Departamento de Policía Tolima [fls.1 y 2 c pruebas demandante].

42.2. Testimonio rendido por Doris Rocío Rodríguez Vargas [fls.5 a 8 c pruebas demandante].
42.3. Testimonio rendido por José Olider Monroy Carrillo [fls.65 a 67 c pruebas demandante].

42.4. Testimonio rendido por Miguel Ángel Ballesteros Pinzón [fls.68 y 69 c pruebas demandante].

42.5 Oficio número 1443 COMAN.DETOL, de 24 de noviembre de 2003, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fls.71 y 72 c pruebas demandante], con el que se informó:

42.6. Extracto de la hoja de vida del agente Saúl Barrero Gómez, de 24 de noviembre de 2003 [fl.74 c pruebas demandante].
4.3. Pruebas solicitadas por la demandada
43.1 Oficio número 526 COMAN. DETOL, de 28 de mayo de 2002, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fl.1 c pruebas demandado].
43.2. Oficio número 2590 BR6-BIROK-S3-375, de 2 de junio de 2002, del Comandante del Batallón de Infantería No. 18 CO. Jaime Rooke [fl.2 c pruebas demandado].
43.3. Oficio número 0450/SUBCO DETOL, de 28 de mayo de 2002, del Subcomandante Operativo DETOL [fl.16 c pruebas demandado], con el que se allegaron las copias de los siguientes oficios:

43.3.1. Oficio número 0787/TDPUR, de 23 de noviembre de 1999, del Comandante del Distrito Cuatro de la Policía de Purificación [fls.4 a 6 c pruebas demandado].

43.3.2. Oficio número 0180/EST-R-ALP, de 20 de noviembre de 1999, de los patrulleros Ariel Ramírez Guzmán y Carlos Arby Crucerira Aguirre [fls.7 y 8 c pruebas demandado].
43.3.3. Oficio de 19 de noviembre de 1999, con el que se informó a cerca de la “toma subversiva a la Estación [sic] de Policía de Hidroprado” [fl.11 c pruebas demandado].

43.3.4. Oficio de 19 de noviembre de 1999, del Comandante [e] de la estación rural de Prado del Departamento de Policía del Tolima [fls.12 a 15 c pruebas demandado].
43.4. Oficio de 28 de mayo de 2002, del Coordinador de la estación cien [100] del Departamento de Policía del Tolima [fl.29 c pruebas demandado].

43.4.1. Folio 308 [fl.16 c pruebas demandado].

43.4.2. Folio 309 [fl.18 c pruebas demandado].

43.4.3. Folio 310 [fl.20 c pruebas demandado].

43.4.5. Folio 312 [fl.21 c pruebas demandado].

43.5. Oficio número 03750/DIV5-BR6-B3-OP-375, de 4 de junio de 2002, del Comandante de la Sexta Brigada del Ejército Nacional [fls.30 y 31 c pruebas demandado].
43.6. Oficio número 0828 – GUJUD – 789, de 28 de mayo de 2002, de la Juez 79 de Instrucción Penal Militar [fl.33 c pruebas demandado].

43.7. Oficio número 02020-CACOM-4-ASELE-743, de 13 de junio de 2002, del Comandante del Comando Aéreo de Combate No.4 [fl.34 c pruebas demandado].
43.8. Oficio número 3078 GRUHO DETOL, de 30 de mayo de 2002, de la Coordinadora del Grupo de Talento Humano del Departamento de Policía de Tolima [fl.35 c pruebas demandado].

43.8.1 Decisión de 12 de octubre de 2000, del Comandante del Departamento de Policía de Tolima [fls.36 a 38 c pruebas demandado].

4.4. Prueba en segunda instancia.

44.1 Oficio número 757/COMAN GRUNE, de 21 de abril de 2005, del Comandante del Departamento de Policía Tolima [fls.161-162 y 165 y 166 cp].
45 Teniendo en cuenta los anteriores medios probatorios, la Sala plantea los siguientes problemas jurídicos para abordar de fondo el objeto de la impugnación presentada por la parte actora contra la sentencia de primera instancia.

5. Problemas jurídicos.

46. Se puede plantear como problemas jurídicos: a) ¿cabe imputar la responsabilidad patrimonial de las entidades demandadas Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por el daño antijurídico ocasionado como consecuencia de la muerte violenta de Saúl Gómez Barrero?; y, b) ¿ si la respuesta anterior es afirmativa, cabe reconocer y liquidar los perjuicios morales a favor de la madre y los hermanos de la víctima, y los materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidado y futuro] a favor de la madre de la víctima?
47 Para abordar adecuadamente los anteriores problemas jurídicos, la Sala examina inicialmente si se demostró el daño antijurídico que dice la parte actora haberse ocasionado en los hechos acaecidos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima].

6. Daño antijurídico.

48 El daño antijurídico comprendido desde la dogmática jurídica de la responsabilidad civil extracontractual
 y del Estado, impone considerar dos componentes: a) el alcance del daño como entidad jurídica, esto es, “el menoscabo que a consecuencia de un acaecimiento o evento determinado sufre una persona ya en sus bienes vitales o naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio”
; o la “lesión de un interés o con la alteración “in pejus” del bien idóneo para satisfacer aquel o con la pérdida o disponibilidad o del goce de un bien que lo demás permanece inalterado, como ocurre en supuestos de sustracción de la posesión de una cosa”
; y, b) aquello que derivado de la actividad, omisión, o de la inactividad de la administración pública no sea soportable i) bien porque es contrario a la Carta Política o a una norma legal, o ii) porque sea “irrazonable”
, en clave de los derechos e intereses constitucionalmente reconocidos
; y, iii) porque no encuentra sustento en la prevalencia, respeto o consideración del interés general
, o de la cooperación social
.
48.1 En cuanto al daño antijurídico, la jurisprudencia constitucional señala que la “antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la conducta desplegada por la Administración sino de la no soportabilidad del daño por parte de la víctima”
. Así pues, y siguiendo la jurisprudencia constitucional, se ha señalado “que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración”
.

48.2 De igual manera, la jurisprudencia constitucional considera que el daño antijurídico se encuadra en los “principios consagrados en la Constitución, tales como la solidaridad (Art.1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución”
.

48.3 Debe quedar claro que es un concepto que es constante en la jurisprudencia del Consejo Estado, que debe ser objeto de adecuación y actualización a la luz de los principios del Estado Social de Derecho, ya que como lo señala el precedente de la Sala un “Estado Social de Derecho y solidario y respetuoso de la dignidad de la persona humana, no puede causar daños antijurídicos y no indemnizarlos” 
. Dicho daño tiene como características que sea cierto, presente o futuro, determinado o determinable
, anormal
 y que se trate de una situación jurídicamente protegida
.

48.4 Se precisa advertir que en la sociedad moderna el instituto de la responsabilidad extracontractual está llamada a adaptarse, de tal manera que se comprenda el alcance del riesgo de una manera evolutiva, y no sujetada o anclada al modelo tradicional. Esto implica, para el propósito de definir el daño antijurídico, que la premisa que opera en la sociedad moderna es aquella según la cual a toda actividad le son inherentes o intrínsecos peligros de todo orden, cuyo desencadenamiento no llevará siempre a establecer o demostrar la producción de un daño antijurídico. Si esto es así, sólo aquellos eventos en los que se encuentre una amenaza inminente, irreversible e irremediable permitirían, con la prueba correspondiente, afirmar la producción de una daño cierto, que afecta, vulnera, aminora, o genera un detrimento en derechos, bienes o interese jurídicos, y que esperar a su concreción material podría implicar la asunción de una situación más gravosa para la persona que la padece
.
49 Al expediente, en la oportunidad y con el cumplimiento de las exigencias legales se allegó Copia autenticada del registro civil de defunción de Saúl Gómez Barrero, fallecido el 16 de noviembre de 1999 [fl.10 c1].

49.1 Así mismo, se aportó el protocolo de necropsia, de la Dirección Regional Oriente del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, practicado al cuerpo de Saúl Gómez Barrero, del que se extrae [fls.11 y 12 c1].
49.2 De acuerdo con el protocolo de necropsia practicado al cuerpo de Saúl Gómez Barrero, se consignó: a) tenía una edad de 26 años; b) se sustenta en el acta de levantamiento número 000016; c) la fecha de la muerte, 16 de noviembre de 1999; d) la necropsia fue solicitada por el Fiscal 29; e) se produjeron las siguientes lesiones en tórax: “OE por PAF en región pectoral izquierda […] OS por PAF en región dorsal derecha”; f) en las extremidades: “se observa herida avulsiva en parte interna de ambos muslos de I 10x10cm respectivamente por paso de PAF, y otra herida irregular con avulsión de tejidos blandos por paso de proyectil de AF de 13x4cm de diámetro de dirección horizontal en cara anterior de muslo derecho”; g) en el sistema ósteo-músculo-articular: “Fractura del 3er arco costal izq [sic] y de 3 y 4º arco costal derecho”; h) en la cavidad torácica: “Hemotorax [sic] de +- 1000cc”; i) en los pulmones: “Laceración severa del lóbulo superior del pulmón derecho y pulmón izq [sic]”; k) por lo que se llega a la siguiente conclusión: “Hombre adulto joven quien fallece por shock hipovolémico secundario a laceraciones severas en paquete vascular, subclavio y cayado aórtico, y auricula [sic] izq [sic] producida por PAF”; y l), finalmente se describen las siguientes heridas: “[…] 1.1. Orificio de Entrada [sic] por PAF de Bordes [sic] invertidos y anillo de colusión de 0.5x0.5 de diámetro localizado a 36 cm del vértice y 8cm de la línea media en región pectoral intraclavicular izquierda, 3er espacio intercostal. 1.2 Orificio de salida por PAF de bordes invertidos e irregulares de 20x7 cm de diámetro localizado a 33cm del vértice y 4cm de la línea media posterior en región interescapular derecha. 1.3 Lesiones: piel, TSC, musculo [sic] pectoral izquierdo fractura tercera costilla lado izq [sic] onda expansiva que produce laceración severa de pulmón izq [sic], cavidades izquierdas del corazón. Estallido del cayado aórtico, pasa la línea media, laceración severa del lóbulo superior [enmendado] del pulmón derecho fractura de 3 y 4to arco costales posteriores del lado derecho, plano muscular dorsal y sale proyectil. 1.4 Trayectoria: Antero-posterior izquierda-Derecha ínfero-superior” [fls.11 y 12 c1].

50 Analizados por la Sala los anteriores elementos probatorios, se considera demostrado que el daño antijurídico se produjo como consecuencia de la muerte violenta sufrida por Saúl Gómez Barrero, que en su propia esfera representó como carga no soportable el sacrificio, extinción o supresión del derecho a la vida, de su libre desarrollo de la personalidad, de su derecho al trabajo, de la posibilidad conformar una familia, de su dignidad como hombre, y que en cabeza de su madre y de sus hermanos consistió en la restricción indebida a gozar de uno de los miembros de la familia Gómez Barrero.
51 Los anteriores argumentos, y las pruebas obrantes, llevan a la Sala a considerar que en los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima] se produjo un daño antijurídico que la víctima Saúl Gómez Barrero, su madre María de los Ángeles Barrero de Gómez y sus hermanos Luz Angela, Arnulfo, Nelson y Nubia Agustina Gómez Barrero no estaban llamados a soportar como una carga ordinaria, ni siquiera extraordinaria, en atención al respeto de su dignidad humana y de sus derechos constitucionales y convencionales a la vida y a la integridad personal, que son incuestionables en un Estado Social de Derecho
, desde una perspectiva no sólo formal, sino también material de la antijuridicidad
. 
52 Sin embargo, no siendo suficiente constatar la existencia del daño antijurídico, es necesario realizar el correspondiente juicio de imputación, que permita determinar si cabe atribuirlo fáctica y jurídicamente a las entidades demandadas, o si opera alguna de las causales exonerativas de responsabilidad, o se produce un evento de concurrencia de acciones u omisiones en la producción del daño.

7. La imputación de la responsabilidad.

7.1. Presupuestos para la configuración de la responsabilidad extracontractual del Estado.

53 Con la Carta Política de 1991 se produjo la “constitucionalización”
 de la responsabilidad del Estado
 y se erigió como garantía de los derechos e intereses de los administrados
 y de su patrimonio
, sin distinguir su condición, situación e interés
. De esta forma se reivindica el sustento doctrinal según el cual la “acción administrativa se ejerce en interés de todos: si los daños que resultan de ella, para algunos, no fuesen reparados, éstos serían sacrificados por la colectividad, sin que nada pueda justificar tal discriminación; la indemnización restablece el equilibrio roto en detrimento de ellos”
. Como bien se sostiene en la doctrina, la “responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como una garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad
; los daños cubiertos por la responsabilidad administrativa no son deliberadamente causados por la Administración por exigencia del interés general, no aparecen como un medio necesario para la consecución del fin público”
.

54 Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución, la cláusula general de la responsabilidad extracontractual del Estado
 tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un administrado, y la imputación del mismo a la administración pública
 tanto por la acción, como por la omisión de un deber normativo
, argumentación que la Sala Plena de la Sección Tercera acogió al unificar la jurisprudencia en las sentencias de 19 de abril de 2012
 y de 23 de agosto de 2012
. 

55 En cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la imputación jurídica
, en la que se debe determinar la atribución conforme a un deber jurídico [que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio –simple, presunta y probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-; riesgo excepcional]. Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. Precisamente, en la jurisprudencia constitucional se sostiene, que la “superioridad jerárquica de las normas constitucionales impide al legislador diseñar un sistema de responsabilidad subjetiva para el resarcimiento de los daños antijurídicos que son producto de tales relaciones sustanciales o materiales que se dan entre los entes públicos y los administrados. La responsabilidad objetiva en el terreno de esas relaciones sustanciales es un imperativo constitucional, no sólo por la norma expresa que así lo define, sino también porque los principios y valores que fundamentan la construcción del Estado
 según la cláusula social así lo exigen”
.
56 Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado exige la afirmación del principio de imputabilidad
, según el cual, la indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica
. Debe quedar claro, que el derecho no puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las mismas”
.

57 En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en la actualidad está marcada por la imputación objetiva que “parte de los límites de lo previsible por una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones”
. Siendo esto así, la imputación objetiva implica la “atribución”, lo que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una descripción. Luego, la contribución que nos ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a su aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental y empírica de “cuando un resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de una determinada conducta”
. 

58 Esto, sin duda, es un aporte que se representa en lo considerado por Larenz según el cual había necesidad de “excluir del concepto de acción sus efectos imprevisibles, por entender que éstos no pueden considerarse obra del autor de la acción, sino obra del azar”
. Con lo anterior, se logra superar, definitivamente, en el juicio de responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría de la equivalencia de condiciones, como de la causalidad adecuada, ofreciéndose como un correctivo de la causalidad
, donde será determinante la magnitud del riesgo
 y su carácter permisible o no
. Es más, se sostiene doctrinalmente “que la responsabilidad objetiva puede llegar a tener, en algunos casos, mayor eficacia preventiva que la responsabilidad por culpa. ¿Por qué? Porque la responsabilidad objetiva, aunque no altere la diligencia adoptada en el ejercicio de la actividad [no afecte a la calidad de la actividad], sí incide en el nivel de la actividad [incide en la cantidad de actividad] del sujeto productor de daños, estimulando un menor volumen de actividad [el nivel óptimo] y, con ello, la causación de un número menor de daños”
.

59 Dicha tendencia es la que marcó la jurisprudencia constitucional, pero ampliando la consideración de la imputación [desde la perspectiva de la imputación objetiva] a la posición de garante donde la exigencia del principio de proporcionalidad
 es necesario para considerar si cabía la adopción de medidas razonables para prevenir la producción del daño antijurídico, y así se motivara el juicio de imputación. Dicho juicio, en este marco, obedece sin lugar a dudas a un ejercicio de la ponderación
 que el juez está llamado a aplicar, de tal manera que se aplique como máxima que: “Cuanto mayor sea el grado de la no satisfacción o del detrimento de un principio, mayor debe ser la importancia de satisfacción del otro”
.

60 En ese sentido, la jurisprudencia constitucional indica que “el núcleo de la imputación no gira en torno a la pregunta acerca de si el hecho era evitable o cognoscible. Primero hay que determinar si el sujeto era competente para desplegar los deberes de seguridad en el tráfico o de protección
 frente a determinados bienes jurídicos con respecto a ciertos riesgos, para luego contestar si el suceso era evitable y cognoscible
. Ejemplo: un desprevenido transeúnte encuentra súbitamente en la calle un herido en grave peligro [situación de peligro generante del deber] y no le presta ayuda [no realización de la acción esperada]; posteriormente fallece por falta de una oportuna intervención médica que el peatón tenía posibilidad de facilitarle trasladándolo a un hospital cercano [capacidad individual de acción]. La muerte no le es imputable a pesar de la evitabilidad y el conocimiento. En efecto, si no tiene una posición de garante porque él no ha creado el riesgo para los bienes jurídicos, ni tampoco tiene una obligación institucional de donde surja un deber concreto de evitar el resultado mediante una acción de salvamento, el resultado no le es atribuible. Responde sólo por la omisión de socorro y el fundamento de esa responsabilidad es quebrantar el deber de solidaridad que tiene todo ciudadano”
.

61 En una teoría de la imputación objetiva construida sobre las posiciones de garante, predicable tanto de los delitos de acción como de omisión, la forma de realización externa de la conducta, es decir, determinar si un comportamiento fue realizado mediante un curso causal dañoso o mediante la abstención de una acción salvadora, pierde toda relevancia porque lo importante no es la configuración fáctica del hecho, sino la demostración de sí una persona ha cumplido con los deberes que surgen de su posición de garante”
.

62. Dicha formulación no debe suponer, lo que debe remarcarse por la Sala, una aplicación absoluta o ilimitada de la teoría de la imputación objetiva que lleve a un desbordamiento de los supuestos que pueden ser objeto de la acción de reparación directa, ni a convertir a la responsabilidad extracontractual del Estado como herramienta de aseguramiento universal
, teniendo en cuenta que el riesgo, o su creación, no debe llevar a “una responsabilidad objetiva global de la Administración, puesto que no puede considerarse (…) que su actuación [de la administración pública] sea siempre fuente de riesgos especiales”
, y que además debe obedecer a la cláusula del Estado Social de Derecho
. 
63 Debe, sin duda, plantearse un juicio de imputación en el que demostrado el daño antijurídico, deba analizarse la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: peligro, amenaza y daño. En concreto, la atribución jurídica debe exigir la motivación razonada, sin fijar un solo criterio de motivación de la imputación en el que deba encuadrarse la responsabilidad extracontractual del Estado
, sino que cabe hacer el proceso de examinar si procede encuadrar, en primer lugar, en la falla en el servicio sustentada en la vulneración de deberes normativos
, que en muchas ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino que se expresan como deberes positivos en los que la procura o tutela eficaz de los derechos, bienes e intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla con la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho; en caso de no poder hacer su encuadramiento en la falla en el servicio, cabe examinar si procede en el daño especial, sustentado en la argumentación razonada de cómo [probatoriamente] se produjo la ruptura en el equilibrio de las cargas públicas; o, finalmente, si encuadra en el riesgo excepcional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera:

“[…] en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad estatal que adoptó la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso en concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá que adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas –a manera de recetario- un específico título de imputación”
.

64 Así mismo, debe considerarse que la responsabilidad extracontractual no puede reducirse a su consideración como herramienta destinada solamente a la reparación, sino que debe contribuir con un efecto preventivo
 que permita la mejora o la optimización en la prestación, realización o ejecución de la actividad administrativa globalmente considerada.

65 En los anteriores términos, cabe estudiar la responsabilidad extracontractual del Estado analizando dos extremos: el régimen aplicable de responsabilidad patrimonial y administrativa del estado, derivada de los daños antijurídicos sufridos por quienes prestan su servicio en los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado [policiales y militares]; 
7.2. Régimen aplicable de responsabilidad patrimonial y administrativa del estado, derivada de los daños antijurídicos sufridos por quienes prestan su servicio en los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado [policiales y militares]
.

66 Dentro de este marco, cabe examinar cómo el precedente de la Sala viene dando tratamiento a la responsabilidad patrimonial por los daños antijurídicos sufridos por quienes prestan su servicio a la Policía Nacional.
66.1 En cuanto al régimen aplicable por los daños antijurídicos sufridos por quienes prestan el servicio policial, se ha venido encuadrando en un fundamento de imputación objetivo, bien sea el daño especial, o el riesgo excepcional. La premisa de la que se parte es que se produce la ruptura del principio de igualdad en la asunción de las cargas públicas, teniendo en cuenta que el ingreso a la fuerza pública ocurre en razón del acatamiento del mandato constitucional previsto en el artículo 216 de la Carta Política.

66.2 Cuando se trata de personal que voluntaria o profesionalmente ingresa a los cuerpos o fuerzas de seguridad del Estado, el régimen aplicable varía y se encuadra en la falla del servicio debido a que la conducta haya sido negligente o indiferente, de tal manera que se deja al personal expuesto a una situación de indefensión. En este segundo supuesto, la jurisprudencia de la Sección Tercera emplea como premisa el concepto de “acto propio” o de “riesgo propio del servicio”
 [que como se dijo, dadas las especiales circunstancias del ataque a la estación de la Policía Nacional de Prado, puede resultar contradictorio con los expresos mandatos convencionales y constitucionales, que puede derivar en el incumplimiento de las obligaciones de protección de los derechos humanos], que ha llevado a plantear que los

“[…] derechos a la vida y a la integridad personal del militar profesional constituye un riesgo propio de la actividad que dichos servidores públicos ordinariamente despliegan, riesgo que se concreta, por vía de ejemplo, en eventos en los cuales infortunadamente tiene lugar el deceso o la ocurrencia de lesiones como consecuencia de combates, emboscadas, ataques de grupos subversivos, desarrollo de operaciones de inteligencia”
.

66.3 De acuerdo con la misma jurisprudencia, el común denominador del daño antijurídico reclamado como consecuencia de la muerte o de las lesiones de un miembro de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado [policiales y militares] es el de la “exposición a un elevado nivel de riesgo para la integridad personal”. Esto indica, pues, que quien ingresa voluntaria o profesionalmente a las fuerzas armadas está advertido que debe afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre las que cabe encuadrar el eventual enfrentamiento con la delincuencia
. En ese sentido, el precedente de la Sala indica que las fuerzas militares y los cuerpos de seguridad del Estado se “encuentran expuestos en sus “actividades operativas, de inteligencia o, en general, de restauración y mantenimiento del orden público… conllevan la necesidad de afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre ellas el eventual enfrentamiento con la delincuencia de la más diversa índole o la utilización de armas”
.

66.4 Como consecuencia de lo anterior, se establece un régimen prestacional especial, que reconoce la circunstancia del particular riesgo a que se somete a todo aquel que ingresó voluntaria y profesionalmente
, a lo que se agrega que dicho régimen se encuentra ligado a la presencia de una vinculación o relación laboral para con la institución armada
. Esto llevará a que se active la denominada “indemnización a for-fait”
, lo que no excluye la posibilidad que pueda deducirse la responsabilidad y por tanto la obligación de reparar el daño causado
, si se demuestra que el daño fue causado por falla del servicio o por exposición de la víctima a un riesgo excepcional
. En reciente precedente de la Sala se reiteró que debe haberse sometido a los miembros de la fuerza pública “a asumir riesgos superiores a los que normalmente deben afrontar como consecuencia de las acciones u omisiones imputables al Estado”
. Precisamente, y siguiendo la misma jurisprudencia, la “asunción voluntaria de los riesgos propios de esas actividades modifica las condiciones en las cuales el Estado responde por los daños que éstos puedan llegar a sufrir”
.

66.5 Por el contrario, cuando se trata de personas que se encuentran prestando el servicio policial se afirma que no quedan sometidos a los riesgos inherentes a la actividad militar voluntariamente, “sino que corresponde al cumplimiento de los deberes que la Constitución impone a las personas, “derivados de los principios fundamentales de solidaridad y reciprocidad social”, para “defender la independencia nacional y las instituciones públicas”
.
66.6 De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala de Sub-sección, sentencias de 31 de agosto de 2011 [expediente 19195] y de 24 de octubre de 2013 [expediente 25981], y en aquella anterior de la Sección Tercera, frente a hechos similares
, cuando se trata de un ataque de un grupo armado insurgente en el que muere un agente de la Policía Nacional, debe considerarse ciertos elementos, los cuales permiten establecer si existe o no imputación de responsabilidad extracontractual al Estado por falla en el servicio. Cuando se trata de un ataque de un grupo armado insurgente a una Estación de la Policía Nacional en la que muere un agente, debe considerarse:
“Esta circunstancia demuestra cómo, los pocos agentes de la POLICIA NACIONAL que prestaban sus servicios en dicha localidad, tuvieron que enfrentar y resistir solos y durante mucho tiempo a un nutrido y bien armado grupo de guerrilleros, sin contar con el necesario apoyo de su propia institución como tampoco del Ejército, al cual también le cabe responsabilidad por los daños derivados de tal omisión pero que, sin embargo, no fue citado al presente proceso en representación de la Nación, como entidad demandada.

Observa la Sala que el caso que se analiza en el sub-lite, no es el único de su especie, pues han sido varios los eventos similares en los que se ha concluido la existencia de falla del servicio de la entidad demandada por la misma razón, es decir por abandono de los agentes de la POLICIA NACIONAL, destacados en distintos municipios que fueron objeto de fuertes ataques guerrilleros, sin recibir apoyo alguno por parte de la institución a la que pertenecían, a pesar de que el hecho era previsible y, sin embargo, no se tomaron medidas para brindar una pronta respuesta frente a tales incursiones subversivas, permitiendo con ello la causación de daños antijurídicos que los agentes no estaban en la obligación de soportar, al obligarlos a resistir durante horas, con escaso armamento y municiones, los embates de los grupos guerrilleros que se tomaban los municipios, los cuales quedaban a su entera disposición; al respecto, ha dicho la Sala: 

“Considera la Sala que en el caso concreto se incurrió en una falla del servicio porque a pesar de que la presencia de grupos subversivos en la región era ampliamente conocida por las autoridades militares, no se tomaron las medidas que ellos mismos habían diseñado para enfrentarlos. Así, aunque la evaluación citada en las pruebas se había realizado en el mismo mes en que se produjo el ataque, no se movilizaron grupos de antiguerrillera, ni se dotó la estación de Policía del municipio de Pasca de mejor armamento o mayor número de agentes preparados para enfrentar un combate de considerable magnitud.

Pero la mayor omisión atribuible a la entidad demandada, es la de no haberle brindado apoyo a los agentes que se hallaban en el municipio de Pasca, a pesar de que en la estación de Fusagasugá se tuvo conocimiento de la incursión guerrillera desde antes de su inicio y a pesar de que estos dos municipios, así como otras bases militares y de policía del departamento, incluida la capital, quedan muy cerca del sitio del enfrentamiento. 

Aunque, como lo ha reiterado la Sala, no es dable al juez evaluar las estrategias militares asumidas para establecer si fueron o no acertadas, lo cierto es que la omisión o retardo injustificado en prestar ayuda a seis hombres que se enfrentaban a más de cien no puede considerarse una estrategia militar sino un abandono. Se destaca que de acuerdo con los mismos informes de la Policía, se tuvo conocimiento de la inminencia del ataque a la población de Pasca desde antes de las 8:00 p.m., pero sólo hasta la 0:0 horas del día siguiente salieron a prestarle refuerzos a los agentes que se encontraban allí. 

La aparente ayuda prestada por el Ejército con el sobrevuelo del helicóptero del Ejército resultó inane, pues en nada contribuyó a la defensa de los agentes de la Policía.

En consecuencia, aunque la muerte de los agentes fue causada por terceros, no hay lugar a exonerar a la entidad demandada porque el hecho no era imprevisible ni se ejecutaron acciones tendientes a resistirlo. Por lo tanto, ésta deberá indemnizar los daños causados a los demandantes por haber incurrido en una falla del servicio, que contribuyó a la causación del daño.

Si bien los agentes de la Policía asumen los riesgos inherentes a su actividad y por lo tanto, deben soportar los daños que sufran como consecuencia del desarrollo de dicha actividad, su decisión tiene límites que no pueden llegar hasta el extremo de exigirles que asuman un comportamiento heroico, cuando de manera desproporcionada e irrazonable se los somete sin ninguna ayuda real a confrontar una situación de peligro que conducirá inexorablemente a lesionar su integridad física o la pérdida de su vida, como ocurrió en el caso concreto”
.

En otra ocasión, la Sala estudió las reclamaciones patrimoniales que se presentaron como consecuencia de los daños sufridos por los demandantes con ocasión de la toma del municipio de La Calera (Cundinamarca) por parte de la guerrilla, en circunstancias similares a las que se presentaron en el sub-lite, en donde la entidad demandada estaba plenamente informada de la posibilidad del ataque subversivo a las poblaciones del Departamento de Cundinamarca y cercanas a la capital, a pesar de lo cual, la toma se produjo sin obtener apoyo oportuno por parte de la misma
:

“El Consejo de Estado ha considerado tradicionalmente, con fundamento en algunos de los regímenes de responsabilidad desarrollados con anterioridad a la vigencia de la Constitución Política de 1991, que, en determinados eventos, la Administración Pública puede resultar responsable de los perjuicios antijurídicos que sufran los ciudadanos como consecuencia de atentados terroristas.

En efecto, si bien ha sido reiterada la jurisprudencia extranjera, y fundamentalmente la francesa y la española
, en el sentido de expresar que el Estado no asume responsabilidad patrimonial alguna por este tipo de actos -incluidos dentro de las denominadas operaciones de guerra-, esta Sala se ha apartado de aquéllas, al considerar, entre otras circunstancias, que, dados los aspectos concretos en que los mismos se producen, podrían resultar imputables a una acción u omisión de la Administración, lo cual bien puede consistir, como se alega en este caso, en una falla del servicio.

[…]
Así pues, cuando un atentado terrorista resulta previsible porque de las circunstancias especiales en que se desarrollen los hechos, las autoridades pueden tener conocimiento sobre un alto grado de probabilidad respecto de la ocurrencia del mismo, el Estado está en la obligación de prestar la protección que se requiere y, por lo tanto, el incumplimiento de este deber configura la falla del servicio.

Dado que la Sala estima que en este caso los hechos que se demandan pueden estar inmersos en el régimen de falla del servicio, es necesario precisar que este régimen de responsabilidad supone, para la prosperidad de las pretensiones de la demanda, la acreditación, por parte de los demandantes, de los elementos constitutivos de la responsabilidad de la Administración, esto es, la existencia de un elemento de imputación que permita atribuir el daño al Estado, por la omisión en el cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales, elementos que habrán de verificarse en el caso concreto.

[…] se pudo establecer que, efectivamente, las autoridades de la Fuerza Pública tenían amplio conocimiento de los niveles de inseguridad que se estaban presentando tanto en las zonas rurales como urbanas del municipio de La Calera desde el mes de febrero del año 1994 […], la información anterior fue ratificada por el Departamento de Policía de Cundinamarca mediante el oficio 010 del 24 de marzo de 1997, con el cual se remitieron al proceso 18 poligramas enviados en su momento a las estaciones de policía del Departamento de Cundinamarca durante todo el mes de julio de 1994, informando sobre la posible ocurrencia de atentados terroristas por parte de guerrilleros de las Farc en los municipios cercanos a Bogotá y ordenando, en virtud de la grave situación de orden público, que se reforzaran las medidas de seguridad. 

Nótese que de acuerdo con lo manifestado por la entonces Alcaldesa del municipio […], la estación de policía de La Calera contaba con tres agentes de policía para el 9 de febrero de 1994 y el 19 de julio siguiente se encontraban 6 policías. Así mismo, del informe rendido por el Departamento de Policía el 7 de marzo de 1997, se pudo establecer que esa dependencia tenía amplio conocimiento sobre la eventualidad e inminencia de la toma que para el mes de julio del año 1.994 pretendían llevar a cabo en el municipio de La Calera, razón por la cual se dispuso alertar a las unidades cercanas por medio de polígamas, difusiones y policlaves […].

De manera que a pesar de ser un hecho previsible no se adoptaron las medidas pertinentes para prevenir o para contrarrestar el ataque.

[…]
También se advierte, que a pesar de que se conocía claramente la intención guerrillera de efectuar una toma en el municipio y aún habiéndose reportado la información respecto de su ocurrencia, hacia las 9:00 p.m., en el sentido de que los subversivos estaban atacando esa localidad (…),la Fuerza Pública sólo llegó al municipio dos horas después de que se había iniciado el ataque y cuando ya los subversivos habían abandonado el lugar.

[…]
Se hace referencia a las diferentes formas de acceder al municipio de La Calera por vía terrestre, en cuanto resulta evidente que para repeler el ataque guerrillero, para apoyar a los pocos agentes existentes para ese entonces en dicho municipio y para auxiliar y proteger a la población civil afectada por esa cruenta e ilegal toma, las fuerzas del orden habían podido llegar por muy diversas rutas –como además lo exige la estrategia que debe observarse en relación con confrontaciones o actos de guerra, cuando se trata de hacerle frente a los ataques del enemigo-, máxime si se tiene presente que para esa época la Fuerza Pública había tenido noticia anticipada en relación con los planes que contemplaba la guerrilla para atacar diversos municipios del Departamento de Cundinamarca, lo cual obligaba a aquella a diseñar y a tener listos para activar diversos planes tanto de contención como de contingencia y reacción.

Por lo anterior no resultan de recibo, en modo alguno, que el Ejército haya tardado en llegar al municipio blanco del ataque guerrillero dos horas, para cuyo efecto habría de asumirse que ese es el tiempo que toma el desplazamiento terrestre desde las instalaciones del “Cantón Norte” en la ciudad de Bogotá, puesto que, ante la gravedad de los hechos sucedidos, acerca de cuya planeación y factible ocurrencia la Fuerza Pública tenía suficiente y anticipado conocimiento, lo menos que podía esperarse es que los planes de reacción inmediata que las fuerzas del orden hubieren diseñado y preparado para hacerle frente a cualquier ataque de ese estilo, también contemplaren, como resulta apenas obvio, la posibilidad de arribar a La Calera desde diversos puntos geográficos, contando para ello con las tropas y recursos que estuvieren acantonados en los municipios circunvecinos –como lo son Sopó y Guasca-, así como con aquellos refuerzos y apoyos que igualmente habrían podido disponerse para situaciones de emergencia –como la que aquí se examina-, provenientes de todos aquellos elementos humanos y materiales que, como es ampliamente conocido, permanentemente se destinan a la protección y custodia de la represa del Guavio, dada la condición estratégica que a la misma le corresponde a nivel nacional.

[…]
A lo anterior se adiciona el hecho de que un ataque guerrillero de la gravedad y la magnitud de aquel que dio lugar al ejercicio de la acción que ahora se decide en segunda instancia –acerca de cuyo planeamiento tuvo anticipada noticia la Fuerza Pública y oportuna comunicación recibió acerca de su concreción-, en modo alguno permite aceptar, de manera pacífica, que la vía terrestre sea la única forma que hubieren contemplado las fuerzas del orden para llegar a La Calera, puesto que igualmente conocido es que la República cuenta con múltiples y variados recursos para contrarrestar esa clase de hechos y brindar protección efectiva y oportuna a la población, por manera que en ese propósito debieron conjugarse y ponerse en marcha diversas formas de desplazamiento que aseguraran una presencia oportuna de las tropas en el sitio de los hechos, lo cual de ninguna manera podría limitarse a los elementos propios de infantería sino que, también debió disponerse de los elementos que integran la caballería (montada y mecánica) y aquellos que forman parte de la Fuerza Aérea, de tal suerte que al sitio de los acontecimientos se habría podido llegar en pocos minutos, contados a partir del recibo de la primera noticia del ataque, si para ello se hubieren puesto en ejecución operaciones militares y de policía a través de fuerzas helicotransportadas o con la intervención de aviones artillados, cuyo origen, en tales casos, bien habría podido tener lugar, según correspondiere, tanto en las propias instalaciones del mencionado “Cantón Norte”, como en aquellas otras de las cuales dispone el país para el efecto, como por ejemplo, para solo mencionar algunas: la base aérea de CATAM, ubicada en la misma ciudad de Bogotá; la base aérea de Madrid (Cundinamarca);  la base aérea de Melgar o incluso la base aérea de Apiay, en el Departamento del Meta.

Así pues, se tiene que el ataque guerrillero que se pretendía ejecutar en los municipios cercanos al Distrito Capital fue un hecho previsible para la Administración y que, por tanto, ésta debió adoptar un  plan de reacción inmediata para cuyo efecto debió acudir a todos los elementos tanto instrumentales como personales de la Fuerza Pública, esto es, de la Policía Nacional, del Ejército Nacional y de la Fuerza Aérea, de manera que hubiese sido posible acudir oportunamente al lugar de los hechos, bien por vía terrestre, bien por vía aérea o por ambas.

Así pues, a pesar de que la Fuerza Pública tuvo conocimiento previo de la intención subversiva, que posteriormente se materializó mediante los hechos a que se ha venido haciendo alusión, lo cierto es que sólo llegó a hacerle frente al ataque guerrillero después de dos (2:00) horas de haberse iniciado, para lo cual únicamente contempló y utilizó la vía terrestre, partiendo desde el Distrito Capital de Bogotá y sin que al parecer, para ello, se hubieren diseñado con suficiente anticipación planes efectivos y serios de contingencia o de reacción inmediata, respecto de cuya existencia ninguna mención se hizo, siquiera, dentro del proceso que aquí se falla, de lo cual se infiere que la parte demandada no sólo no adoptó las medidas necesarias e indispensables para evitar, disuadir o prevenir el ataque de manera efectiva –ex ante-, sino que, peor aun, nada realmente efectivo hizo para reducirlo, neutralizarlo o al menos contrarrestarlo –ex post- cuando ya tuvo conocimiento acerca de su realización”.

Las circunstancias que se presentaron en el caso que es objeto de decisión en el sub-lite, son muy similares a las relatadas en las anteriores jurisprudencias, pues se trató de la invasión guerrillera de un municipio del Departamento de Cundinamarca, que había sido prevista por las autoridades, quienes sin embargo no tomaron medidas suficientes para evitar tal ataque ni mucho menos para contrarrestarlo, una vez el mismo se presentó; y la entidad demandada, POLICIA NACIONAL, a pesar de haber sido oportunamente informada de que se estaba produciendo el ataque en el Municipio de Gachalá, dejó abandonados a los pocos agentes de Policía que prestaban sus servicios en el mismo y no acudió a brindarles apoyo para salvaguardar, no sólo el orden público alterado en el municipio, sino la vida misma y la integridad de los 7 miembros de la Policía allí destacados y de toda la población, amenazada por la arremetida guerrillera”
.
66.7 Luego de la anterior jurisprudencia, se pueden extraer unos elementos que permiten examinar las condiciones en las que cabe imputar la responsabilidad extracontractual al Estado en eventos en los que se produce un ataque por un grupo armado insurgente: i) enfrentar y resistir un ataque sin el apoyo de la institución, o de cualquier otro cuerpo y fuerza militar del Estado; ii) el ataque que lleve a cabo un grupo armado insurgente debe entenderse como un evento previsible, del que se pudo tener noticia o conocimiento de su inminencia, o del que se tenía elementos que advertían de una amenaza seria, sin que pueda dotarse de incidencia, que no de elemento de realidad fáctica, a las condiciones de orden público de la zona o área donde ocurren los hechos; iii) que ante el ataque, los policiales (o militares) deban afrontarlo con escasez de medios, esto es, de armamento, de capacidad de reacción o defensa, e incluso de limitaciones de infraestructura y logística de las instalaciones contra las cuales se dirige el ataque o incursión, por parte de un grupo armado insurgente, y; iv) que no se adopten las medidas precautorias y preventivas, de diferente naturaleza, como puede ser de inteligencia, de refuerzo, de aprovisionamiento o, de adecuación de las instalaciones.
67 Así mismo, debe la Sala considerar que los criterios anteriores son exigibles para formular el juicio de imputación desde la perspectiva de las garantías de los derechos de los ciudadano-policías, en el marco del conflicto armado interno.
7.3. Las garantías de los derechos de los ciudadanos-policías en el marco del conflicto armado interno.
68 Así como en su oportunidad la Sub-sección consideró las garantías de los derechos de los ciudadanos-soldados [como se encuentra establecido en las sentencias relacionadas con la toma de la Base Militar de las Delicias por un grupo armado insurgente, sentencias de 25 de mayo de 2011 expedientes 15832, 18075, 25212 acumulados, 18747, de 8 de junio de 2011, expediente 19772 ,19773 y de 18 de julio de 2012, expediente 19345], en esta ocasión cabe dar continuidad al reconocimiento de tales garantías en cabeza de los ciudadanos-policías. De acuerdo con la posición jurisprudencial decantada, la Sala ya reconoció tales garantías en la sentencia de 31 de agosto de 2011 [expediente 19195], por los hechos de la toma de la estación de la Policía Nacional de Barbacoas [Nariño], argumentándose:
“La Sala advierte que los hechos ocurridos en la Estación de Policía de Barbacoas, en el Departamento de Nariño, son producto o resultado del conflicto armado interno
 que el país viene sufriendo desde hace décadas, lo que hace exigible al Estado un deber positivo de protección no sólo respecto a los ciudadanos o población civil, sino también en relación con los propios miembros de la fuerza pública, y especialmente con aquellos que cumpliendo el deber constitucional de prestar el servicio militar obligatorio ostentan la calidad de ciudadanos-soldados.

Dicho deber positivo (u objetivo) de protección que está en cabeza del Estado se hace exigible imperativamente si se quiere corresponderse con el respeto de las reglas de derecho internacional humanitario, en especial con lo establecido en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra, el cual reza:

“En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones:

Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o cualquier otro criterio análogo.


A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas:

a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios” [subrayado fuera de texto].

68.1 El reconocimiento de las garantías y derechos a los miembros de la Policía Nacional, tiene sustento convencionalmente en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, que no tiene otro objeto que la afirmación del principio de humanidad, que es inherente al respeto de la dignidad de toda persona. En la jurisprudencia constitucional se argumenta:

“Según la Corte Internacional de Justicia, el artículo 3 común es uno de los principios generales fundamentales del derecho humanitario
, y las reglas que lo componen reflejan lo que se denominó en la sentencia de 1949 sobre el Estrecho de Corfú como “consideraciones elementales de humanidad”
. En la Opinión Consultiva de 1996 sobre las armas nucleares, la Corte Internacional de Justicia enfatizó que la naturaleza humanitaria de las reglas plasmadas en el Artículo 3 común subyace a la totalidad del derecho internacional humanitario y se aplica a todo tipo de conflictos y de armas: “El carácter intrínsecamente humanitario de los principios legales en cuestión (…) permea la totalidad del derecho del conflicto armado, y se aplica a todas las formas de guerra y a todo tipo de armas, las del pasado, las del presente y las del futuro”
. El carácter imperativo del principio humanitario subyacente al Artículo 3 Común y a los instrumentos universales y regionales de derechos humanos ha sido resaltado también por el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, al indicar que “las disposiciones del Artículo 3 Común y de los instrumentos universales y regionales de derechos humanos comparten un núcleo común de estándares fundamentales que son aplicables en todo tiempo, en todas las circunstancias y a todas las partes, y de los cuales no se permite ninguna derogación”
. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la obligación de cumplir con el artículo 3 común de los convenios de Ginebra es una obligación de carácter absoluto, que no está sujeta a reciprocidad
. El Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia también ha señalado que la obligación esencial impuesta a las partes de un conflicto armado internacional o interno por el Artículo 3 Común–cuyo carácter consuetudinario es indudable- es la de cumplir ciertos estándares humanitarios fundamentales, mediante “la aplicación de las reglas de humanidad reconocidas como esenciales por las naciones civilizadas”
 y el establecimiento de un nivel mínimo de protección para las personas que no toman parte activa en las hostilidades
; todo lo cual contribuye a que el Artículo 3 común sea en sí mismo una fuente autónoma y consuetudinaria de responsabilidad penal individual
.

Según ha explicado el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, el propósito mismo del Artículo 3 común es el de reivindicar y proteger la dignidad humana inherente al individuo; por ello, el listado de posibles contravenciones de ese principio de dignidad es una mera enunciación, no taxativa, de formas particularmente graves de maltrato que son fundamentalmente incompatibles con el principio subyacente de trato humano
. Según han precisado tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, las garantías mínimas establecidas en el artículo 3 común se aplican, en el contexto de los conflictos armados internos, a quienes no toman parte directa o activa en las hostilidades, incluida la población civil y las personas puestas fuera de combate por rendición, captura u otras causas
.
Como se mencionó en apartados anteriores, el carácter consuetudinario de las normas básicas de las Convenciones de Ginebra de 1949, concretamente los artículos comunes 1 y 3, ha sido confirmado por distintos tribunales internacionales; entre otras, por la Corte Internacional de Justicia en el caso de las Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua, en el cual las clasificó como “los principios generales fundamentales del derecho humanitario”
.
68.2 Sin duda, el deber positivo que el Estado tiene con los ciudadanos-policías, o con los miembros de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado se extrema en condiciones específicas de conflicto armado interno y, específicamente, cuando ocurren hechos como los sucedidos en la estación de la Policía Nacional del municipio de Prado [Tolima], en los que se producen flagrantes violaciones al derecho a la vida y a la integridad personal. Se exige no sólo el respeto de los derechos consagrados constitucionalmente [reconocido como quedó que el ciudadano-policía no renuncia a estos], sino que también convencionalmente deben acatarse las reglas del derecho internacional humanitario [como la señalada], de forma tal que se hagan eficaces tales derechos, y como corolario del respeto a las reglas inherentes a tal sistema normativo, tratándose de un:
“[…] imperativo para la efectiva protección de los derechos y garantías consagrados en la Carta, a la vez que constituye un presupuesto para la realización de la dignidad de los individuos que son afectados por el conflicto armado. Estos elementos cobran especial relevancia en la situación actual del país, que exige un reforzamiento de los procedimientos que estén dirigidos a la salvaguarda de la población civil.

El carácter prevalente del derecho internacional humanitario impide que pueda ser desconocido a través de las medidas de estado de excepción.  Es evidente que al pertenecer el derecho de los conflictos armados al ámbito del derecho internacional general, su preceptiva adquiere la misma función que los derechos intangibles a los que se hizo referencia al analizar los artículos 4 del Pacto Internacional y 27 de la Convención Americana, lo que a su vez es reforzado por la obligación de cumplir con los compromisos que el Estado colombiano ha suscrito en virtud de la ratificación y aprobación de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales”.

68.3 Es precisamente la salvaguardia del derecho a la vida y a la integridad personal un mandato positivo [objetivo] del Estado, que tiene su sustento no sólo en nuestra Carta Política, sino que encuentra fundamento convencionalmente [invocando la cláusula del bloque de constitucionalidad del artículo 93 de la Constitución] en los artículos 1.1, 2, 4, 5 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y en el derecho internacional humanitario, donde la premisa indica que “el derecho a no ser arbitrariamente privado de la vida se aplica también durante las hostilidades”
, lo que comprende las situaciones de conflicto armado interno como en el que se encuentra el país. En ese sentido, es sustancial reivindicar el principio de integración normativo que se exige cuando se encuentran comprometida la vulneración de los derechos humanos de las personas, bien sea con ocasión de la acción del Estado, o de un sujeto privado, o derivado de conflictos armados [internacionales o no internacionales].

68.4 Precisamente, la situación de conflicto armado interno, en la que se encuentra el país desde hace décadas, exige del Estado corresponderse con mayor rigor con su deber positivo de protección de los derechos de todos los ciudadanos [sin discriminar por su condición, ni por su posición en el Estado o en la sociedad], en especial de aquellos que participan en el mismo, ya que no sólo se debe responder a las garantías constitucionales y supraconstitucionales, sino corresponderse con el necesario reconocimiento del valor intrínseco del ser humano, sin importar su condición o posición, ya que en el fondo se procura la tutela efectiva de su dignidad, y no se puede simplemente asumir la pérdida de vidas humanas o las lesiones de los miembros de los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado (como aquellos miembros de la Policía Nacional), en especial de aquellos que prestan el servicio de policía, como un riesgo asumible por parte de nuestra sociedad para tratar de solucionar la problemática violenta de los grupos armados insurgentes. En cuanto a esto, el fiscal británico en los juicios de Nuremberg señaló:

“La muerte de los combatientes es justificable […] únicamente cuando la propia guerra es legal. Pero cuando la guerra es ilegal […], no hay nada que justifique las muertes y esos asesinatos no pueden distinguirse de aquellos que cometen el resto de las bandas de salteadores al margen de la ley”
.

68.5 A lo que cabe agregar,
“Por lo que respecta a la dirección de las hostilidades, no debe considerarse permitido causar <<ningún perjuicio que no tienda materialmente al fin (de la victoria), ni ningún perjuicio cuyo carácter de medio conducente al fin sea leve en comparación con la entidad del perjuicio>>
. Lo que aquí se prohíbe es el daño excesivo. Hay dos criterios propuestos para determinar el exceso. El primero es el de la victoria misma o el de lo habitualmente recibe el nombre de necesidad militar. El segundo depende de cierta noción de proporcionalidad: hemos de valorar <<el perjuicio causado>>, lo que, presumiblemente, no sólo se refiere al daño inmediatamente producido a los individuos, sino también a cualquier ofensa infligida a los intereses permanentes de la humanidad, y valorarlo por contraposición que aporta el perjuicio respecto al fin de la victoria.

Así expuesto, no obstante, el argumento estipula que los intereses de los individuos y los de la humanidad tienen menor valor que la victoria que se está buscando. Es probable que cualquier acto de fuerza que contribuya de modo significativo al objetivo de ganar la guerra sea considerado permisible; también es probable que cualquier mando militar que exponga aquello a lo que <<conduce>> el ataque que está planeando encuentre apoyo para realizarlo. Una vez más, la proporcionalidad se revela como un criterio  difícil de aplicar, ya que no existe ninguna forma rápida de establecer un punto de vista independiente o estable respecto a los valores que deban actuar como contraste para medir la destrucción la guerra. Nuestros juicios morales (si Sidgwick tiene razón) descansan sobre consideraciones puramente militares y rara vez podrán sostenerse frente a un análisis de las condiciones imperantes en la batalla o de las estrategias de campaña que pueda realizar un profesional cualificado.

[…]
Aparentemente, Sidgwick creía que, tan pronto como aceptamos no emitir ningún juicio sobre la utilidad relativa de los diferentes resultados, esta conclusión resulta inevitable porque en ese caso debemos conceder que los soldados están autorizados a intentar ganar las guerras en las que tienen derecho a combatir.

[…]
Si se pusiera efectivamente en práctica, eliminaría buena parte de la crueldad de la guerra, ya que, respecto a la muerte de muchas de las personas que sucumben en el transcurso de una guerra, ya sean civiles o militares, debe decirse que no es una muerte que se haya producido porque <<tienda materialmente al fin (de la victoria)>> y que la contribución que dichas muertes representan respecto a ese fin es en realidad <<leve>>. Esas muertes no son más que la consecuencia inevitable de poner armas mortales en manos de soldados carentes de disciplina, el resultado de confiar hombres armados al criterio de generales fanáticos o estúpidos. Toda historia militar es un relato de violencia y destrucción desprovisto de cualquier relación con las exigencias del combate: por un lado, masacres y, por otro, batallas ruinosas y mal planeadas que sólo son un poco mejores que las masacres”
 [subrayado fuera de texto].

68.6 Desde nuestra propia realidad, la jurisprudencia constitucional argumenta:

“Esta reflexión es aquí de especial importancia en cuanto la realidad colombiana ha estado ligada a una reiterada y grave alteración del orden público. A nadie escapan las incidencias del conflicto armado que aqueja al país desde hace décadas. Ese conflicto ha implicado un alto costo humano, social, económico y político; ha condicionado la convivencia de los colombianos en ya varias generaciones; ha implicado retos institucionales; para atenderlo se han formulado y reformulado las agendas públicas; se ha diseñado y rediseñado buena parte de la normatividad legal; etc.

[…]
De este modo, en manera alguna se trata de hechos sobrevinientes pues todas ellas son situaciones que de tiempo atrás afectan a la sociedad colombiana. No obstante, no puede perderse de vista que a pesar de tratarse de hechos arraigados en la historia del conflicto armado que afronta el país, las dimensiones que esos comportamientos adquirieron últimamente, fundamentalmente tras la ruptura del proceso de paz, les dan unas implicaciones completamente diferentes. Es cierto, todas esas modalidades delictivas tienen un profundo contenido de lesividad y plantean un palmario desconocimiento de los valores mínimos que posibilitan la pacífica convivencia. Pero, no obstante ese contenido de antijuridicidad, esas conductas pueden redefinirse por sus autores a partir de una nueva dimensión que los lleva a alentarse de unos nuevos propósitos, a modificar sustancialmente las circunstancias de su comisión y, en consecuencia, a generar unas implicaciones que en el anterior marco eran inconcebibles”
.

68.7 A lo que cabe agregar que al ciudadano-policía le es aplicable la Convención Americana de Derechos Humanos y generarse la responsabilidad del Estado por atribución a éste de actos violatorios de derechos humanos cometidos por terceros o particulares, en el marco de las obligaciones del Estado de garantizar el respeto de esos derechos entre individuos
. En este sentido, la Corte Interamericana ha considerado que:
“Dicha responsabilidad internacional puede generarse también por actos de particulares en principio no atribuibles al Estado. [Las obligaciones erga omnes de respetar y hacer respetar las normas de protección, a cargo de los Estados Partes en la Convención,] proyectan sus efectos más allá de la relación entre sus agentes y las personas sometidas a su jurisdicción, pues se manifiestan también en la obligación positiva del Estado de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los derechos humanos en las relaciones inter-individuales. La atribución de responsabilidad al Estado por actos de particulares puede darse en casos en que el Estado incumple, por acción u omisión de sus agentes cuando se encuentren en posición de garantes, esas obligaciones erga omnes contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención”
.

68.8 Igualmente en su opinión consultiva sobre Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, la Corte señaló que “[…] se debe tener en cuenta que existe una obligación de respeto de los derechos humanos entre particulares.  Esto es, de la obligación positiva de asegurar la efectividad de los derechos humanos protegidos, que existe en cabeza de los Estados, se derivan efectos en relación con terceros (erga omnes).  Dicha obligación ha sido desarrollada por la doctrina jurídica y, particularmente, por la teoría del Drittwirkung, según la cual los derechos fundamentales deben ser respetados tanto por los poderes públicos como por los particulares en relación con otros particulares”
.
68.9 Ahora bien, merece especial mención que el deber de prevención por parte del Estado, abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la protección eficaz de los derechos humanos y que aseguren que su eventual vulneración sea efectivamente considerada y tratada como un hecho ilícito susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales
, que actuando puedan producir violaciones a los derechos humanos, sin que el Estado se haya correspondido con su ineludible obligación positiva. Dicha obligación comprende el deber de atender el conflicto armado interno aplicando medidas de precaución [anticipación del riesgo] y de prevención, especialmente respecto al despliegue de su propia fuerza militar y de los miembros que la componen, con especial énfasis para el caso de aquellos que prestan el servicio militar obligatorio, de tal manera que los derechos humanos que le son inherentes sean efectiva, eficaz y adecuadamente protegidos.

68.10 No se trata de hacer radicar en el Estado una responsabilidad ilimitada frente a cualquier acto o hecho de los particulares (hecho de un tercero), pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo que es achacable directamente al Estado como garante principal. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones de garantía
.

68.11 Los derechos a la vida y a la integridad personal revisten un carácter esencial en la Convención Americana de Derechos Humanos y conforme al artículo 27.2 forman parte del núcleo inderogable de derechos que no pueden ser suspendidos en casos de guerra, peligro público u otras amenazas. No basta que los Estados se abstengan de violar estos derechos, sino que deben adoptar medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre
. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones necesarias para evitar la vulneración del derecho a la vida, lo que no se produjo con ocasión de la toma de la estación de la Policía Nacional en el municipio de Prado [Tolima].

68.12 La observancia del artículo 4, en conjunción con los artículos 1.1 y 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos [incorporada a la nuestro ordenamiento jurídico por la Ley 16 de 1972], no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente, sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida, conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción
 [incluidos los ciudadanos-policías].

68.13 Las obligaciones asumidas por los Estados miembros en relación con la protección del derecho a la vida en la implementación de la política pública sobre seguridad ciudadana, pueden incumplirse especialmente en dos tipos de situaciones: (1) cuando el Estado no adopta las medidas de protección eficaces frente a las acciones de particulares que pueden amenazar o vulnerar el derecho a la vida de las personas que habitan en su territorio; y (2) cuando sus fuerzas de seguridad utilizan la fuerza letal fuera de los parámetros internacionalmente reconocidos (en el caso de la toma de la estación de la Policía Nacional de Prado –Tolima-, cabe encuadrar en el primer supuesto].
68.14 Para que tenga lugar el incumplimiento de la primera situación es  necesario que las autoridades hubieran tenido conocimiento, o debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real e inmediato para la vida de un individuo identificado o de algunos individuos respecto de actos criminales de terceros, y que tales autoridades no tomaron las medidas dentro del alcance de sus poderes que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para evitarlo.

68.15 Los miembros de la fuerza pública y de policía gozan de pleno reconocimiento como ciudadanos y como tales deben recibir del Estado la efectivización de sus derechos. El asumir un riesgo inherente a la profesión  que ejercen no los excluye de su calidad de ciudadanos y mucho menos del respeto por sus derechos fundamentales, por lo cual se espera que el estado garantice en el desempeño de las labores de los miembros de estas instituciones las garantías y medidas necesarias para la no vulneración de los mismos. En el entendido, que si bien el personal que hace parte de las fuerzas armadas y de policía se encuentra en constante exposición de riesgo, el Estado como garante de sus derechos debe proveer las debidas condiciones  o requisitos mínimos que permitan el ejercicio de los mismos aun en medio del conflicto armado interno y bajo las limitantes del mismo.

68.16 Es decir no se puede pregonar que con fundamento en el deber de soportar un riesgo debido a las calidades propias del servicio se vulnere el derecho a la vida bajo el desamparo total del estado. Al no poner en marcha el mas mínimo interés de protección al ciudadano-policía, aun cuando se tiene conocimiento de su posible vulneración aduciendo que existe de plano un riesgo propio de la actividad. Pues si bien este existe el funcionario no esta  condicionado a soportar una extralimitación de ese riesgo generado por la falta de diligencia de las entidades demandadas. Las cuales a su vez desconocen los derechos fundamentales de los miembros de la policía al no salvaguardar diligentemente  la vida de sus funcionarios.

69 La Sala resalta que la afirmación de los presupuestos de la responsabilidad por los daños antijurídicos padecidos por un miembro de la Policía Nacional y el reconocimiento como ciudadano-policía a Saúl Gómez Barrero, no pretende la afirmación de una clausula general de responsabilidad, desde el ámbito jurídico de la imputación, sino que debe atenderse, también, a la realidad material [fáctica] en cada caso, y al análisis, en dicha dimensión, de la eximente que se proyecta en este tipo de eventos, como la del hecho del tercero que se estudia, a continuación, en términos generales.
7.4. El hecho de un tercero con ocasión de ataques, incursiones o tomas realizadas por grupos armados insurgentes no exime de responsabilidad al Estado.

70 En los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima] encuentra la Sala la participación del grupo armado insurgente FARC, que entró en confrontación con la Policía Nacional en el casco urbano de la mencionada localidad.
71 La Sala de Sub-sección C ya ha tenido la oportunidad en varias ocasiones de estudiar este tipo de casos
, los cuales tienen un elemento fáctico uniforme: se trata de un ataque o incursión de un grupo armado insurgente a una población
, dirigido contra instalaciones de la Policía Nacional, el Ejército Nacional, entidades o centros de comunicaciones públicas, entidades financieras públicas o privadas y contra la población civil en general [personas y bienes muebles e inmuebles].

71.1 Al respecto, cabe señalar que en la dilatada jurisprudencia de la Corporación se ha abordado la responsabilidad del Estado con ocasión de actos de grupos armados a partir de tres criterios de imputación, a saber: falla en el servicio, riesgo excepcional y el daño especial, según la determinación fáctica de cada caso y la atribución jurídica que proceda.

71.2 Se destaca que el hecho del tercero debe estar revestido de cualidades como que sea i) imprevisible, ii) irresistible y iii) ajeno a la entidad demandada. Es acertado que algunas decisiones sostengan que no se requiere que el hecho del tercero sea culposo para que proceda como eximente, y por otra parte, se tiene como exigencia que la causa [la actuación del tercero] sea adecuada. También se indica que corresponde a la entidad demandada probar los elementos constitutivos de este eximente de responsabilidad.

71.3 La problemática que plantea el hecho del tercero radica en su análisis desde la óptica de la causalidad, o bien en el marco de la tendencia moderna de imputación objetiva, o en la construcción de los deberes positivos del Estado. Sin embargo, se ha intentado reducir la discusión a la determinación de las condiciones para que el hecho del tercero opere, y si cabe exigir que se reúnan las mismas condiciones que para la fuerza mayor. Esto resulta equivocado, ya que sería valorar el hecho del tercero desde la perspectiva propia al debate de la causalidad, de la determinación de si causalmente como eximente tiene la entidad para producir la ruptura de la “superada” relación de causalidad, cuyo lugar en el juicio de imputación que se elabora en la actualidad está en el ámbito fáctico de la imputabilidad del Estado.

71.4 Pero, ¿cómo superar el tratamiento causalista del hecho del tercero? En primer lugar, debe decirse que fruto de la constitucionalización de la responsabilidad extracontractual del Estado, la concepción del hecho del tercero como eximente no debe convertirse en elemento que no permita hacer viable el contenido del artículo 90 de la Carta Política, sino que debe advertirse que en la situación en la que se encuentra Colombia, de conflicto armado interno, no puede entronizarse como supuesto eximente el hecho del tercero, ya sea ligado a los presupuestos [equivocados] de la fuerza mayor [imprevisibilidad e irresistibilidad], o a la naturaleza de la actividad, o la relación del sujeto que realiza el hecho dañoso, sino que debe admitirse, o por lo menos plantearse la discusión, de si cabe imputar, fáctica y jurídicamente, al Estado aquellos hechos en los que contribuyendo el hecho del tercero a la producción del daño antijurídico, se logra establecer que aquel no respondió a los deberes normativos, a los deberes positivos de protección, promoción y procura de los derechos de los administrados, y de precaución y prevención de las acciones de aquellos que encontrándose al margen de la ley buscan desestabilizar el orden democrático y, poner en cuestión la legitimidad de las instituciones.

71.5 Las anteriores premisas derivan en las siguientes cuestiones: a. El Estado no es un asegurador universal, simplemente obedece a unas obligaciones que se desprenden del modelo de Estado Social y Democrático de Derecho que exige ya no sólo la garantía de los derechos y libertades, sino su protección eficaz, efectiva y la procura de una tutela encaminada a cerrar la brecha de las debilidades del Estado, más cuando se encuentra en una situación singular como la de Colombia de conflicto armado interno, que representan en muchas ocasiones violaciones sistemáticas, o la aceptación de las mismas por parte de actores que no haciendo parte del Estado, no dejan de ser ajenos a la problemática de la responsabilidad extracontractual del Estado. b. De acuerdo con la idea del “tercero” en el marco de un conflicto armado interno, no hay duda que no se requiere que haya un acuerdo o una “connivencia” entre el Estado y los terceros que producen violaciones sistemáticas a los derechos humanos.

71.6 En este sentido, la concepción del hecho del tercero debe superar como hipótesis la necesidad de determinar un vínculo material u orgánico para que pueda atribuirse la responsabilidad, ya que lo sustancial es el rol que juega la administración pública, su “posición de garante de vigilancia”, de la que derivan todos los deberes de actor llamado de evitar, a ofrecer la protección debida a corresponderse con los deberes positivos, y que implica que debe actuar frente a situaciones que amenacen o puedan desencadenar un daño como consecuencia de las acciones de terceros, sino que sea admisible permitir que opere como cláusula de cierre de la eximente que se trate de actos indiscriminados, o que deba contarse con la verificación de la misma amenaza, sino que es el Estado el llamado a ejercer una intervención mucho más profunda ante fenómenos de violencia, o de insurgencia que tiene plenamente definidos. c. Debe tenerse en cuenta, también, que el “Estado será responsable de los actos de particulares si los órganos del Estado hubieran podido actuar para prevenir o reprimir el comportamiento de éstos, o si existiese una relación de hecho específica entre la persona o entidad que observó el comportamiento y el Estado”
.

71.7 Se reitera, además, que las obligaciones de prevención se conciben por lo general como obligaciones de realizar los máximos esfuerzos, es decir, que obligan a los Estados a adoptar todas las medidas razonables o necesarias para evitar que se produzca un acontecimiento determinado, aunque sin garantizar que el acontecimiento no vaya a producirse, la violación de una obligación de prevención puede ser un hecho ilícito de carácter continuo.

71.8 Generalmente se trata de casos en los que el Estado complementa su propia acción contratando o instigando a personas privadas o a grupos que actúen como auxiliares, pero sin pertenecer a la estructura oficial del Estado
.

71.9 El hecho del tercero no es una causal que permita al juez crear una regla general como máxima, sino que, por el contrario, lo invita a analizar, teniendo en cuenta las especiales condiciones del Estado colombiano, cuándo, en qué medida, y bajo qué proporcionalidad el Estado estaría llamado a responder, o con otras palabras, le sería atribuible (fáctica y jurídicamente) un daño antijurídico producido por un tercero, sin acudir a verificar los vínculos o relaciones de este con la administración pública, sino a partir de la exigencia máxima de la tutela de la víctima como premisa de la responsabilidad extracontractual del Estado en la visión moderna y humanista.

71.10 Sin duda, el tratamiento que se pueda dar la hecho del tercero en la visión propia a los tiempos que corren, no permite que sigamos anclados en el modelo clásico causalista, y nos centremos en la vocación que el instituto de la responsabilidad debe atender: herramienta complementaria para tutela de los derechos de los administrados, especialmente de los derechos humanos; factor de convivencia y del logro de la paz, y; instrumento que permita la aplicación de una justicia redistributiva donde sea el principio de solidaridad el que opere, no la visión individualista propia a los orígenes del mismo instituto.

71.11 El hecho del tercero debe convertirse en una excepción a la regla general de la primacía de la víctima en la determinación de la responsabilidad extracontractual del Estado, como criterio garantístico, finalístico y principal para dotar al Estado de una herramienta con vocación preventiva, no simplemente como verificación de hechos que sistemáticamente se producen y no tienen eco en la actividad del Estado para procurar tratarlos, superarlos y, así alcanzar la reconciliación nacional.

72 Expuestos todos los anteriores fundamentos en los que se apoya la Sala, debe examinarse, como objeto de la impugnación de la parte actora, si el daño antijurídico ocasionado con la muerte violenta del agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero, en los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima] es imputable [fáctica y jurídicamente] a las entidades demandadas, sin que haya operado la causal eximente de responsabilidad del hecho del tercero.

73 Examinados los fundamentos en los que puede apoyarse el juicio de imputación, y determinado que en el ámbito fáctico no operó la eximente del hecho del tercero para el caso en concreto, la Sala procede a realizar dicho juicio para el caso en concreto.
7.5. La imputación en el caso concreto.

74 En el presente caso la Sala encuentra demostrado que el 16 de noviembre de 1999 se produjo un ataque o incursión del grupo armado insurgente FARC al municipio de Prado [Tolima]. En cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos en que se ocasionaron los daños antijurídicos, esto es, la muerte del agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero [cuya calidad de miembro de la institución policial y su asignación a la estación de la Policía Nacional en el municipio de Prado –Tolima- quedó acreditada con el Extracto de la hoja de vida del agente Saúl Barrero Gómez, de 24 de noviembre de 2003 [fl.74 c pruebas demandante], en el que se informó: a) fue dado de alta como agente alumno de la Policía Nacional el 12 de agosto de 1991, mediante Resolución 559 de 1991; b) retirado del servicio el 17 de noviembre de 1999, mediante la Resolución 4256 de 1999, con el grado de agente; c) estuvo un tiempo tal de servicio de ocho [8] años, cuatro [4] meses y diecisiete [17] días; d) La causa de su retiro fue “MUERTE EN SERVICIO ACTIVO”; y, e) la última unidad donde laboró fue en el Departamento de Policía del Tolima -fl.74 c pruebas demandante, subrayado fuera de texto-], se cuenta con los siguientes medios probatorios, respecto de los cuales se procede a hacer su estudio y análisis sistemático:

74.1 Circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que ocurrieron los hechos. Se cuenta con el Informe Administrativo por muerte del agente Saúl Gómez Barrero, número 014/99 [R.193], de 29 de noviembre de 1999, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fls.22 y 23 c1], según el cual:
“[…] Los ocurridos el día 161199, siendo aproximadamente las 22:00 horas, la Estación [sic] de Policía Prado Tolima, fue objeto de una incursión subversiva por parte de varios frentes de las FARC, que simultaneamente [sic] atacaban otros Municipios [sic], utilizando por parte de los bandoleros diferentes tipos de armamento pesado, Cilindros [sic], Rookes [sic], Granadas [sic], Dinamita [sic], Explosivos [sic], Morteros [sic], el personal que se encontraba en las instalaciones respondió el ataque inicialmente con los medios disponibles en el momento con los cuales fueron dotados, pero por el volumen de destrucción del enemigo y la cantidad de hombres terminaron por asesinar frente al parque principal a cuatro uniformados, mientras que dos cadaveres [sic] más quedaron en las inmediaciones del cuartel, los delincuentes seguidamente destruyeron las entidades Bancarias [sic], Viviendas [sic], saqueo a negocios comerciales, como podemos observar para la fecha de autos se presentó una toma subversiva a la Población [sic] de Prado Tolima, la cual arrojó el resultado conocido por todos, durante la investigación se pudo comprobar que efectivamente el Extinto [sic] Agente [sic] GOMEZ BARRERO SAUL era integrante de la unidad asaltada y combatio [sic] contra los fascinerosos resultando desafortunadamente fusilado en el parque principal en forma inhumana y degradante, por todo lo anterior, las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se produjo su muerte se causó por acción del enemigo y en combate.

[…]

[…] las circunstancias que originaron la muerte del Agente [sic] GOMEZ BARRERO SAUL SUCEDIÓ EN ACTOS ESPECIALES Y MERITORIOS DEL SERVICIO, EN COMBATE O COMO CONSECUENCIA DE LA ACCION DEL ENEMIGO, EN TAREAS DE MANTENIMIENTO Y RESTABLECIMIENTO DEL ORDEN PUBLICO, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 1213/90, Capítulo [sic] IV, Artículo [sic] 123, del Régimen Prestacional de Agentes de la Policía Nacional” [fls.22 y 23 c1].

Los anteriores hechos se corroboran, inicialmente, con el Oficio número 0787/TDPUR, de 23 de noviembre de 1999, del Comandante del Distrito Cuatro de la Policía de Purificación, contentivo del “informe inicial de las novedades ocurridas el día 16 al amanecer el 17 de Noviembre [sic] de 1.999, cuando un grupo de guerrilleros incursionaron al Municipio [sic] de Dolores Tolima, donde atacaron a las instalaciones Policiales [sic], edificio Banco Cafetero y viviendas varias, las cuales quedaron destruidas o semidestruidas [sic] otras […] En concideración [sic] a que las instalaciones fueron parcialmente destruidas, se presentaron saqueos indiscriminados por parte de la subversión y de la ciudadanía, no siendo posible establecer la ubicación de los equipos de comunicaciones de esa unidad Policial [sic] […] El señor Comandante de Estación [sic] a la fecha no ha hecho llegar al Comando del Distrito copia de la denuncia sobre los hechos ocurridos a las autoridades competentes” [fls.4 a 6 c pruebas demandado].

A su vez, se puede constatar y precisar acerca de los hechos con el Oficio número 0180/EST-R-ALP, de 20 de noviembre de 1999, de los patrulleros Ariel Ramírez Guzmán y Carlos Arby Crucerira Aguirre [fls.7 y 8 c pruebas demandado], con el que informaron a la Fiscal 46 Local de Alpujarra [Tolima]:

“[…] la Arada, para día Marte [sic] 16 dieciseis [sic] de Noviembre [sic] de mil novecientos noventa y nueve, a eso de las 22-10 horas, cuando subversivos pertenecientes a las FARC-EP, incursionaron al caserío atacando con armamento de largo alcance (Fusiles –sic-, granadas, roquet –sic-, cilindros, bombas), la Estación [sic] de Policía y las viviendas y locales aledaños, como Telecom […] Es de anotar que la Policía acantonada en el lugar repelió el ataque durante toda la noche hasta que los fasinerosos [sic] nos sometieron por ser superiores en cantidad y armamento, ya que eran [sic] aproximadamente unos cien hombres, los cuales portaban uniformes de uso privativo de las Fuerzas Militares y de Policía, como tambien [sic] portaban armas modernas y sofisticadas como R-15, Fusil [sic], AK 47 – fusil lanzagranadas M-203 y lanza granadas MGL y dos M-60 o ametralladoras de combate, los arriba mencionados atacaron la Estación [sic] con un poderío Militar [sic] de grandes magnitudes lo cual permitió que despues [sic] de sendos combates los Policías [sic] que se encontraban en la Estación [sic] se entregaran ya que las bombas, los cilindros y la perdida total de la munición que a esa hora ya se habia [sic] agotado o sea a las 07-30 horas del día Miércoles [sic] 17 de Noviembre [sic] de mil novecientos noventa y nueve, lo cual no hicimos nosotros ya nos escapamos y nos refugiamos donde no nos localizaron. Como resultado de dicha incursión, SECUESTRARON a los Patrulleros [sic] de la Policía Nacional […] La destrucción parcial de la edificación de la Estación [sic] de Policía, la cual fue afectada por la parte trasera por las explosiones […]” [fls.7 y 8 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Los anteriores elementos fácticos quedan constatados, y en cierta medida se precisan y complementan otros, con el Oficio de 19 de noviembre de 1999, del Comandante [e] de la estación rural de Prado del Departamento de Policía del Tolima [fls.12 a 15 c pruebas demandado], con el que se informó a cerca de los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999:

“[…] A las 19:40 horas del mencionado día el señor Capitán FEDERICO QUINTERO MONTOYA, Comandante del Distrito de Policía número 4, se comunicó por vía telefónica con el Agente [sic] FELIX ANTONIO VARON GARCIA, dejandome [sic] la orden que tuviera todo el personal disponible en la Estación [sic] ya que se tenía informaciones sobre una posible toma guerrillera al municipio de Dolores. Una vez informado procedí a citar al personal que se encontraba en sus residencias, reuniendonos [sic] en su totalidad a las 20:15 horas atentos con todo el material de guerra asignado.

A las 21:00 horas nos enteramos por radio de la toma del municipio de Villarrica. Veinte minutos despues [sic] de la toma de La Arada y minutos despues [sic] del ataque a la Estación [sic] de Dolores.

Antes de las 22:00 horas el Agente [sic] VARON GARCIA me informa de la llegada a Prado de tres camiones llenos con personal de subversivos, por lo cual los Agentes [sic] GOMEZ BARRERO SAUL y GONZALEZ JONNY ALFREDO salen a la esquina y a su regreso casi inmediato dan a conocer de la presencia de un grueso número de guerrilleros por la parte trasera de la Estación [sic] y otros frente al Banco Agrario. A las 22:00 horas se inicia un fuerte ataque contra la Estación [sic], utilizando por parte de los subversivos diferente tipo de armamento pesado, ataque al que se respondió por parte de los Policiales [sic]. Pasado 15 minutos se hace un alto al fuego por parte de los atacantes, iniciandolo [sic] nuevamente a los tres minutos ya con explosiones de granadas, morteros y otros. Desde la Estación [sic] escuchabamos [sic] explosiones provenientes del Banco Agrario.

Aproximadamente a la 01:00 se escucha una fuerte detonación por la parte trasera de la Estación [sic] seguida de rafagasos [sic] y el quejido [sic] del Agente [sic] FELIX ANTONIO VARON GARCIA quien se encontraba repeliendo el ataque en la parte trasera.

A la 01:30 horas aproximadamente por la parte de atrás de la Estación [sic] logro [sic] llegar a las instalaciones de Telecom (Ubicada –sic- junto a la Estación –sic-) en compañía del Agente [sic] JONNY ALFREDO GONZALEZ, lugar al cual fueron arrojadas dos bombas. 20 minutos despues [sic] logré escuchar que los guerrilleros se habían tomado la Estación [sic] y dominado al personal a quienes interrogaban sobre sus orígenes, escuche [sic] las voces de respuesta del Subintendente JOSE FULGENCIO RODRIGUEZ, Patrullero [sic] OSCAR MANUEL PINZON PERDOMO y Agente [sic] SAUL GOMEZ BARRERA.

A las 02:00 horas aproximadamente escuché que uno de los subversivos ordenaba por radio la retirada por el río Magdalena y en los camiones.

Tipo 02:30 observé pasar dos columnas de aproximadamente 150 guerrilleros integrada en su mayoría por mujeres y menores entre los 14 y 15 años de edad, los cuales supongo venían de efectuar el asalto a la Estación [sic] de Hidroprado. Personalmente observé en su totalidad un número aproximado de 350 guerrilleros.

A las 05:30 horas salimos de las instalaciones de Telecom confirmando la muerte del Agente [sic] FELIZ ANTONIO VARON GARCIA, observamos pobladores de la región con quien dialogamos y nos enteraron de la muerte del personal que los subversivos tomaron vivos de la Estación [sic], cuyos cuerpos se encontraban en el parque central […]” [fls.12 y 13 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Ahora bien, en relación con las situaciones acaecidas previo al ataque, como durante este tanto en el municipio de Prado [Tolima], como en Hidroprado, Dolores y La Arada, que estaban siendo el 16 de noviembre de 1999 atacadas por miembros del grupo armado insurgente FARC, el Oficio de 28 de mayo de 2002, del Coordinador de la estación cien [100] del Departamento de Policía del Tolima [fl.29 c pruebas demandado], con el que se allegaron las copias de “Libro Red Departamental” que contenía el “Cronograma toma guerrillera simultanea [sic] a las poblaciones de Prado, Hidroprado, Dolores, Villarrica y la Arada Tolima hechos ocurridos el día 16 y 17 de Noviembre [sic] de 1.999” [fls.12 a 28 c pruebas demandado]. De tal Libro se extraen las siguientes anotaciones que permite corroborar la situación ocurrida el 16 de noviembre de 1999:

a) Folio 308: “[…] 161199 19:15 Nota A la hora por S-21 al conmutador un Sr [sic] de nombre GERMAN informa de posible incursión a Dolores (Ta). Misma forma 10Decon manifiesta misma situación por S-21 y micro-ondas. Se informa a su STELLA, Jefe de turno y a red “seres”. Se alerta a la estación Dolores, por intermedio de T4, recomendándoles máximo personal en instalaciones. Ubicados sitios estratégicos con armamento y munición a la mano. Informar oportunamente cualquier novedad que se pueda presentar para el respectivo apoyo […]” [fl.16 c pruebas demandado].

b) Folio 309: “[…] 161199 19:30 Con los distritos impartiendo sgtes [sic] consignas: extremar al máximo medidas de seguridad personal e instalaciones – centinelas tener armamento, munición y demás material de guerra a la mano, ubicados en sitios estratégicos. Se les informa que Jerusalén C/marca [sic] está siendo objeto de 9-07 – Se les recomienda extremar al máximo medidas seguridad en desplazamientos, no realizarlos inoficiosamente, reportar oportunamente las novedades para poder brindar apoyo – No salir del perímetro urbano sin permiso mandos superiores – No dejar parquear vehículos alrededor instalaciones ponal [sic], fin evitar atentados con explosivos – Pasar revista constante a hospitales, cárceles, estaciones de servicio, cajeros automáticos, entidades bancarias […] 161199 22:00 907 T4: Informa que Villarrica objeto incursión subversiva. Se informa Su STELLA y red “seres” y nacional. Igualmente se informa a B-3 161199 22:18 907 T4: Informa toma subversiva a Dolores se informa a los comandos y red “seres” Nacional [sic]”. 161199 22:20 907 T4: Informa toma subversiva a la Arada se pone en conocimiento de todos los comandos” 161199 22:40 907 Informa toma subversiva a Prado, se informa los comandos” [fl.18 c pruebas demandado].

c) Folio 310: “[…] 171199 00:42 Nota T8: Informa que los helicópteros no han podido salir hacia Dolores debido a la lluvia. Igualmente se registraron lluvias en Prado” [fl.19 c pruebas demandado].

d) Folio 311: “[…] 01:05 Villarrica Informa que los 9 50 ya le tumbaron media estacion [sic] se le informa al avión fantasma, se le dieron las coordenadas quedaron enterado [sic] y manifestaron dentro 7 minutos estan [sic] en Villarrica […] 161199 E100 Nota Las estaciones Arada – Villarrica Dolores – las instalaciones estan [sic] completamente destruidas – En Prado hay propios 901 y 910 se desconoce más datos no hay comunicación” [fl.20 c pruebas demandado].

e) Folio 312: “[…] 161199 07:00 E/servicio Red Departamenta [sic] […] con las novedades ya conocidas de Dolores – Villarrica la Arada Prado se desconoce la situación de Hidroprado. En Prado hay varios 901 ya confirmado y se llevaron todos los elementos de la estación […]” [fl.21 c pruebas demandado].

Finalmente, para la corroboración de los anteriores elementos fácticos se cuenta con el Oficio número 3078 GRUHO DETOL, de 30 de mayo de 2002, de la Coordinadora del Grupo de Talento Humano del Departamento de Policía de Tolima [fl.35 c pruebas demandado], con el que se allegó “fotocopia del fallo de las diligencias preliminares No.033/99 adelantas [sic] en contra de los señores AG GONZALEZ JHONNY ALFREDO y otros”.

En ese sentido, de acuerdo con la Decisión de 12 de octubre de 2000, del Comandante del Departamento de Policía de Tolima [fls.36 a 38 c pruebas demandado]:

“[…] Para los días 16 y 17 de Noviembre [sic] de 1.999, se presentó una toma simultanea [sic] a los Municipios [sic] de Villarrica, Dolores, Prado, Estación de Policía la Arada, Estación Hidro-Prado, cuando varios frentes de las FARC, llegaron alparecer [sic] de la zona del despeje en forma violenta utilizando armas no convencionales arremetieron contras [sic] las instalaciones policiales y entidades gubernamentales y población civil indiscriminadamente, causando la muerte de varios uniformados y ciudadanos, por lo tanto se procedió a investigar la actuación de los uniformados de éste asunto los de la Estación [sic] Prado Tolima

[…]

[…] se pudo establecer que para el día 16 de Noviembre [sic] de 1.999, a eso de las 22:00 horas, la Estación [sic] de Policía Prado Tolima, fué [sic] objeto de una toma subversiva por parte de bandoleros de las FARC, los cuales en un número indeterminado de bandoleros, dejando como resultado, a seis (6) uniformados asesinados, el hurto , gasto, y perdida de material de guerra, intendencia transportes y comunicaciones, como tambien [sic] la destrucción total de las instalaciones policiales, destrucción parcial de la Iglesia [sic], y saqueo a Bancos [sic] y Coorporaciones [sic], el material hurtado entre otros fueron once (11) Fusiles Galil [sic].

En la presente indagación preliminar se pudo evidenciar que para el día 16 de Noviembre [sic] de Mil [sic] Novecientos Noventa y Nueve [sic] (161199), fue realizada una toma subversiva a las instalaciones de la Estación [sic] de Policía Prado, siendo imposible para el personal que enfrentó a los subversivos evitar la toma, motivado principalmente por la mayoría de delincuentes y la minoría de los uniformados, el ataque alevoso con armas no convencionales, (cilindros), por tal razón sin más consideraciones al particular podemos dar aplicación al artículo 23 de la ley 200/95, númeral [sic] […]” [fls.36 y 37 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Dentro de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, la Sala tiene en cuenta lo relacionado con la carencia, deficiencia o precariedad de medios humanos y materiales con la que enfrentaron los miembros de la Policía Nacional en la estación ubicada en el municipio de Prado [Tolima], entre ellos la víctima Saúl Gómez Barrero, el ataque perpetrado por el grupo armado insurgente FARC el 16 de noviembre de 1999. Para ello, se cuenta con el testimonio rendido por Doris Rocío Rodríguez Vargas [fls.5 a 8 c pruebas demandante], según el cual:

“[…] “Si conocí a Saúl Gómez Barrero, él trabajaba en Prado con mi esposo, eramos [sic] vecinos, ellos trabajaban en la Policía, Saúl era Agente [sic], mi marido era Subintendente […] conocía la familia de él también eran [sic] del Espinal y cada nada lo iban a visitar, nosotros viviamos [sic] en Prado hacía nueve meses y ahí nos conocimos, y lo que paso fue la tragedia del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, eran [sic] las diez de la noche cuando llegaron más de trescientos subversivos y llegaron en camiones, volquetas, enfrentandose [sic] con los seis policías que estaban de servicio esa noche en la Estación [sic] y no estaban capacitados para enfrentarse a los trescientos subversivos, ellos llevaban muy buen armamento, cilindros, morteros, granadas, fusiles, mientras los policías no se encontraban son [sic] suficiente armamento ni suficiente gente para enfrentar el ataque guerrillero, ya que cada nada los estaban amenazando, hacían [sic] unos dos meses habían hecho una reunión que la guerrilla se iba a meter, incluso esa noche los amenazaron como a las ocho que la guerrilla ya iba para allá; ellos le avisaron al Coronel del Departamento del Tolima y no les mandó ninguna clase de apoyo, los dejaron totalmente abandonados, ya que en Purificación sabemos que había una contraguerrilla esa noche, que qué [sic] hay de Purificación a Prado, no hay sino diez minutos, la estación estaba en malas condiciones, era un rancho viejo de bareque [sic]; el techo era un techo [sic] de zinc, unas tejas de zinc viejas también, cuando llovía se les entraba el agua, ellos no alcanzaron a combatir ni dos horas porque les hacía falta más gente y suficiente armamento; el avión fantasma llegó como a las tres de la mañana, ya ellos estaban muertos a esa hora, ya no había nada que hacer, los subversivos amanecieron borrachos en el pueblo, ellos se burlaban, se reían”. PREGUNTADA: Afirma usted que dos meses atrás habian [sic] advertido de esa toma. De donde provenían y cómo eran las amenazas y con qué frecuencia se presentaba? CONTESTO: “Telefónicamente, a ellos los amenazaban telefónicamente y la misma gente del pueblo también les avisaba, era que la guerrilla antes llegaban [sic] al pueblo de civil para mirar y ver cómo se tomaban el pueblo, entonces ellos le avisaban al Coronel aquí en el Tolima por poligramas y por radio y él en ningún momento tomó medidas de prevención; ya antes los habían amenazado, dos meses antes también e inclusive ese día por la tarde los amenazaron porque mi marido llegó todo asustado y ellos le avisaron al Coronel como a las ocho de la noche y la guerrilla llegó como a las diez de la noche, después que los mataron que nos hicieron una reunión acá, la respuesta que él dió [sic], porque yo le preguntaba que porqué [sic] no les habian [sic] dado apoyo y él nos contestó de frente que era preferible que mataran a seis y no a veinte, todos los seis policías murieron, no quedó ninguno”. PREGUNTADA: Usted personalmente cómo se enteró de eso?. CONTESTO: “Mi marido que trabajaba en ese puesto de policía me contaba, él mantenía muy pendiente porque como yo tengo dos niños, él me comentaba todo y me decía que me mantuviera muy pendiente para que me perdiera si pasaba algo”. PREGUNTADA: Afirma usted que a diez minutos de la población existía una contraguerrilla. Supo si a ella también se le pidió auxilio?. CONTESTO: “Si porque ellos llamaron de una vez a Purificación sino que como ellos no podían pasar sin autorización del Coronel del Tolima y él les dijo que no fueran porque no quería que le pasara eso a todos […] PREGUNTADA: Supo usted si autoridades, habitantes o los mismos policías que prestaban el servicio en Prado, hubiesen solicitado el aumento de números de efectivos, para ese puesto?. CONTESTO: “La policía sí lo hacia [sic] con frecuencia porque ellos cualquier cosa que supieran tenían que avisarle al Coronel, inclusive esa noche el Alcalde estaba aquí en Ibagué y llamó al Coronel y él le decía que tranquilo que eso no iba a pasar nada […] la gente en Prado lo dice, eso fue puro descuido del Coronel porque si ya estando la contraguerrilla en Purificación, habiendo tantos agentes y estando el avión fantasma”. PREGUNTADA: Sostiene usted que la incursión subversiva fue a las diez de la noche, entre esa hora y cuando los agentes fallecieron, hubo alguna ayuda de la Policía o del Ejército?. CONTESTO: “No, en ningún momento, el ejército llegó al otro día a las tres de la tarde, ellos duraron todo el día tirados en el sol, a cuatro los mataron, los masacraron en el parque, no los recogían porque no llegaba autoridad y nadie podía levantarlos mientras no hubiera autoridad” […] PREGUNTADA: Qué armamento de dotación tenían ellos? CONTESTO: “Ellos tenían un fusil galil 7-65 y dos granadas para enfrentarse con la guerrilla, ellos llevaban en la volqueta cilindros, buen armamento, dañaron la capilla, además ese rancho viejo se fue a tierra con el primer cilindro” […] PREGUNTADA: Cual [sic] fue la reacción de ustedes cuando visitaron al Comandante de Policía y él les justificó el no envió [sic] de agentes en mayor número, de la manera como usted lo afirma?. CONTESTO: […] yo fui la primera que me le fui y le dije Coronel porqué [sic] no les prestó apoyo esa noche y fue cuando él me dijo es que es preferible que maten seis y no que vayan a matar veinte, yo me quede [sic] fría, y dije realmente el Estado los tiene en muy malas condiciones […]” [fls.5 a 7 c pruebas demandante, subrayado fuera de texto].
74.2 Las medidas de apoyo o respaldo a los miembros de la Policía Nacional acantonados en la estación de Prado [Tolima]: se cuenta con el Oficio número 526 COMAN. DETOL, de 28 de mayo de 2002, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima [fl.1 c pruebas demandado], con el que se informó:

“[…] que el Departamento de Policía Tolima a través de su Comandante, coordino [sic] con el Batallón JAIME ROOK, SEXTA BRIGADA Y EL COMANDO AEREO TACTICO No. 1 DE MELGAR las labores de apoyo consistentes en transporte de personal, combate y la utilización de los aviones fantasmas, los días 16 y 17 de Noviembre [sic] de 1999 en las Estaciones [sic] atacadas en forma SIMULTANEA por grupos subversivos como fueron: La Arada, Dolores, Prado, Hidroprado y Villarrica” [fl.1 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Así mismo, se cuenta con el Oficio número 2590 BR6-BIROK-S3-375, de 2 de junio de 2002, del Comandante del Batallón de Infantería No. 18 CO. Jaime Rooke [fl.2 c pruebas demandado], con el que se informó:

“[…] Para la fecha de los hechos el Municipio [sic] de VILLARRICA pertenecida [sic] a la Décima Brigada, con sede en tolemaida [sic] hoy CENAE Y [sic] el Municipio [sic] en mención era Jurisdicción [sic] del Batallón de Infantería No.28 “Colombia” por lo que le reconsidero [sic] se dirija a ellos los cuales están en capacidad de despejarle las inquietudes […]

En cuanto a PRADO, HIDROPRADO, DOLORES Y LA ARADA; una vez este Comando Recibió [sic] informaciones del asalto que realizaban los Narcoterroristas [sic] de las FARC, contra la población civil y Policía Nacional, de las anteriores poblaciones y por ser área de responsabilidad del Batallón de Infantería No. 18 Co. Jaime Rooke, se procedió a instalar puesto de Mando [sic] Adelantado [sic] en el Municipio [sic] de Purificación, para ejercer un mayor control operacional que garantizara los apoyos dentro de la mayor efectividad, así mismo se agrego [sic] inmediatamente el Batallón de Contraguerrillas No. 59 y se coordino [sic] con la Fuerza Aérea el envió [sic] de aviones y helicópteros para cumplir misiones de apoyo aéreo, para que permitieran el refuerzo de las tropas en tierra.

En consideración a lo delicado de la situación el Comandante del Batallón Rooke en coordinación con el BCG-59 Inicio [sic] la operación ofensiva hacia el Municipio [sic] de PRADO, Lo [sic] cual no se pudo efectuar en forma moto, por los indicios consistentes en que las vías se encontraban minadas, lo que obligo [sic] a efectuar un movimiento táctico a pie, logrando hacer presencia el día 17-NOV-99 a las 12:00, logrando restablecerse el orden publico [sic] en la mencionada localidad” [fls.2 y 3 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Se cuenta, además, con el Oficio número 03750/DIV5-BR6-B3-OP-375, de 4 de junio de 2002, del Comandante de la Sexta Brigada del Ejército Nacional [fls.30 y 31 c pruebas demandado], con el que se comunicó:

“[…] Para la fecha de los hechos el Municipio [sic] de VILLARRICA pertenecía a la Décima Brigada con sede en Tolemaida hoy CENAE y el Municipio [sic] en mención era Jurisdicción [sic] del Batallón de Infantería No. 28 “Colombia”, por lo que se recomienda se dirija a ellos los cuales están en capacidad de despejarle las inquietudes expuestos [sic] en el presente documento.

En cuanto a PRADO, HIDROPRADO, DOLORES y LA ARADA; [sic] una vez este Comando recibió informaciones del asalto que realizaban los miembros de las Farc contra la población civil y Policía de las anteriores poblaciones y por ser áreas de responsabilidad del Batallón Rooke se procedió a ordenarle instalar un Puesto [sic] de Mando [sic] Adelantado [sic] en el Municipio [sic] de Purificación para que ejerciera un mayor control operacional que garantizara los apoyos dentro de la mayor efectividad, así mismo se agrego [sic] inmediatamente el Batallón de Contraguerrillas No. 59 y se coordinó con la Fuerza Aérea el envío de aviones y helicópteros para cumplir misiones de Apoyo Aéreo, para que permitieran el refuerzo de las tropas por tierra.

En consideración a lo delicado de la situación el Comandante del Batallón Rooke en coordinación con el BCG59 inició la operación ofensiva hacia el Municipio [sic] de PRADO, lo cual no se pudo efectuar en forma motorizada por los altos indicios consistente en que las vías se encontraban minadas, lo que obligo [sic] a efectuar un movimiento táctico a pie, logrando hacer presencia el día 17-NOV-99 a las 12:00 horas logrando restablecerse nuevamente el orden público en la mencionada localidad” [fls.30 y 31 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Además, obra el Oficio número 02020-CACOM-4-ASELE-743, de 13 de junio de 2002, del Comandante del Comando Aéreo de Combate No.4 [fl.34 c pruebas demandado[, con el que se certificó:

“[…] Que el día 16 de Noviembre [sic] de 1999, se efectuó un vuelo de reconocimiento a la población de Villarrica (Tolima), en el helicóptero H-500 FAC 4252 a las 22:40 a las 24:00 horas. Lo anterior con fundamento en los archivos de la sección estadística de vuelo del Grupo Aeronáutico del CACOM-4 […]” [fl.34 c pruebas demandado, subrayado fuera de texto].
Finalmente, se allegó el Oficio número 757/COMAN GRUNE, de 21 de abril de 2005, del Comandante del Departamento de Policía Tolima [fls.161-162 y 165 y 166 cp], según el cual:

“[…] en relación al [sic] PLAN DE APOYO ejecutado para el 16.11.99 no solamente a la estación de Policía de Prado, sino también a la de Hidroprado, La Arada, Villarrica y Dolores que fueron atacadas en forma SIMULTANEA por diferentes cuadrillas de las FARC en la misma fecha y para todas las demás estaciones policiales del Departamento del Tolima que en un momento dado son objeto de ataque guerrillero. Dicho plan nace de las coordinaciones previas y permanentes que hace este Comando con la FUERZA AÉREA COLOMBIANA y el EJÉRCITO NACIONAL consistente en:

· Compartir e intercambiar información.

· Elaboración de la carpeta PLAN BUHO por cada municipio (ubicación topográfica, croquis y mapas físico políticos, coordenadas, censo de población, personal policial, armamento, munición, comunicación, fotografías, vías de acceso, árbol telefónico, autoridades municipales, frecuencias de radio y número de Veredas [sic].

· Unificar criterios en torno a las acciones que cada Fuerza [sic] debe desarrollar ante un ataque subversivo.

· Se dispone activación del puesto de mando en el C.A.D. o Sala de Crisis compuesto por el Subcomando Operativo y Administrativo, Jefes de la SIJIN, SIPOL, Talento Humano, Armamento [sic] y comunicaciones.

· Se ordena la disponibilidad permanente y alistamiento de todo el personal administrativo y operativo de la base del Departamento.

· Se coordina el apoyo aéreo con la FUERZA AEREA COLOMBIANA con base en Melgar (Tol) y se ordena igualmente que el Comandante del Distrito VIII de Policía Melgar permanezca en la base aérea como oficial de enlace y coordinación.

· Se realiza coordinaciones para apoyos aéreos de la Policía Nacional (Helicópteros –sic- artillados y el avión plataforma de Inteligencia [sic] de la Policía Nacional).

· Se coordina el apoyo con los Srs. [sic] Comandantes de la VI Brigada y cualquiera de los Batallones cercanos a la población atacada, para efectos de tropas, coordinación y apoyos.

· Se ordena el alistamiento y activación del plan de defensa de los municipios vecinos para no ser objeto de una toma simultanea [sic].

· Se informa al CIO DIPON sobre la toma subversiva.

· Manejo acertado de las comunicaciones mediante el uso del radio Tierra – Aire [sic].

· El desplazamiento coordinado de personal de apoyo por parte de los grupos de Contraguerrillera [sic] de la Policía Nacional” [fls.161-162 y 165-166 cp].
La Sala Tiene en cuenta, también, que se manifestó que hubo dificultades para desplegar el apoyo a los miembros de la Policía Nacional en la estación del municipio de Prado [Tolima], por lo que debe contrastarse los anteriores elementos probatorios con los testimonios rendidos por José Olider Monroy Carrillo y por Miguel Ángel Ballesteros Pinzón. Según el primero:

“[…] SI [sic], tengo entendido por lo que sucedió en Prado (Tolima), eso fue el 16 de noviembre de 1999, ocurrió la toma guerrillera. Yo conozco de esos hechos porque precisamente en esa toma guerrillera [sic] mataron a un hermano mío, llamado Luis Alfredo Méndez Carrillo […] PREGUNTADO: Qué encontró antes de entrar a Prado? CONTESTO. Encontramos el ejército estaban en las afueras de Purificación, todo el ejercito [sic] estaba acantonado y no nos querían dejar pasar. PREGUNTADO. De cuántos efectivos estamos hablando? CONTESTO: Un promedio de 50 a 100 soldados. PREGUNTADO: Qué adujeron los soldados para no dejarlos pasar? CONTESTO: Una requisa rutinaria y que el campo podía estar minado. PREGUNTADO: Los soldados, los dejaron pasar? CONTESTO: Finalmente nos dejaron pasar, bajo la responsabilidad de cada uno de nosotros, y que dijéramos al CTI que ya iban para allá, que el refuerzo ya llegaba. PREGUNTADO: Cuándo [sic] llegaron a Prado qué encontraron? CONTESTO: Cuando llegamos, el CTI estaba haciendo los levantamientos allá, llegamos a las dos y treinta de la tarde, a las once de la noche del día anterior ya los habían matado. PREGUNTADO: Manifestó que conoció al agente Gómez, que [sic] actividad realizo [sic] con ese agente y qué otras personas? CONTESTO: Estuvimos en una reunión familiar con mi hermano, la mamá y el papá, en dos ocasiones no más, en varias ocasiones si estuvimos con el agente Gómez, Baron [sic] y otros. PREGUNTADO: Tiene conocimiento de cuántos agentes estaban a cargo de la estación de Prado? CONTESTO: Eran [sic] como ocho más el comandante […] PREGUNTADO: Conoció la estación de Prado? CONTESTO: Si [sic]. PREGUNTADO: Como [sic] quedo [sic] la estación después de la toma? CONTESTO: Destruída [sic] junto con la iglesia. PREGUNTADO: tuvieron la oportunidad de hablar con pobladores o personas que estuvieron en la toma? CONTESTO: No, el único comentario fue el de mi cuñada cuando llegamos, que ella se trato [sic] de comunicar con el Comandante de base afuera, no se si a Purificación, y la respuesta del comandante fue que prefería perder seis u ocho agentes que estuvieran allí y no ir a perder veinte […]” [fls.65 a 67 c pruebas demandante, subrayado fuera de texto].
En tanto que Ballesteros Pinzón afirmó:

“[…] PREGUNTADO: Conoció de los hechos en los cuales fue tomada la población de Prado Tolima por la guerrilla? CONTESTO: Puedo decir que yo conocí, que acompañé a Oliver Méndez y a la hermana de él en noviembre 17 de 1999 a donde supuestamente estaba el hermano de él [sic] que se llama Luis Alfredo, que estaba en Prado, él era agente allá, era de los policías que fallecieron en la toma guerrillera. Yo vi [sic] a Oliver y a la hermana que estaban preocupados y les pregunté qué pasaba y ellos me dijeron que iban a ver a un hermano que estaba en Prado, entonces yo les dije que los acompañaba, para ver en qué les podía ayudar y ellos me dijeron que si, que los acompañara […] PREGUNTADO: qué pasó cuando usted acompañó al señor Méndez a Prado? CONTESTO: Hay un pueblito que se llama Purificación, en ese estaba el ejército, nos requisaron, nos preguntaron a dónde ibamos [sic], dijimos que ibamos [sic] para Prado, ellos no nos querían dejar pasar y nos dejaron pasar bajo nuestra responsabilidad, uno del ejercito [sic] le dijo a Oliver que avisara que la Fiscalía ya iba para allá. Llegamos como a las dos y treinta y en esas la Fiscalía ya estaba levantando los cuerpos de los caidos [sic] en la toma guerrillera […] PREGUNTADO: escuchó si en Prado existe presencia guerrillera? CONTESTO: No, no he escuchado, yo ese pueblo ni lo conocía. PREGUNTADO: Cuando ingresó a Prado, observó la presencia de algún tipo de autoridad? CONTESTO: No, ninguna, los de la Fiscalía que estaban recogiendo los cadáveres” [fl.68 c pruebas demandante].
75 Apreciado el acervo probatorio, se encuentra que es imputable la responsabilidad patrimonial a las entidades demandadas, pese a que en los hechos haya intervenido un tercero [grupo armado insurgente FARC], ya que no fue esta la causa determinante o capaz de enervar la sustancia fenomenológica y fáctica, que sigue residiendo en el resultado mismo achacable al Estado, que no sólo está llamado a enfrentar a la delincuencia, a los grupos irregulares, sino que también está obligado, principalmente, a adoptar las medidas de precaución, prevención y contención adecuadas para enfrentar todas las manifestaciones del delito, ya que de lo contrario estaríamos asistiendo a la escenificación de una tragedia colectiva en la que los muertos y los heridos son compatriotas que en cumplimiento de un deber, o en la realización de una misión deben sacrificarse para mantener las instituciones, el sistema democrático, las libertades y el respeto de los derechos en el marco del Estado Social, Democrático y de Derecho
.
76 Con fundamento en lo anterior, no es correcto lo afirmado por el Ministerio Público para quien la realidad del país en esa época revelaba que la fuerza pública estaba limitada o era retirada de áreas del territorio nacional, porque de hacerlo sería tanto como negar, con base en las circunstancias de hecho y los fundamentos constitucionales de nuestro Estado, los fines esenciales de mantenimiento de la integridad territorial, el aseguramiento de la convivencia pacífica, y la vigencia del orden justo.. La Sala pone su acento en afirmar que su juicio se plantea sobre las circunstancias acaecidas el 16 de noviembre de 1999, y tiene como base los anteriores fines esenciales del Estado, lo contrario sería negar en sí mismo la existencia del Estado.

77 Debe tenerse en cuenta, también, que el “Estado será responsable de los actos de particulares si los órganos del Estado hubieran podido actuar para prevenir o reprimir el comportamiento de éstos
, o si existiese una relación de hecho específica entre la persona o entidad que observó el comportamiento y el Estado
”
.

78 La Sala llega, sin duda, llega a la conclusión que del examen conjunto de los medios probatorios allegados al proceso permiten establecer que el daño antijurídico ocasionado al agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero es atribuible [fáctica y jurídicamente] a las entidades demandadas a título de falla del servicio
, por cuanto se probó que había tan sólo seis [6] agentes de la Policía Nacional, e incluso algunos estaban de vacaciones y otros de permiso, los cuales tuvieron que enfrentar el 16 de noviembre de 1999, aproximadamente a las 22.00 horas, el ataque perpetrado por el grupo armado insurgente FARC, quienes llegaron en varios camiones al municipio de Prado, durando el combate hasta las 05:30 de la mañana del 17 de noviembre de 1999, con el resultado de la muerte de varios agentes, entre ellos Gómez Barrero, y la destrucción caso por agentes tomaran sus posiciones de defensa en una infraestructura insuficiente y en condiciones precarias tanto de las instalaciones, como de dotación de armamento y de personal humano, para enfrentar a un grupo insurgente de más de 300 individuos.

79 De la apreciación conjunta de los medios probatorios, y de la rigurosa valoración, se llega a demostrar que existen elementos suficientes para tener por demostrado que con antelación al 16 de noviembre de 1999 el municipio de Prado y, específicamente, las instalaciones de la Policía Nacional había sido objeto de amenazas y hostigamientos, al haberse aceptado por las pruebas solicitadas y allegadas por las entidades demandadas que se trataba de una zona de orden público alterado, lo que pretender utilizar para afirmar la imposibilidad de haber desplegado oportunamente el operativo de apoyo a los miembros de la Policía Nacional que tuvieron que enfrentarse en una total, completa e injustificada desigualdad numérica y material con el grupo insurgente. Por lo tanto, lleva a inferir que existía una amenaza inminente, irreversible e indudable de un ataque por el grupo armado insurgente [se identifican los frentes 21 y 25] FARC, que operaban en dicha jurisdicción.

80 La desatención de la información suministrada por el personal de la Estación de la Policía Nacional de Prado, Tolima, es constitutivo de una falla del servicio, la que se agrava por las lamentables condiciones en las que se encontraban las instalaciones de la Estación para el 16 de noviembre de 1999, ya que no ofrecía, siquiera, condiciones aptas para alojar a los uniformados, menos ofrecía las garantías de seguridad, como se desprende de la apreciación conjunta de la prueba testimonial y de los demás medios probatorios, para afrontar y llevar a cabo defensa idónea alguna ante un ataque por un grupo armado insurgente, como el ocurrido en la fecha de los hechos. 

81 A los anteriores supuestos, configuradores de la falla del servicio, cabe agregar por la Sala la falta de apoyo o refuerzo armado por la Policía Nacional o el Ejército Nacional de manera oportuna, adecuada y suficiente, lo que denotó que los policiales, entre los que se contaba Saúl Gómez Barrero, fueran dejados a su suerte, abandonados en la práctica cuando se produjo el ataque por el grupo armado insurgente FARC. En cuanto a este aspecto la Sala encuentra desvirtuados los siguientes hechos y afirmaciones planteadas por las entidades demandadas.

81.1 No es cierto que no se contaba con armamento sofisticado, ya que el grupo armado insurgente además de las armas de fuego empleó armas no convencionales muchas de ellas de origen artesanal, o empleado objetos como los cilindros para atacar la estación de la Policía Nacional. Existe una profunda contradicción de las entidades demandadas al afirmar esto, ya que se tiene corroborado que el Estado tuvo a su disposición razonablemente medios como aviones [los denominados aviones fantasma], helicópteros artillados y personal que se desplazó desde Ibagué para contrarrestar los ataques realizados por el grupo armado insurgente FARC [puede verse Oficio número 526 COMAN. DETOL, de 28 de mayo de 2002, del Comandante del Departamento de Policía del Tolima -fl.1 c pruebas demandado-]. Contrario es que se haya empleado de manera óptima y en función de los fines del Estado esos medios.

81.2 En cuanto al empleo de los medios disponibles por las fuerzas militares y policiales, se planteó que los medios terrestres de apoyo no pudieron emplearse porque había indicios de emboscadas y de minas en la vía que conduce de Purificación a Prado. Sin embargo, nada de esto fue suficiente e integralmente probado en el proceso, ni siquiera indiciariamente, ya que esto no pasa de ser unas consideraciones vertidas en el Oficio número 2590 BR6-BIROK-S3-375, de 2 de junio de 2002, del Comandante del Batallón de Infantería No. 18 CO. Jaime Rooke [fl.2 c pruebas demandado], en el testimonio de José Olider Monroy Carrillo y en el Oficio número 03750/DIV5-BR6-B3-OP-375, de 4 de junio de 2002, del Comandante de la Sexta Brigada del Ejército Nacional [fls.30 y 31 c pruebas demandado]. Además, de acuerdo con los testimonios, opera un seria contradicción ya que los testigos afirmaron que desde el punto de mando en Purificación los dejaron ingresar al municipio de Prado, e incluso llevar un mensaje a funcionarios del CTI que ya se encontraban en la misma localidad, lo que plantea seria duda a cerca de la existencia de minas, o la realización de emboscadas, denotándose una seria debilidad en el control y la inteligencia sobre la zona, agravándose la falla en el servicio de las entidades demandadas, al haber llegado tan sólo al día siguiente, esto es, el 17 de noviembre de 1999 y a las 12 del medio día.

81.3 Ahora bien, si bien hubo sobrevuelo de aeronaves en los diferentes municipios que fueron atacados el 16 de noviembre de 1999, se afirmó que no pudieron seguir haciendo los vuelos de apoyo aéreo por limitaciones en las condiciones climáticas, aspecto este que tampoco ha quedado suficientemente contrastado con la prueba obrante en el proceso, y que de haber sido cierto debía haber exigido la adopción de otras medidas para atender con oportunidad a los miembros de la estación de la Policía Nacional en el municipio de Prado, y no simplemente aguardar a que se concretara la acción delincuencial del grupo armado insurgente FARC, para sólo acudir a constatar lo ocurrido.
81.4 Dicho abandono se reflejó, y es de remarcar, en el agotamiento de la munición por parte de los policiales de la Estación, cuyo Comandante había solicitado suministro de misma y de elementos logísticos con antelación, ya que sólo portaban su arma de dotación oficial, una escopeta y poco más de once [11] fusiles], lo que por reglas de la experiencia y de sentido común no son suficientes cuando se produce un ataque por un grupo armado insurgente que en un número considerable, aproximadamente 150 insurgentes, y con mayor capacidad de armamento superó la reacción o la defensa que haya podido ser desplegada por los 6 policiales que se encontraban en la Estación de la Policía Nacional de Prado, Tolima.

A lo que cabe agregar, que es absolutamente reprochable que las entidades demandadas simplemente acepten la desigualdad numérica y de material, como si se tratara de hechos que se correspondan con sus mandatos constitucionales, convencionales y legales, razón más que suficiente para que en la parte resolutiva de la sentencia se orden la investigación disciplinaria y penal en contra del director del Comando del Departamento de la Policía Nacional en el Tolima para la época de los hechos, de los comandantes del Batallón Rooke del Ejército Nacional y del Comando Aéreo Táctico número 1 de Melgar, para que respondan por las faltas que se hayan podido desprender del incumplimiento de sus deberes para con los uniformados asignados a la estación de la Policía Nacional en el municipio de Prado [Tolima], en especial respecto del agente Saúl Gómez Barrero.

81.5 Una cosa es disponer de medios razonablemente, y otra muy diferente es emplearlos razonablemente. La Sala en el presente caso tiene elementos probatorios que le llevan al convencimiento que además de la omisión en el empleo de medios necesarios para dotar y resguardar adecuadamente a los policías e instalaciones de la Policía Nacional en el municipio de Prado [Tolima], también se concretó la falla en el servicio de las entidades demandadas por inactividad
, al no haber empleado eficaz
 y razonablemente, y en todo su alcance, los medios técnicos, humanos y de inteligencia disponibles tanto para anticiparse a las amenazas inminentes, irreversibles e irremediables que se cernían, de toma o ataque armado, sobre la población señalada, sino también para haber contrarrestado, apoyado, o por lo menos atendido oportunamente a la defensa de los miembros de la Policía Nacional que tuvieron que afrontar una seria situación de indefensión ante el volumen, capacidad y despliegue de fuerzas del grupo armado insurgente FARC.

81.6 Lo anterior implica, pues, que para el 16 de noviembre de 1999 las entidades demandadas hayan renunciado indebidamente al cumplimiento de los fines estatales consagrados en el artículo 2 de la Carta Política de mantenimiento de la integridad territorial, aseguramiento de la convivencia pacífica y de vigencia del orden justo, lo que representó, por contera el sacrificio del derecho a la vida del ciudadano-policía Saúl Gómez Barrero, quien no estaba llamado al mismo, como lo argumenta y pretende probar las entidades demandadas con la hipótesis de los peligros o riesgos propios del servicio, ya que sería tanto como imponer una condena de muerte, o la inmolación como regla que está llamado a obedecer todo miembro de la fuerza pública, sin corresponderse con las obligaciones positivas convencionales y constitucionales para con ellos, al no haber sido eficaz el despliegue de la actividad administrativa pública por las entidades demandadas
.

82 Luego, hay pruebas suficientes para acreditar la omisión de prevenir o atender adecuadamente la situación de riesgo objetiva creada por el Estado, al permitir que un resultado dañoso como el ocurrido en la toma de la Estación de Prado [Tolima], lo que no se constituía en un imposible material, policial, ni jurídico, a tenor de lo reflejado en el acerco probatorio, en el informativo administrativo y en lo afirmado por los propios policiales que se encontraban en la misma estación, por la falta de atención a las amenazas inminentes de ataques por grupos armados insurgentes, insuficiente e inadecuada dotación logística, de material de guerra y equipos de comunicación, retardo injustificado en el apoyo, debilidades en el diseño y establecimiento de la Estación, lo que facilitó que en la toma no sólo se haya producido la muerte de Saúl Gómez Barrero, sino que se haya consumado retención de varios policiales, y la muerte de otros tantos más.

83 Es determinante para la imputación de la responsabilidad que el Estado el incumplimiento de la planeación, organización, seguimiento y despliegue de la fuerza policial, especialmente en zonas donde el conflicto armado tenía las más complejas, serias y graves circunstancias. Y no debe olvidarse que si se aplica el ius in bellum, el fin último al que debió responder el Estado era “atenuar, en la medida de lo posible, el sufrimiento causado a las víctimas de las hostilidades”
, entre las que cabe tener a los policiales que prestando su servicio están cumpliendo con el principio de solidaridad que exige cumplir con ese deber patriótico constitucional
.
84 Y si esto es, así el estado es responsable del resultado perjudicial ya que no se correspondió con los principios de humanidad, esto es, con aquellos que exigen que el ejercicio de toda actividad, como por ejemplo las misiones de seguridad asignadas a los miembros de las fuerzas armadas, debe estar orientada hacia la preservación de los derechos, y no al sacrificio absoluto de estos por una causa que legal y democrática no está llamado ningún individuo a soportar porque implicaría la supresión de la esencia propia del ser humano como destinatario de la protección, convirtiendo al Estado en prioridad en la búsqueda de la paz. En ese sentido, debe prodigarse la aplicación de la responsabilidad objetiva en este tipo de casos, siempre que se cumplan ciertas condiciones [siguiendo lo propuesto por Erns Fosrthoff]: i) debe nacer cuando la administración pública crea una situación de peligro individual y extraordinaria [eine individuelle un auBergewöhnliche Gefharenlage]; ii) debe tratarse de un riesgo especial, incrementado [Besondere, erhölte Gefahr], “que supere netamente los riesgos normales a que todos se encuentran expuestos”, y; iii) que “el daño… sufrido por la víctima sea consecuencia inmediata de la realización de dicho peligro”
.

85 En ese sentido, también es imputable el resultado dañoso a las entidades demandadas porque se quebró e incumplió la cláusula general de la “buena administración pública”
, que se refuerza especialmente cuando el Estado está a cargo de las estaciones policiales, de salvaguarda de la seguridad y de enfrentar con suficientes y plenas garantías a la delincuencia. Porque en caso de producirse, la omisión del Estado puede desencadenar la producción de actos de genocidio o de violencia que como lo señala la Observación General No. 6 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en su artículo 6, los “Estados tienen la suprema obligación de evitar las guerras, los actos de genocidio y demás actos de violencia de masas que causan la pérdida arbitraria de vidas humanas”, incluyendo la de aquellos que como los policías no dejan de ser ciudadanos y, por tanto, no renuncian a ninguno de los derechos y garantías convencionales y constitucionales.

86 Lo que se corresponde, siguiendo la misma Observación, con la exigencia de extender dicha obligación a los propios miembros de las fuerzas militares, que participan al prestar el servicio militar obligatorio, de manera que se comprenda que la “expresión “el derecho a la vida es inherente a la persona humana” no puede entenderse de manera restrictiva y la protección de este derecho exige que los Estados adopten medidas positivas”
, que como en la toma de la Estación de Policía de Prado [Tolima] brillaron por su ausencia, lo que lleva a imputar a las entidades demandadas la responsabilidad por la muerte de Saúl Gómez Barrero, teniendo en cuenta el deficiente funcionamiento que se acreditó de la actividad obligada a desplegar por parte de la administración pública, esto es “teniendo en cuenta si hay o no defectos imputables a la estructura administrativa que sean relevantes en la producción del efecto lesivo”
.

87 En la doctrina se ha dicho:
“Los estados existen para defender los derechos de quienes los integran, pero una de las dificultades de la teoría de la guerra estriba en el hecho de que la defensa colectiva de los derechos vuelve individualmente problemáticos. El problema inmediato consiste en que los soldados que participan en la lucha, aunque rara vez pueda decirse que haya escogido luchar, pierden los derechos que supuestamente defienden. Ganan las guerras en tanto que combatientes y prisioneros en potencia, pero pueden ser atacados y muertos a voluntad por sus enemigos. Por el simple hecho de luchar, sean cuales sean sus esperanzas e intenciones privadas, han perdido el derecho que tenían a la vida y a la libertad y lo han perdido incluso en el caso de que, a diferencia de los Estados agresores, no hayan cometido ningún crimen. <<Los soldados han sido hechos para que los maten>>, dijo en una ocasión Napoleón; por eso la guerra es un infierno. Pero incluso en el caso de que decidamos observar las cosas desde la perspectiva del infierno, podemos seguir afirmando que nadie más ha sido hecho para que lo maten. Esta precisión es la base de las reglas de la guerra”
 (subrayado fuera de texto).

88 La Sala llega a la conclusión, que las entidades aquí demandadas son responsables patrimonial y administrativamente del daño antijurídico ocasionado a Saúl Gómez Barrero y a su familia, con fundamento en la indiscutible posición de garante institucional que residía en dichas entidades, al no haber modulado y permitido que las amenazas y riesgos objetivos se concretaran en el mencionado daño antijurídico
, ya que como se dijo atrás, estaba llamado el estado a anticiparse a los riesgos, debilidades y fallas que se cometieron en la Estación de la Policía Nacional de Prado [Tolima], que permitió el ataque del grupo armado insurgente FARC, con el resultado funesto y desafortunado para la familia del demandante y de todos los que resultaron víctimas del mismo, quienes debieron ser amparados como ciudadanos-policías en sus derechos fundamentales y humanos. Fue, por lo tanto, la omisión protuberante, ostensible, grave e inconcebible del Estado de la que se desprende la responsabilidad por el resultado dañoso de los demandantes, quien estaba en la obligación de ofrecer, por lo menos, una intervención proporcionada y adecuada a las circunstancias riesgosas creadas por el mismo. Pero también se afirma la responsabilidad por la inactividad, al no haberse empelado razonablemente los medios disponibles para el 16 de noviembre de 1999, lo que llevó a que se concretara no sólo el ataque, sino la producción del daño antijurídico con la muerte del agente Gómez Barrero de manera violenta y sin haber contado nunca con un mínimo respaldo.

89 Cuando la imputación de la responsabilidad debe formularse a partir de la ocurrencia de un ataque de un grupo armado insurgente, en el marco del conflicto armado en el que se encuentra inmerso el país, el precedente de la Sala se orienta hacia el título de la falla “cuando el daño se produce como consecuencia de la omisión del Estado en la prestación de los servicios de protección y vigilancia, es decir, cuando la imputación se refiere a la actuación falente o irregular de la Administración por su actuar omisivo, al no utilizar todos los medios que a su alcance tenía con conocimiento previo anticipar, para repeler, evitar o atenuar el hecho dañoso del tercero. Para determinar si la conducta del Estado fue anómala o irregular, por acción o por omisión, frente al hecho dañoso perpetrado por el tercero debe analizarse si para la Administración y para las autoridades era previsible que se desencadenara el acto insurgente. 
90 Este aspecto constituye uno de los puntos más importantes a analizar dentro de este régimen, pues no es la previsión de la generalidad de los hechos [estado de anormalidad del orden público] sino de aquellas situaciones que no dejan casi margen para la duda, es decir, las que sobrepasan la situación de violencia ordinaria vivida, a título de ejemplo: región en la que se ha declarado turbado el orden público, paro de transportes, revueltas masivas callejeras, población bajo toque de queda, amenaza de toma subversiva anunciada a una población esto en cuanto hace a los conglomerados sociales; amenazas o atentados previos contra la vida en cuanto hace a las personas individualmente consideradas, etc.  Queda claro entonces que la sola circunstancia de que el afectado no haya solicitado protección previa especial no siempre será causal que permita exonerar a la administración de su deber de protección y vigilancia sino dependiendo del caso particular pueden existir otras circunstancias indicadoras que permitieran a las autoridades entender que se cometería un acto terrorista”
.
91 Y si bien, podía considerarse la existencia del hecho de un tercero, la Sala debe consolidar el precedente en los siguientes aspectos: i) es cierto que en la producción del daño hubo tanto participación de un tercero, un grupo armado insurgente respecto del cual no puede negarse su existencia y su realidad dentro del conflicto armado interno que vive nuestro país, como al mismo contribuyó la omisión e incumplimiento de las entidades demandadas al no adoptar las medidas de seguridad, de protección y de prevención, tal como se advertía en el informe realizado por la propia autoridad policial, donde se indicó la amenaza inminente y seria de un ataque por alguno de los grupos armados insurgentes que operaban en la zona; ii) en este tipo de eventos se produce la concurrencia de acciones y omisiones distintas a la propia de la víctima, que deriva en la generación de una obligación solidaria [solidaridad que se expresa en cuanto al grupo armado insurgente en su responsabilidad internacional por la violación de derechos humanos y de las normas del derecho internacional humanitario, artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, al afectar con sus acciones indiscriminadas a la población civil, y al uso de material bélico no convencional y lesivo de los derechos no sólo de la víctima, sino también de los propios uniformados que son objeto de este tipo de ataques], que permite a  la víctima del daño exigir la indemnización a cualquiera de los sujetos que contribuyeron a la producción del mismo [en aplicación de los expresos mandatos de los artículos 2344 y 1568 del Código Civil); iii) luego, el hecho del tercero [grupo armado insurgente] no es única, exclusiva y determinante, sino que contribuye a la producción del daño, por lo que persiste la obligación solidaria de indemnizar el daño [en aplicación del artículo 1571 del CC]; iv) desde el ámbito fáctico, no se produce una ruptura, porque el incumplimiento de las medidas de seguridad, y la omisión de permitir la presencia de la víctima como personal civil durante el ataque del grupo armado insurgente no deja de enervar la responsabilidad de las entidades demandadas, y de permitir su atribución jurídica
.

91.1 Y no cabe duda que en este tipo de eventos debe seguirse el precedente de la Sala según el cual:

“Precisamente, la situación de conflicto armado interno en la que se encuentra el país desde hace décadas, exige del Estado corresponderse con mayor rigor con su deber positivo de protección de los derechos de todos los ciudadanos, en especial de aquellos que participan en el mismo, ya que no sólo se debe responder a las garantías constitucionales y supraconstitucionales, sino corresponderse con el necesario reconocimiento del valor intrínseco del ser humano, sin importar su condición o posición, ya que en el fondo se procura la tutela efectiva de su dignidad, y no se puede simplemente asumir la pérdida de vidas humanas o las lesiones de los miembros de las fuerzas armadas, en especial de aquellos que prestan el servicio militar obligatorio, como un riesgo asumible por parte de nuestra sociedad para tratar de solucionar la problemática violenta de los grupos armados insurgentes. En cuanto a esto, el fiscal británico en los juicios de Nuremberg señaló,

“La muerte de los combatientes es justificable […] únicamente cuando la propia guerra es legal. Pero cuando la guerra es ilegal […], no hay nada que justifique las muertes y esos asesinatos no pueden distinguirse de aquellos que cometen el resto de las bandas de salteadores al margen de la ley”
.

91.2 A lo que cabe agregar:
“Por lo que respecta a la dirección de las hostilidades, no debe considerarse permitido causar <<ningún perjuicio que no tienda materialmente al fin (de la victoria), ni ningún perjuicio cuyo carácter de medio conducente al fin sea leve en comparación con la entidad del perjuicio>>
. Lo que aquí se prohíbe es el daño excesivo. Hay dos criterios propuestos para determinar el exceso. El primero es el de la victoria misma o el de lo habitualmente recibe el nombre de necesidad militar. El segundo depende de cierta noción de proporcionalidad: hemos de valorar <<el perjuicio causado>>, lo que, presumiblemente, no sólo se refiere al daño inmediatamente producido a los individuos, sino también a cualquier ofensa infligida a los intereses permanentes de la humanidad, y valorarlo por contraposición que aporta el perjuicio respecto al fin de la victoria.

Así expuesto, no obstante, el argumento estipula que los intereses de los individuos y los de la humanidad tienen menor valor que la victoria que se está buscando. Es probable que cualquier acto de fuerza que contribuya de modo significativo al objetivo de ganar la guerra sea considerado permisible; también es probable que cualquier mando militar que exponga aquello a lo que <<conduce>> el ataque que está planeando encuentre apoyo para realizarlo. Una vez más, la proporcionalidad se revela como un criterio difícil de aplicar, ya que no existe ninguna forma rápida de establecer un punto de vista independiente o estable respecto a los valores que deban actuar como contraste para medir la destrucción la guerra. Nuestros juicios morales (si Sidgwick tiene razón) descansan sobre consideraciones puramente militares y rara vez podrán sostenerse frente a un análisis de las condiciones imperantes en la batalla o de las estrategias de campaña que pueda realizar un profesional cualificado.

[…]
Aparentemente, Sidgwick creía que, tan pronto como aceptamos no emitir ningún juicio sobre la utilidad relativa de los diferentes resultados, esta conclusión resulta inevitable porque en ese caso debemos conceder que los soldados están autorizados a intentar ganar las guerras en las que tienen derecho a combatir.

[…]
Si se pusiera efectivamente en práctica, eliminaría buena parte de la crueldad de la guerra, ya que, respecto a la muerte de muchas de las personas que sucumben en el transcurso de una guerra, ya sean civiles o militares, debe decirse que no es una muerte que se haya producido porque <<tienda materialmente al fin (de la victoria)>> y que la contribución que dichas muertes representan respecto a ese fin es en realidad <<leve>>. Esas muertes no son más que la consecuencia inevitable de poner armas mortales en manos de soldados carentes de disciplina, el resultado de confiar hombres armados al criterio de generales fanáticos o estúpidos. Toda historia militar es un relato de violencia y destrucción desprovisto de cualquier relación con las exigencias del combate: por un lado, masacres y, por otro, batallas ruinosas y mal planeadas que sólo son un poco mejores que las masacres”
 [subrayado fuera de texto].

91.3 Desde nuestra propia realidad, la jurisprudencia constitucional considera:
“Esta reflexión es aquí de especial importancia en cuanto la realidad colombiana ha estado ligada a una reiterada y grave alteración del orden público.  A nadie escapan las incidencias del conflicto armado que aqueja al país desde hace décadas.  Ese conflicto ha implicado un alto costo humano, social, económico y político; ha condicionado la convivencia de los colombianos en ya varias generaciones; ha implicado retos institucionales; para atenderlo se han formulado y reformulado las agendas públicas; se ha diseñado y rediseñado buena parte de la normatividad legal; etc.

[…]
De este modo, en manera alguna se trata de hechos sobrevinientes pues todas ellas son situaciones que de tiempo atrás afectan a la sociedad colombiana.  No obstante, no puede perderse de vista que a pesar de tratarse de hechos arraigados en la historia del conflicto armado que afronta el país, las dimensiones que esos comportamientos adquirieron últimamente, fundamentalmente tras la ruptura del proceso de paz, les dan unas implicaciones completamente diferentes.  Es cierto, todas esas modalidades delictivas tienen un profundo contenido de lesividad y plantean un palmario desconocimiento de los valores mínimos que posibilitan la pacífica convivencia.  Pero, no obstante ese contenido de antijuridicidad, esas conductas pueden redefinirse por sus autores a partir de una nueva dimensión que los lleva a alentarse de unos nuevos propósitos, a modificar sustancialmente las circunstancias de su comisión y, en consecuencia, a generar unas implicaciones que en el anterior marco eran inconcebibles”
”
.
91.4 No se trata, no obstante, de hacer radicar en el Estado una responsabilidad ilimitada frente a cualquier acto o hecho de los particulares (hecho de un tercero), pues sus deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo que es achacable directamente al Estado como garante principal. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos de otro particular, aquél no es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la concreción de dichas obligaciones positivas
.

91.5 Por el contrario, cabe reforzar su encuadramiento en el fundamento de imputación de la falla del servicio, afirmando la posibilidad de que la misma se consolide no sólo por el incumplimiento u omisión de las entidades demandadas, sino que también por inactividad, esto es, por no haber observado los deberes positivos a los que debió sujetarse en este caso específico, en especial por no haber atendido las solicitudes de refuerzo humano, logístico y de armamento, y de procurar por la terminación de las instalaciones de la Estación de la Policía [posición de garante de vigilancia], a tenor de lo manifestado por el precedente de la Sala según el cual “el Estado asume un papel de garante que se desprende de la obligación que emana del artículo 2 de la Constitución Política, disposición según la cual ” las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades”
.
92 Con base en los anteriores argumentos, la Sala revocará la sentencia de primera instancia del Tribunal Administrativo del Tolima para en su lugar declarar la responsabilidad patrimonial y administrativa de las entidades demandadas, por el daño antijurídico ocasionado al agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero y a su familia.

93 Previo a abordar si procede reconocer condenar por los perjuicios solicitados en la demanda, debe la Sala examinar las acciones desplegadas por el grupo armado insurgente FARC, desde la fenomenología del conflicto armado, y en el marco del derecho a la reparación integral, que constitucional [artículo 90 Carta Política], convencionalmente [artículos 1.1, 2, 25 y 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos] y legalmente [artículo 16 de la Ley 446 de 1998], durante el ataque perpetrado el 16 de noviembre de 1999 contra el municipio de Prado [Tolima], para verificar si cabe informar, reportar o exhortar a las autoridades competentes para que investiguen y determinen si se produjeron delitos y violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario por parte de los miembros y por el grupo armado insurgente FARC.

94 En ese sentido, en aplicación del bloque ampliado de constitucionalidad  y actuando como juez de convencionalidad para la tutela de los derechos humanos y el respeto del derecho internacional humanitario, se debe tener en cuenta que pudo producirse por parte del grupo armado insurgente FARC violaciones a los Convenios de Ginebra, especialmente el IV y a su Protocolo II, debiéndose solicitar a las autoridades competentes para que cumplan con la obligación positiva del Estado de investigar y establecer si se produjo la comisión de conductas que vulneraran el trato digno y humano, de tal forma que se cumpla con el mandato constitucional de la verdad, justicia y reparación
.

8. De la necesidad de establecer las responsabilidades civiles, penales  e internacionales en las que haya incurrido el grupo armado insurgente que perpetró el ataque o incursión.

95 La Sala da continuidad a la jurisprudencia de la Subsección respecto a ordenar a las autoridades nacionales e internacionales competentes para que investiguen y determinen las responsabilidades civiles y penales e internacionales, en las que haya incurrido el grupo armado insurgente FARC y cada uno de sus miembros, como consecuencia del ataque o incursión armada que perpetró el 16 de noviembre de 1999 al municipio de Prado [Tolima], y en el que resultó muerto violentamente el agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero.

95.1 La Sala encuentra que ante las acciones grupo armado insurgente FARC, se hace exigible por el Estado el pronunciamiento de las instituciones e instancias nacionales e internacionales de protección de los derechos humanos, y de respeto al derecho internacional humanitario, teniendo en cuenta el uso de medios bélicos no convencionales que produjeron serias y graves afectaciones en los ciudadanos, globalmente considerados, y que ameritan que el Estado exija un enérgico y concreto pronunciamiento tanto de las autoridades nacionales, como de la comunidad internacional, de rechazo a este tipo de acciones bélicas, como forma de responder al derecho a la verdad, justicia y reparación, y de cumplir con el mandato del artículo 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos.
95.2 Ahora bien, y como se señaló en el primer apartado, la Sala encuentra probados, o que deben probarse, hechos que le exigen determinar y denunciar las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario cometidas por el grupo armado insurgente FARC y sus miembros, con ocasión del ataque o incursión realizada al municipio de Prado [Tolima] el 16 de noviembre de 1999. Este examen se realiza por la Sala con fundamento en los artículos 2 y 93 de la Carta Política, y de los artículos, 1, 2
 y 25.1
.
95.3 Además, como se trata de actos, actuaciones o actividades que desplegadas por el grupo armado insurgente FARC en el ataque o incursión al municipio de Mesetas [Meta] implicaron el uso de armas y técnicas bélicas no convencionales, que llevaron a la destrucción de viviendas, entidades bancarias e instalaciones oficiales, por lo que cabe examinar desde la perspectiva del derecho internacional humanitario si el grupo armado insurgente FARC, y sus miembros, violaron dichas normas bien sea por afectación indebida a la población civil con ocasión de las acciones bélicas desplegadas [violación del artículo 53 del Convenio IV de Ginebra relativo a la protección de las personas civiles, que prohíbe la destrucción de bienes muebles o inmuebles de particulares en el desarrollo de actividades bélicas], o bien por haber tenido como objeto del ataque a la población civil [violando el artículo 13.2 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra relacionados con conflictos armados sin carácter internacional].

95.4 Desde esa perspectiva, se remitirá copia de la presente providencia a la Unidad de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación para que se investigue a los miembros del grupo armado insurgente FARC, dirigido por alias Romaña, y arrojar los resultados que permitan establecer la responsabilidad penal de los miembros del mencionado grupo armado insurgente, que dirigidos por alias Romaña, perpetraron la incursión o ataque armado insurgente al municipio de Prado [Tolima], donde debe dilucidarse, por parte de la jurisdicción penal ordinaria de Colombia la participación como autor intelectual de alias Romaña, y como autores directos a los integrantes de los frentes 21 y 25 del grupo armado insurgente FARC para la época de los hechos. De esta manera, como medida de reparación no pecuniaria se solicitará a las entidades demandadas solicitar sea abierta la investigación penal contra los miembros del grupo armado insurgente FARC, especialmente contra alias “Romaña”.
95.5 Adicionalmente, por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de esta providencia a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Bogotá D.C., Todd Howland para que pueda tener en cuenta esta providencia en su próximo informe sobre la situación de derechos humanos en el país. Así mismo, por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de la presente providencia a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en Washington D.C. [Estados Unidos de América], y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en San José de Costa Rica [Costa Rica], para que en sus informes, opiniones o trabajos relativos a la situación de los derechos humanos en Colombia se tenga en cuenta las acciones que contradicen los derechos humanos y el derecho internacional humanitario que realizan los miembros y el grupo armado insurgente FARC. Finalmente, por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de la presente providencia al Alto Comisionado para la Paz y a la Presidencia de la República para que sea tenida en cuenta como parte integrante de lo que se discute en las negociaciones que para la paz adelante el Estado con el mencionado grupo armado insurgente.
96 Con base en los anteriores argumentos, la Sala revocara la sentencia del a quo que denegó las pretensiones de la demanda, y declarara patrimonial y administrativamente responsables a las entidades demandadas, procediendo a establecer si cabe reconocer y tasar los perjuicios inmateriales [morales] y materiales reclamados por los actores.

9. Determinación de los perjuicios reclamados.
9.1. Perjuicios inmateriales, a título de perjuicios morales.

97 La parte actora solicitó el reconocimiento de perjuicios morales a favor de María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre de la víctima], Luz Angela, Arnulfo, Nelson y Nubia Agustina Gómez [hermanos de la víctima], por valor de cinco mil salarios mínimos legales mensuales vigentes [5000 smlmv]. Como no se discriminó el mismo, puede entenderse que esta es la suma total, que implica haber solicitado mil salarios mínimos legales mensuales vigentes [1000 smlmv] para cada uno de los demandantes. Como la demanda se presentó el 14 de noviembre de 2001, está pretensión indemnizatoria se hizo ligada al salario mínimo vigente para ese año , que según el Decreto 2579 de 13 de diciembre de 2000 ascendía a la suma de $286.000.oo pesos, de tal manera que para cada uno de los demandantes se solicitó el valor equivalente.

97.1 El parentesco entre el agente de la Policía Nacional víctima de los hechos acaecidos el 16 de noviembre de 1999 Saúl Gómez Barrero, su madre y sus hermanos se establece con los siguientes medios probatorios: copia autenticada del registro civil de nacimiento de Nelson Gómez Barrero, quien nació el 30 de septiembre de 1969, hijo de Saúl Gómez y de María de los Ángeles Barrero [fl.5 c1]; copia autenticada del registro civil de nacimiento de Arnulfo Gómez Barrero, quien nació el 25 de abril de 1963, hijo de Saúl Gómez Guzmán y de María de los Ángeles Barrero [fl.6 c1]; copia autenticada del registro civil de nacimiento de Luz Angela Gómez Barrero, quien nació el 26 de febrero de 1972, hija de Saúl Gómez Barrero y de María de los Ángeles Barrero [fl.7 c1]; y, copia autentica del registro civil de nacimiento de Nubia Agustina Gómez Barrero, nacida el 3 de noviembre de 1965, hija de Saúl Gómez Guzmán y de María de los Ángeles Barrero [fl.8 c1]. Luego, la Sala tiene demostrado el parentesco, los vínculos de consanguinidad y el primer elemento que es inherente a la presunción de aflicción como elemento inicial, no único, a considera en la tasación y liquidación de los perjuicios morales.

98 Ahora bien, la sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera de 23 de agosto de 2012
 señaló que en “cuanto se refiere a la forma de probar los perjuicios morales, debe advertirse que, en principio, su reconocimiento por parte del juez se encuentra condicionado –al igual que (sic) demás perjuicios- a la prueba de su causación, la cual debe obrar dentro del proceso”. En la misma providencia se agrega que “la Sala reitera la necesidad de acreditación probatoria del perjuicio moral que se pretende reclamar, sin perjuicio de que, en ausencia de otro tipo de pruebas, pueda reconocerse con base en las presunciones derivadas del parentesco, las cuales podrán ser desvirtuadas total o parcialmente por las entidades demandadas, demostrando la inexistencia o debilidad de la relación familiar en que se sustentan”.

98.1 Debe, además, como parte de la motivación, examinarse si se acreditó el parentesco debida y legalmente, con los registros civiles, para reconocer los perjuicios morales en cabeza de la víctima y de sus familiares, para lo que procede la aplicación de las reglas de la experiencia, según las cuales se infiere que la muerte, lesión, etc., afecta a la víctima y a sus familiares más cercanos (esto es, los que conforman su núcleo familiar), y se expresa en un profundo dolor, angustia y aflicción, teniendo en cuenta que dentro del desarrollo de la personalidad y del individuo está la de hacer parte de una familia
 como espacio básico de toda sociedad
 [el segundo criterio con el que ya cuenta el juez en el momento de reconocer los perjuicios morales tiene que ver con el concepto de familia, que será importante para determinar la tasación y liquidación de los mismos perjuicios, ya que puede apreciarse [de la prueba testimonial]:- ¿cómo estaba conformada la familia?; - ¿qué rol desempeñaba la víctima al interior de su familia?; - ¿cómo estaban definidas las relaciones entre la víctima y  los demás miembros de la familia?; - ¿se trataba de una familia que convivía o no en un mismo espacio?; - ¿se trataba de una familia que estaba disgregada, o de una familia fruto de diferentes relaciones de los padres –hermanastros, hermanos de crianza, por ejemplo-?], y de reconocer su existencia bien sea como un derecho prestacional o fundamental
.

98.2 Ahora bien, la reciente sentencia de la Sala Plena de la Sección Tercera de 23 de agosto de 2012
, sostiene claramente que el “Juez Contencioso al momento de decidir se encuentra en la obligación de hacer explícitos los razonamientos que lo llevan a tomar dicha decisión, en el entendido que la ausencia de tales argumentaciones conlleva una violación al derecho fundamental del debido proceso” [citando la sentencia T-212 de 2012 de la Corte Constitucional
].

98.3 A lo que se agregó, en la misma sentencia una serie de criterios o motivaciones razonadas que debían tenerse en cuenta para tasar el perjuicio moral, partiendo de afirmar que “teniendo en cuenta las particularidades subjetivas que comporta este tipo de padecimiento que gravitan en la órbita interna de cada individuo, sin que necesariamente su existencia corresponda con la exteriorización de su presencia, ha entendido esta Corporación que es posible presumirlos para la caso de los familiares más cercanos, dada la naturaleza misma afincada en el amor, la solidaridad y el afecto que es inherente al común de las relaciones familiares, presunción de hombre que, desde luego, es susceptible de ser desvirtuada dentro del proceso”. 
98.4 Y se concluyó, en la citada sentencia de la Sala Plena de Sección Tercera de 23 de agosto de 2012, que “no puede perderse de vista que de tiempo atrás la jurisprudencia de esta Sala –y de la Corte Suprema de Justicia también-, ha soportado la procedencia de reconocimiento de este tipo de perjuicios y su valoración no solamente con fundamento en la presunción de afecto y solidaridad que surge del mero parentesco, sino que, acudiendo al arbitrium judicis, ha utilizado como criterios o referentes objetivos para su cuantificación la (sic) características mismas del daño, su gravedad y extensión, el grado de afectación en el caso a cada persona, vale decir el conjunto de elementos o circunstancias de hecho que enmarcan la situación del demandante afectado, para, por vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, llegar a concretar un monto indemnizatorio determinado que de ninguna manera puede asumirse como algo gracioso, nacido de la mera liberalidad del juez”. 

98.5 Así las cosas, en el caso la Sala encuentra solamente operando la presunción de aflicción ya que se encuentran plenamente acreditadas las relaciones de parentesco que frente a la víctima adujeron los demandantes, pero sin contar con otros medios probatorios [especialmente testimoniales] que ofrezcan elementos para que el juez puede discernir con base en criterios objetivos a cerca de la intensidad del perjuicio moral ocasionados a los familiares de la víctima, por lo que se hará el reconocimiento teniendo en cuenta que en la muerte del agente Gómez Barrero se produjeron violaciones a sus derechos humanos, y a la esfera de protección que le daba cobertura del derecho internacional humanitario como ciudadano-policía, hasta el máximo de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes, ya que no procede aplicar la sentencia de Sala Plena de la Sección Tercera de 25 de septiembre de 2013 [expediente 36460] ya que no obra en el expediente prueba con la que se pueda establecer que el daño antijurídico ocasionado a Saúl Gómez Barrero es producto de la comisión de un delito, que fue objeto de investigación y de sanción penal.
99 Consecuencia de lo anterior, la Sala reconocerá a favor de los demandantes, a título de perjuicio moral, las siguientes sumas
: 
	Víctima
	Indemnización a reconocer en salarios mínimos legales mensuales vigentes
	Equivalente en pesos

	María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre]
	100
	$61.600.000.oo

	Luz Angela Gómez Barrero [hermana]
	50
	$30.800.000.oo

	Arnulfo Gómez Barrero [hermano]
	50
	$30.800.000.oo

	Nelson Gómez Barrero [hermano]
	50
	$30.800.000.oo

	Nubia Agustina Gómez Barrero [hermana]
	50
	$30.800.000.oo


100 Establecido el reconocimiento, tasación y liquidación de los perjuicios morales a favor de los demandantes, debe abordarse lo relativo a los perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidado y futuro], se reclamaron a favor de la madre de la víctima.

9.2. Perjuicio materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidado y futuro].

101 En la demanda, la parte actora solicitó por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidado y futuro], a favor de María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre de la víctima] la suma de $340.418.580,09 pesos.

101.1 Se acreditó, según la hoja de vida oficial allegada por la Policía Nacional que Saúl Gómez Barrero era agente de dicha institución para la época de los hechos, 16 de noviembre de 1999, y que tenía una asignación salarios, como se constata con constancia, de 28 de abril de 2001, de la Tesorera del Departamento de Policía del Tolima [fl.24 c1], de acuerdo con la cual:

“[…] Que revisada la nómina de sueldos correspondientes al mes de noviembre del año 1999 se constato [sic] que el señor AG. GOMEZ BARRERO SAUL, quien se identifica con la cédula de ciudadanía número 93.124.837, devengo [sic] sueldo en forma discriminada así:

SUELDO BÁSICO:

$389.301.oo

PRIMAS:



305.838.66

TOTAL:



695.139.66”
101.2 La Sala tiene por acreditada la actividad productiva o económica de la víctima Saúl Gómez Barrero para la época de los hechos, 16 de noviembre de 1999, como agente de la Policía Nacional, asignado al Departamento de Policía del Tolima, en la estación del municipio de Prado. Se encuentra acreditada, además su asignación mensual, la que será actualizada, y de la que se deducirá el 25% que corresponde a los gastos personales o de subsistencia que dedicaba la víctima. Finalmente, solamente se reconocerá el lucro cesante consolidado, aquel que se establece desde la fecha de los hechos y hasta la de la presente providencia, teniendo en cuenta que el agente Gómez Barrero al momento de su muerte contaba con la edad de 26 años, la que según la jurisprudencia constante de la Sección Tercera es aquella en la que cabe afirmar la independencia y autonomía económica de la persona respecto de sus padres y familiares.

101.3 La primer fórmula a aplicar por la Sala tiene que ver con la actualización de la asignación salarial integral reconocida al agente Saúl Gómez Barrero para la época de los hechos, que ascendía a $695.139,66, con base en la siguiente fórmula:

Ra
=
Ri
índice final




Índice inicial

Ra: valor o renta actual

Ri: valor o renta inicial, equivalente al salario integral reconocido a la víctima de $695.139,66.

Índice final: equivalente al IPC para la fecha del fallo, que como estamos a comienzos de abril se toma la referencia del certificado por el DANE para el mes de marzo, que corresponde a 115,71.

Índice inicial: equivalente al IPC para la fecha de los hechos [16 de noviembre de 1999], que corresponde a 56,70.

Aplicación de la fórmula:

Ra
=
$695.139,66

115,71






56,70

Ra
=
$1.418.600.oo

101.4 La Sala determine como valor actualizado la suma de $1.418.600.oo, que resulta ser superior al salario mínimo legal mensual vigente para el año 2014, de $616.000.oo, por lo que en equidad y prevalencia del derecho a la reparación integral y al criterio de indemnidad a tomar el primero como la base para liquidar el lucro cesante. A dicho valor, no se le incrementará el 25% por concepto de prestaciones sociales, ya que estas vienen comprendidas en el salario integral objeto de la actualización. Pero la Sala si deduce el 24%, que corresponde a los gastos personales o de subsistencia que dedicaba la víctima Saúl Gómez Barrero, de tal manera que el valor o renta actual con base en el cual se liquidará el lucro cesante a favor María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre de la víctima], será de $1.056.450.oo.

101.4 El lucro cesante que se reconoce es el consolidad, es decir, aquel que comprende el período desde la fecha de los hechos [16 de noviembre de 1999], y hasta la fecha en que se profiera esta sentencia [9 de abril de 2014], teniendo como fórmula de matemática financiera a aplicar la siguiente:

S
=
Ra
[1 + i]n -1



     i

S: es la indemnización a obtener.

Ra: renta actual que corresponde a la suma de $1.056.450.oo.

n: número de meses que comprende el período indemnizable [desde la fecha de los hechos, 16 de noviembre de 1999, y hasta la fecha de la sentencia, 9 de abril de 2014], que corresponde a: 172,73 meses.

i: interés puro o técnico que corresponde a 0,004867

101.5 Luego, la liquidación del lucro cesante consolidado a favor de María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre la víctima Saúl Gómez Barrero], es la siguiente:

S
=
$1.056.450.oo
[1 + 0,004867]172,73 – 1






0,004867

S
=
$269.051.270.oo
101.6 Por concepto de lucro cesante consolidado la Sala condenará a las entidades demandadas a pagar a favor de María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre de la víctima] la suma de DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE MILLONES CINCUENTA Y UN MIL DOSCIENTOS SETENTA PESOS MCTE [$269.051.270.oo]. Se negará la pretensión indemnizatoria a favor de la misma demandante por concepto de lucro cesante futuro en atención a lo argumentado anteriormente.

102 Una vez reconocidos, tasados y liquidados los perjuicios a que hay lugar, con base en la prueba allegada al proceso, a favor de los demandantes, la Sala con base en los artículos 90, 93 y 214 de la Carta Política y 1.1, 2, 25 y 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos procede a examinar la procedencia de las medidas de reparación no pecuniarias, en el entendido que en el caso se produjeron violaciones o vulneraciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario de la víctima agente Saúl Gómez Barrero, y con el objetivo de hacer eficaz tanto el derecho a la reparación integral, como el derecho a la verdad, justicia y reparación de los familiares de la víctima.
10. Medidas de reparación no pecuniarias.
103 La Sala estudia si procede en el presente caso ordenar medidas de reparación no pecuniarias, teniendo en cuenta las circunstancias específicas del caso y las afectaciones a las que fue sometida la víctima Saúl Gómez Barrero, que generaron la violación de los artículos 1, 2, 11, 16 y 42 de la Carta Política, 1.1, 2, 4 y 5 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Así mismo, se observa que para la consideración de este tipo de medidas la base constitucional se desprende los artículos 90, 93 y 214, la base legal del artículo 16 de la ley 446 de 1998 y 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Adicionalmente, y para garantizar el derecho a la reparación integral de la víctima, se tiene en cuenta que debe ceder el fundamento procesal del principio de congruencia ante la primacía del principio sustancial de la “restitutio in integrum”, máxime cuando existe la vulneración del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, como quedó verificado con ocasión de los hechos ocurridos el 15 de diciembre de 1997.
104 De acuerdo con la jurisprudencia de la Sección Tercera, toda “reparación, parte de la necesidad de verificar la materialización de una lesión a un bien jurídico tutelado [daño antijurídico], o una violación a un derecho que, consecuencialmente, implica la concreción de un daño que, igualmente, debe ser valorado como antijurídico dado el origen del mismo [una violación a un postulado normativo preponderante]. Así las cosas, según lo expuesto, es posible arribar a las siguientes conclusiones lógicas: Toda violación a un derecho humano genera la obligación ineludible de reparar integralmente los daños derivados de dicho quebrantamiento. No todo daño antijurídico reparable (resarcible), tiene fundamento en una violación o desconocimiento a un derecho humano y, por lo tanto, si bien el perjuicio padecido deber ser reparado íntegramente, dicha situación no supone la adopción de medidas de justicia restaurativa. Como se aprecia, en la primera hipótesis, nos enfrentamos a una situación en la cual el operador judicial interno, dentro del marco de sus competencias, debe establecer en qué proporción puede contribuir a la reparación integral del daño sufrido, en tanto, en estos eventos, según los estándares normativos vigentes [ley 446 de 1998 y 975 de 2005], se debe procurar inicialmente por la restitutio in integrum [restablecimiento integral] del perjuicio y de la estructura del derecho trasgredido, para constatada la imposibilidad de efectuar la misma, abordar los medios adicionales de reparación como la indemnización, rehabilitación, satisfacción, medidas de no repetición y, adicionalmente el restablecimiento simbólico, entre otros aspectos. Debe colegirse, por lo tanto, que el principio de reparación integral, entendido éste como aquel precepto que orienta el resarcimiento de un daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al que se encontraba antes de la ocurrencia del mismo, debe ser interpretado y aplicado de conformidad al tipo de daño producido, es decir, bien que se trate de uno derivado de la violación a un derecho humano, según el reconocimiento positivo del orden nacional e internacional, o que se refiera a la lesión de un bien o interés jurídico que no se relaciona con el sistema de derechos humanos.

105 En esa perspectiva, la reparación integral en el ámbito de los derechos humanos supone, no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, naturalmente, de una violación a las garantías de la persona reconocidas internacionalmente, sino que también implica la búsqueda del restablecimiento del derecho vulnerado, motivo por el cual se adoptan una serie de medidas simbólicas y conmemorativas, que no propenden por la reparación de un daño [strictu sensu], sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos infringidos. Por el contrario, la reparación integral que opera en relación con los daños derivados de la lesión a un bien jurídico tutelado, diferente a un derecho humano, se relaciona, específicamente, con la posibilidad de indemnizar plenamente todos los perjuicios que la conducta vulnerante ha generado, sean éstos del orden material o inmaterial. Entonces, si bien en esta sede el juez no adopta medidas simbólicas, conmemorativas, de rehabilitación, o de no repetición, dicha circunstancia, per se, no supone que no se repare íntegramente el perjuicio. Como corolario de lo anterior, para la Sala, la reparación integral propende por el restablecimiento efectivo de un daño a un determinado derecho, bien o interés jurídico y, por lo tanto, en cada caso concreto, el operador judicial de la órbita nacional deberá verificar con qué potestades y facultades cuenta para obtener el resarcimiento del perjuicio, bien a través de medidas netamente indemnizatorias o, si los supuestos fácticos lo permiten [trasgresión de derechos humanos en sus diversas categorías], a través de la adopción de diferentes medidas o disposiciones”
.

106 Así mismo, en su momento la jurisprudencia de la Sección Tercera consideró que la “reparación integral en el ámbito de los derechos humanos implica no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan de una violación a las garantías de la persona reconocidas internacionalmente, sino que también supone la búsqueda del restablecimiento del derecho vulnerado, motivo por el cual era posible la implementación de una serie de medidas simbólicas y conmemorativas, que no propenden por la reparación de un daño (strictu sensu), sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos vulnerados. Por el contrario, la reparación integral que opera en relación con los daños derivados de la lesión a un bien jurídico tutelado, diferente a un derecho humano, se relaciona específicamente con la posibilidad de indemnizar plenamente todos los perjuicios que la conducta vulnerante ha generado, sean éstos del orden material o inmaterial. Entonces, si bien en esta sede el juez no adopta medidas simbólicas, conmemorativas de rehabilitación, o de no repetición, ello no implica en manera alguna que no se repare íntegramente el perjuicio”
.

107 En el caso específico del agente de la Policía Nacional Saúl Gómez Barrero, quien murió violentamente durante el ataque o incursión guerrillera perpetrada por el grupo armado insurgente FARC al municipio de Prado [Tolima] el 16 de noviembre de 1999, no hay duda que se produjeron violaciones de los derechos humanos del mismo, no sólo en su posición ciudadano-policía, sino también como miembro de la fuerza pública se produjeron violaciones al derecho internacional humanitario. En cuanto a los primeros, son las entidades demandadas las destinatarias de las órdenes y exhortaciones, ya que su actuar omisivo e inactividad permitieron no sólo la concreción del daño antijurídico y de los perjuicios, sino también la vulneración de los derechos a la vida, a la familia, al libre desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana del agente Saúl Gómez Barrero, por lo que la Sala determina como medidas de reparación no pecuniaria:

107.1 A título de satisfacción se ordenará: 1) la realización de un acto público, con presencia del Director General de la Policía Nacional de Colombia y del Director del Departamento de Policía del Tolima, de reconocimiento a la memoria de Saúl Gómez Barrero [con instalación de la placa respectiva en el edificio del Departamento de Policía Tolima], quien dio su vida y fue asesinado vilmente por defender las instituciones, el mantenimiento de la integridad territorial, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia del orden justo, a realizarse en el municipio de Prado [Tolima]; 2) publicación de la parte motiva y resolutiva de la presente providencia por todos los medios de comunicación, medios electrónicos, redes sociales y página web de las entidades demandadas, por un período de un [1] año, contados desde la ejecutoria de la presente sentencia; 3) compulsar copias a la Procuraduría General de la Nación y a la Fiscalía General de la Nación para que investigue lo que sea de competencia respecto de los miembros de las entidades demandadas para la época de los hechos; 4) exhortar al Estado para que dentro del marco de la Ley 1448 de 2011, y de sus decretos reglamentarios, estudie la situación de la familia de Saúl Gómez Barrero, para establecer si puede recibir los beneficios relativos al restablecimiento de la estructura familiar que resultó vulnerada por hechos acaecidos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima]; y, 5) se ordenará que por Secretaría de la Sección se remita la presente sentencia al Centro de Memoria Histórica para que repose dentro de los archivos que dicha entidad tenga respecto al conflicto armado interno.
107.2 A título de rehabilitación se ordenará: 1) que se ofrezca la asistencia psicológica y familiar a aquellos miembros del grupo de demandantes que lo soliciten dentro del término de seis [6] meses contados desde la ejecutoria de esta sentencia

107.3 A título de verdad, justicia y reparación se ordenará y exhortará: 1) por Secretaría de la sección Tercera remitir la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación para que revise en la Unidad de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario si hay lugar a abrir, reabrir y continuar la investigación contra la organización insurgente FARC y aquellos miembros de los frentes 21 y 25, especialmente contra Henry Castellanos Garzón, alias “Romaña”, que hayan participado [intelectual y materialmente] en la comisión de presuntas violaciones de derechos humanos y de derecho internacional humanitario cometidas contra la víctima del presente asunto, y consistentes en: a) violación del derecho a la vida, b) violación del derecho a la integridad personal, c) violaciones de las normas de los Convenios de Ginebra, d) uso de armas no convencionales, etc., y todas aquellas que se desprendan de los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima]; 2) por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de esta providencia a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Bogotá D.C., Todd Howland, para que pueda tenerla en cuenta en su próximo informe sobre la situación de derechos humanos en el país; 3) por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de la presente providencia a la Presidencia de la República para que se tenga en cuenta esta providencia por el Programa Presidencial para la Protección y Vigilancia de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; y, 4) finalmente, se exhorta para que en el término, improrrogable, de treinta (30) días la Defensoría del Pueblo informen de las investigaciones por la violación del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos que se hayan adelantado por los hechos, y se ponga disposición por los medios de comunicación y circulación nacional.
108 De todo lo ordenado, las entidades demandadas deberán entregar al Tribunal de origen y a este despacho informes del cumplimiento dentro de los cuarenta y cinco días (45) siguientes a la ejecutoria de la sentencia por escrito y acompañando el material necesario.
11. Costas.

109 Finalmente, la Sala después de examinado el expediente encuentra que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

REVOCAR la sentencia apelada de 10 de junio de 2004 proferida por Tribunal Administrativo Tolima, para que con fundamento en la parte motiva se procede a fallar de la siguiente manera:

PRIMERO. DECLARAR que la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL es administrativa y patrimonialmente responsable del daño antijurídico sufrido por SAÚL GÓMEZ BARRERO, por su madre MARÍA DE LOS ÁNGELES BARRERO DE GÓMEZ, y por su hermanos LUZ ANGELA, ARNULFO, NELSON y NUBIA AGUSTINA GÓMEZ BARRERO, como consecuencia de la muerte violenta que padeció el agente Gómez Barrero durante los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima].

SEGUNDO. CONDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL a pagar por concepto de perjuicios morales a favor de la madre y de los hermanos de la víctima de la siguiente manera:
	Víctima
	Indemnización a reconocer en salarios mínimos legales mensuales vigentes
	Equivalente en pesos

	María de los Ángeles Barrero de Gómez [madre]
	100
	$61.600.000.oo

	Luz Angela Gómez Barrero [hermana]
	50
	$30.800.000.oo

	Arnulfo Gómez Barrero [hermano]
	50
	$30.800.000.oo

	Nelson Gómez Barrero [hermano]
	50
	$30.800.000.oo

	Nubia Agustina Gómez Barrero [hermana]
	50
	$30.800.000.oo


TERCERO. ORDENAR Y EXHORTAR  a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL al cumplimiento de “medidas de reparación no pecuniarias”, con el objeto de responder al “principio de indemnidad” y a la “restitutio in integrum”, que hacen parte de la reparación que se establece en la presente decisión: 
A título de satisfacción se ordenará: 1) la realización de un acto público, con presencia del Director General de la Policía Nacional de Colombia y del Director del Departamento de Policía del Tolima, de reconocimiento a la memoria de Saúl Gómez Barrero [con instalación de la placa respectiva en el edificio del Departamento de Policía Tolima], quien dio su vida y fue asesinado vilmente por defender las instituciones, el mantenimiento de la integridad territorial, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia del orden justo, a realizarse en el municipio de Prado [Tolima]; 2) publicación de la parte motiva y resolutiva de la presente providencia por todos los medios de comunicación, medios electrónicos, redes sociales y página web de las entidades demandadas, por un período de un [1] año, contados desde la ejecutoria de la presente sentencia; 3) compulsar copias a la Procuraduría General de la Nación y a la Fiscalía General de la Nación para que investigue lo que sea de competencia respecto de los miembros de las entidades demandadas para la época de los hechos; 4) exhortar al Estado para que dentro del marco de la Ley 1448 de 2011, y de sus decretos reglamentarios, estudie la situación de la familia de Saúl Gómez Barrero, para establecer si puede recibir los beneficios relativos al restablecimiento de la estructura familiar que resultó vulnerada por hechos acaecidos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima]; y, 5) se ordenará que por Secretaría de la Sección se remita la presente sentencia al Centro de Memoria Histórica para que repose dentro de los archivos que dicha entidad tenga respecto al conflicto armado interno.
A título de rehabilitación se ordenará: 1) que se ofrezca la asistencia psicológica y familiar a aquellos miembros del grupo de demandantes que lo soliciten dentro del término de seis [6] meses contados desde la ejecutoria de esta sentencia

A título de verdad, justicia y reparación se ordenará y exhortará: 1) por Secretaría de la sección Tercera remitir la presente providencia a la Fiscalía General de la Nación para que revise en la Unidad de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario si hay lugar a abrir, reabrir y continuar la investigación contra la organización insurgente FARC y aquellos miembros de los frentes 21 y 25, especialmente contra Henry Castellanos Garzón, alias “Romaña”, que hayan participado [intelectual y materialmente] en la comisión de presuntas violaciones de derechos humanos y de derecho internacional humanitario cometidas contra la víctima del presente asunto, y consistentes en: a) violación del derecho a la vida, b) violación del derecho a la integridad personal, c) violaciones de las normas de los Convenios de Ginebra, d) uso de armas no convencionales, etc., y todas aquellas que se desprendan de los hechos ocurridos el 16 de noviembre de 1999 en el municipio de Prado [Tolima]; 2) por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de esta providencia a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Bogotá D.C., Todd Howland, para que pueda tenerla en cuenta en su próximo informe sobre la situación de derechos humanos en el país; 3) por Secretaría de la Sección Tercera se remitirá copia de la presente providencia a la Presidencia de la República para que se tenga en cuenta esta providencia por el Programa Presidencial para la Protección y Vigilancia de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario; y, 4) finalmente, se exhorta para que en el término, improrrogable, de treinta (30) días la Defensoría del Pueblo informen de las investigaciones por la violación del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos que se hayan adelantado por los hechos, y se ponga disposición por los medios de comunicación y circulación nacional.
De todo lo ordenado, las entidades demandadas deberán entregar al Tribunal de origen y a este despacho informes del cumplimiento dentro de los cuarenta y cinco días (45) siguientes a la ejecutoria de la sentencia por escrito y acompañando el material necesario.
CUARTO. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

QUINTO. CÚMPLASE lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

SEXTO. ABSTENERSE de condenar en costas

SÉPTIMO. Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE inmediatamente el expediente al Tribunal de origen”

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE 

OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ                          ENRIQUE GIL BOTERO

Magistrada                                                                  Presidente

Aclaró voto                                                                 Salvó parcialmente voto
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado

� Con la demanda se solicitaron las siguientes pruebas: “[…] 7.2.1. Que se libre comunicación al señor Comandante del Departamento de Policía del Tolima con sede en Ibague [sic] en la carrera 3 No 21 esquina, para que envíe con destino a este proceso, la hoja de vida del agente Saúl Gómez Barrero, la cual debe contener las constancias del curso de reentrenamiento de tácticas logísticas de luchas de contraguerrillas que debió recibir el Agente [sic] en mención antes de ser trasladado a prestar servicio en el Municipio [sic] de Prado Tolima, por ser este municipio declarado zona de orden público, con sus respectivas constancias. 7.2.2. Que se libre comunicación al señor Comandante del Departamento de Policía del Tolima con sede en Ibagué […] para que envíe […] el Plan vigente de Apoyo a Unidades Vecinas, para el día 16 de noviembre de 1.999, el que reposa en dicho comando. 7.2.3. Se oficie al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses Dirección Regional Oriente Seccional Tolima (Palacio de Justicia de Ibagué oficina 127), para que envíe […] copia del protocolo de Necropsia [sic] realizada el día 17 de noviembre de 1.999 al cadáver que en vida se llamó Saúl Gómez Barrero […] 7.3. Solicitud de Pruebas [sic] testimoniales: […] 7.3.1. Del Señor [sic] PEDRO ALDEMAR RAMIREZ, residente en el municipio de Prado Tolima […] 7.3..2. Del Señor [sic] JOSE MARTÍN CASTAÑEDA RODRÍGUEZ […] 7.3.3. Del señor MIGUEL ANGEL BALLESTEROS PINZÓN […] 7.3.4. De la Señora [sic] DEYANID CAMPOS SOGAMOSO […] 7.3.5. De la Señora [sic] EDILMA BERMUDEZ SALAS […] 7.3.6. De la señora DORIS ROCIO RODRIGUEZ VARGAS […] Del señor JOSE OLIDER MONROY […] 7.4. Petición Especial [sic]: Si el honorable magistrado conductor del presente proceso, considera que la información contenida en la prensa escrita en los periódicos del Nuevo Día y el Tiempo de las fechas que a continuación se relaciona: De la página 3b del periódico el Nuevo Día del viernes 19 de noviembre de 1.999, del periódico el Tiempo la página 9 del miércoles 24 de noviembre de 1.999, de los periódicos el Nuevo Día y el Tiempo, debe ratificar dichas noticias para que tengan valor probatorio y sean tenidas como prueba” [fls.47 a 49 c1].


� En la contestación se solicitaron las siguientes pruebas: “[…] - Se oficie al Comando del Departamento de Policía Tolima, para que certifique con que [sic] entidades se hicieron las coordinaciones de a poyo [sic] a las diferentes estaciones atacas [sic] en forma simultanea [sic] para los días 15, 16,y [sic] 17 de Noviembre [sic] de 1999. – Se oficie al Subcomando Operativo del Departamento de Policía del Tolima para que se allegue fotocopias de los oficios No. 0180 del 20-11-99, 0787 del 23-11-99. S/n del 19-11-99, 1116 del 18-11-99, oficio s/n 19-11-99, correspondiente a los informes rendidos en cada Estación Policial [sic] atacada el 16-11-99. – Se oficie al Batallón JAIME ROOK, SEXTA BRIGADA Y AL COMANDO AEREO TACTICO NO. 1 DE MELGAR, para que certifiquen si ellos prestaron apoyo a la Policía Nacional el 16-11-99 cuando fueron atacadas las Estaciones [sic] de Prado, Hidroprado, Dolores, Villarrica, y la Arada. – Se oficie al Juzgado de Instrucción Penal Militar (Reparto), adscrito al Departamento de Policía Tolima, con el fin de que certifique si allí se adelanta o se adelanto [sic] proceso penal por el Homicidio [sic] del Ag. SAUL GOMEZ BARRERO ocurrida entre el 16 y 17.11.99 en la toma guerrillera de Prado (Tol). – Se oficie a la Coordinación de Asuntos Jurídicos y Disciplinarios ubicado en el Comando del Departamento de Policía Tolima, con el fin de que certifique si allí se adelanta o se adelanto [sic] proceso disciplinario por el Homicidio [sic] del Ag. [sic] SAUL GOMEZ BARRERO ocurrida entre el 16 y 17.11.99 en la toma guerrillera de Prado (Tol). – Se oficie a la Estación [sic] 100 del Departamento de Policía Tolima, con el fin de que allegue fotocopia de toda la cronología que se lleva en dicha dependencia y demás antecedentes relacionados con la toma guerrillera del 16 y 17 de Nov/99 [sic] en las poblaciones de Prado, Hidroprado, Dolores, Villarrica y la Arada (Tol)” [fls.65 y 75 c1].


� En la mencionada providencia se decidió: “PRUEBAS PEDIDAS POR LA PARTE ACTORA 1.- Téngase como prueba la documentación presentada con la demanda y anexada a ella. 2.- Decrétase como prueba la documental pedida por esta parte en los puntos 7.2.1, 7.2.2, 7.2.3, de su capítulo probatorio de la demanda […] Ofíciese a las entidades y funcionarios respectivos, quienes a costa de los interesados, expedirán copias o fotocopias auténticas de la documentación requerida y certificaciones del caso con destino a este proceso. 4.- [sic] Ordénase la recepción de los testimonios de los señores JOSE MARTÍN CASTAÑEDA RODRIGUEZ, MIGUEL ANGEL BALLESTEROS PINZON, JOSE OLIDER MONROY, mayores y vecinos de Bogotá […] 5.- Ordenase [sic] la recepción de los testimonios de las señoras DEYANID CAMPOS SOGAMOSO, EDILMA BERMÚDEZ SALAS […] Y a la señora DORIS ROCIO RODRÍGUEZ VARGAS […] PEDRO ALDEMAR RAMIREZ […] PRUEBAS PEDIDAS POR LA ENTIDAD DEMANDADA 1.- Téngase como prueba la documentación presentada con su escrito de contestación al libelo y anexado a este. 2.- Decrétase como prueba la documental pedida por esta parte en su capítulo probatorio […] Ofíciese a las entidades quienes a costa de los interesados, expedirán los documentos y certificaciones respectivas, con destino a este proceso” [fls.77 y 78 c1].


� La sentencia de primera instancia contó con un salvamento de voto, cuyos argumentos son: “[…] Así, pues, de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina citadas, los elementos fundamentales que se requieren para determinar que no se obró con la diligencia debida, se configuraron en el presente caso, pues era de conocimiento público la posible incursión guerrillera al Municipio [sic] del Prado, y así lo ha expresado los testigos en otros procesos […] pues fue por esa precisa razón, que días antes se instalara un puesto de mando del ejercito [sic] en el Municipio [sic] de purificación [sic], para ejercer un mayor control operacional que garantizara los apoyos dentro de la mayor efectividad. Igualmente existe prueba de que los policías que se encontraban en la Inspección de Prado no tenían el armamento necesario para combatir una ofensiva guerrillera, y así lo manifiestan los PT. RAMÍREZ GUZMÁN ARIEL Y CRUCERIRA AGUIRRE CARLOS ARBY, en el informe presentado a la Fiscal 46 Local […] al referirse al ataque […] Además, teniendo en cuenta que la incursión guerrillera se inició aproximadamente a las 22:00 del día 16 de noviembre y que fue avisado el ataque a la [sic] Departamento de Policía Tolima […] a las 22:40 del mismo día, no se puede comprender como [sic] los altos mandos de la Policía a sabiendas del poco personal allí asignado, y del poco armamento a su cargo, dejan que estas personas respondan un ataque guerrillero de esta magnitud, haciendo solo presencia al sitio de los hechos hasta mediados del día siguiente, ocasionando con esto un riesgo excepcional en contra de los Policías [sic] de Prado, pues si bien ellos tienen el deber, como fuerza pública, de enfrentar y responder a dichos atentados en defensa de los intereses de la ciudadanía, no es concebible que sólo seis Policías [sic] enfrenten a 200 o más guerrilleros, más aún, sin los medios necesarios para hacerlo” [fls.130 a 132 cp].


� En la parte resolutiva se ordena: “OFICIESE por Secretaría al Comandante del Departamento de Policía Tolima, para que envíe con destino a este proceso, el Plan vigente del Manual de Apoyo de Unidades Vecinas, ejecutado el día 16 de noviembre de 1999, en ayuda y socorro a los policías del cuartel de Prado, Tolima” [fl.158 cp].


� En la demanda por perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante [consolidado y futuro], fue solicitado a favor de María de los Ángeles Barrero de Gómez la suma de trescientos cuarenta millones cuatrocientos dieciocho mil quinientos ochenta pesos con nueve centavos [$340.418.580,09], lo que excede la cuantía mínima exigida para que el proceso tuviera vocación de doble instancia, esto era, $26.390.000.oo.


� Sección Tercera, sentencias de 4 de mayo de 2000, expediente 17566; 27 de noviembre de 2002, expediente 13541; de 31 de agosto de 2006, expediente 28448; de 21 de mayo de 2008, expediente 2675; de 13 de agosto de 2008, expediente: 35062, entre otras.


� Posición que puede verse en sentencia de la Sub- sección C, de 18 de enero de 2012, expediente: 19920. Sobre la valoración de copia simple también puede verse las sentencias de 18 de septiembre de 1997, expediente: 9666; 21 de febrero 21 de 2002, expediente: 12789; 26 de mayo de 2010, expediente: 18078; 27 de octubre de 2011, expediente: 20450.


� Posición reiterada en Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 18 de enero de 2012, expediente 19920.


� En la mencionada declaración afirmó: “[…] Que conocí al señor SAUL GOMEZ BARRERO, por el espacio de 31 años, por que [sic] yo soy amiga de la familia de él y de la señora madre de él, de nombre MARIA DE LOS ANGELES BARRERO VIUDA DE GOMEZ, incluso a ella la conocí de soltera.- La relación que mantenía SAUL GOMEZ BARRERO, con su señora madre y con sus hermanos, era muy buena, pues era buen hermano, buen hijo, detallista, hacían reuniones familiares frecuentes.- Igualmente me consta que SAUL GOMEZ BARRERO, ayudaba economicamente [sic] a su señora madre […] pues le colaboraba con dinero y a sus hermanos, les ayudaba en todo, en caso de una enfermedad, siempre les ayudaba […] Me consta que el [sic] murió en el asalto del puesto de policía de Prado, y según eso los dejaron a la deriva por que [sic] no los auxiliaron.- El [sic] era agente de la Policía Nacional […]” [fl.13 c1].


� En la mencionada declaración afirmó: “[…] Que conoci [sic] de vista trato y comunicación a SAUL GOMEZ BARRERO, por el espacio de 18 años, por ser vecinos.- Las relaciones que SAUL GOMEZ BARRERO, mantenía con su señora madre y hermanos, eran [sic] unas relaciones muy buenas, por no decir excelentes.- Me consta que el señor SAUL GOMEZ BARRERO, hasta el dia [sic] de su fallecimiento, siempre ayudo [sic] economicamente [sic] a su señora madre y hermanos, pues era costumbre que de su sueldo, siempre le enviaba a su señora madre algo para la ayuda economica [sic] dfe [sic] ella, y cuando sus hermanos requerian [sic] de su ayuda, él les colaboraba en lo que podía.- - Me consta igualmente que el motivo de la muerte de SAUL GOMEZ BARRERO, fue en la toma guerrillera perpetrada en el Municipio [sic] de Prado Tolima, por los Frentes [sic] de las Farc […]” [fl.14 c1].


� En la mencionada declaración afirmó: “[…] Que conoci [sic] de vista trato y comunicación a SAUL GOMEZ BARRERO, por el espacio de 10 años, por intermedio de mi esposo.- Las relaciones que SAUL GOMEZ BARRERO, mantenía con su señora madre y hermanos, eran [sic] unas relaciones muy buenas, por no decir excelentes.- Me consta que el señor SAUL GOMEZ BARRERO, hasta el dia [sic] de su fallecimiento, siempre ayudo [sic] economicamente [sic] a su señora madre y hermanos, pues era costumbre que de su sueldo, siempre le enviaba a su señora madre algo para la ayuda economica [sic] dfe [sic] ella, y cuando sus hermanos requerian [sic] de su ayuda, él les colaboraba en lo que podía.- - Me consta igualmente que el motivo de la muerte de SAUL GOMEZ BARRERO, fue en la toma guerrillera perpetrada en el Municipio [sic] de Prado Tolima, por los Frentes [sic] de las Farc […]” [fl.15 c1].


� “[…] El día dieciseis [sic] (16) de Noviembre [sic] de mil novecientos noventa y nueve (1999), nos encontrabamos [sic] en el Municipio [sic] de Prado (Tol), cuando la toma guerrillera de los subversivos de la FARC, atacaron el puesto de Policía donde se encontraban trabajando nuestros esposo LUIS ALFREDO MENDEZ CARRILLO; SAUL GOMEZ BARRERO Y JOS FULGENCIO RODRIGUEZ, y en donde perdieron la vida, siendo más o menos las diez y diez (10:10) de la noche. El apoyo fué [sic] o llego [sic] a las dos (2) de la mañana, cuando ya habia [sic] pasado la toma guerrillera. El apoyo por tierra llegó al otro día a las tres (3) de la tarde. Pasados aproximadamente unos cuatro o cinco (4-5) días, el coronel que se encontraba a cargo del comando de Policía del Departamento del Tolima, nos cito [sic] a una reunión en el Comando de Ibagué, en la cual nosotras le preguntamos que por que [sic] no habia [sic] mandado el apoyo esa noche, cuando en el Municipio [sic] de Purificación se encontraba una contraguerrilla, y la respues [sic] de el [sic] coronel, fue que era preferible que mataran ocho (8) y no viente (20). Con esa respuesta nos sentimos muy dolidas, ya que nos preguntamos cual [sic] es la protección que puede tener ésa institución para con sus mismos miembros (o empleados). Además nosotras tenemos conocimiento de que nuestros esposos habian [sic] informado a la Institución [sic] (POLICIA NACIONAL) de aquí de Ibagué, puesto que un mes antes habian [sic] hecho una reunión donde habían manifestado que la guerrilla se iba a tomar el puesto de policía y ellos (nuestros esposos) no se encontraban con un buen armamento para defendersen [sic] y sin ninguna protección por que [sic] el puesto de Policía era una casa de bahareque” [fls.25 y 26 c1].


� Sección Quinta, sentencia de 14 de diciembre de 1990, expediente 0471.


� Sección Tercera, sentencia de 17 de junio de 2004, expediente 15183.


� Sección Tercera, auto de 25 de julio de 2007, expediente 33705.


� Sección Tercera, sentencia de 19 de noviembre de 2008, expediente 28259.


� Según la noticia: “El 16 de noviembre fue un día negro para el departamento del Tolima. Tristemente los municipios de Prado, Dolores y Villarica y la inspección de La Arada, en Alpujarra, localidades ubicadas en el sur de este territorio, fueron víctimas de una arremetida guerrillera, que según palabras del general Rosso José Serrano Cadena, director de la Policía Nacional “no son otra cosa que la respuesta de la subversión a la propuesta de una tregua navideña hecha por el presidente Andrés Pastrana Arango”. El gobernador del Tolima, Carlos Alberto Estefan Upegui señaló que la normalidad tardó en regresar a dichas localidades, debido a la existencia de minas y otros artefactos explosivos regados en los diferentes cascos urbanos para evitar el ingreso del apoyo militar. Así mismo, las carreteras que conducen a cada uno los lugares mencionados estaban invadidas tanto de guerrilleros como de trampas mortales. En esta oportunidad, ni las iglesias fueron respetadas ya que su destrucción puede considerarse como total. Lo anterior se llevó a cabo mediante la utilización de cilindros con metralla, granadas y ráfagas continuas. Los agentes de Policía de cada uno de los lugares afectados, soportaron como pudieron las más de 12 horas que duraron las incursiones. Ocho de ellos perecieron en medio del combate, 11 heridos se rindieron y algunos más vieron nuevamente la luz cuando el ejército recuperó las zonas. Rosso José Serrano Cadena, comentó que por lo menos unos cuatro mil hombres de los que se encontraban en la zona de distensión y diálogo en San Vicente del Caguán, se desplazaron hasta el Tolima para hacer presencia militar y acabar con las poblaciones sin discriminación alguna” [fl.16 c1]. Recorte sin fecha, ni designación de diario: “Prado en escombros Desde las 10 de la noche del martes, la población de Prado tuvo que soportar como nunca antes la llegada de más de 400 subversivos de las autodenominadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC. Pedro Aldemar Rodríguez, alcalde del municipio, aseveró que “no sólo el puesto de Policía está en ruinas sino también la parroquia y la iglesia, motivo por el cual el sacerdote que oficia la misa tuvo que dormir en otro lado” […] En rueda de prensa luego del Consejo de Seguridad Nacional realizado el miércoles en Ibagué, el Director de la Policía denunció la utilización por parte de la guerrilla de perros con granadas amarradas al cuello que hicieron explosión dentro de los comandos”. [fl.17 c1].


� Puede verse: Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2003, expediente 23603.


� Sección Tercera, sentencias de 27 de junio de 1996, expediente 9255; de 18 de septiembre de 1997, expediente 10230; de 25 de enero de 2001, expediente 3122; de 16 de enero de 2001, expediente ACU-1753; de 1 de marzo de 2006, expediente 16587; Sub-sección C, de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� Sección Tercera, sentencia de 10 de noviembre de 2000, expediente 18298; Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� Sección Tercera, sentencias de 15 de junio de 2000, expediente 13338; de 25 de enero de 2001, expediente 11413; de 10 de noviembre de 2000, expediente 18298; de 19 de agosto de 2009, expediente 16363; Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� Sección Tercera, auto de 20 de mayo de 2003, expediente PI-059; Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� Sección Tercera, sentencia de 30 de mayo de 2002, expediente 1251-00; Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� Sección Tercera, Sub-sección C, aclaración de voto del Consejero Jaime Orlando Santofimio Gamboa a la sentencia de 31 de enero de 2011, expediente 17842; Sub-sección C, sentencia de 20 de junio de 2013, expediente 23603.


� “Sobre la oportunidad para pedir pruebas en segunda instancia, el artículo 212 del C. C. Administrativo consagra el término de ejecutoria del auto que admite el recurso”. Sección Tercera, auto de 30 de marzo de 2006. Expediente 28230.


� “Las pruebas documentales cuyos originales o copias se hayan solicitado a una oficina, y lleguen después de que el proceso haya pasado al despacho para sentencia, no serán tenidos en cuenta por el juez de primera instancia, pero serán considerados por el superior, quien de  oficio o a petición de parte deberá ordenar el trámite que faltara a dichas pruebas (art. 183 C. P. C.. Modificado ley 794 de 2003, art. 18, aplicable por vía de remisión legal, art. 267 C. C. A)”. Sección Tercera, sentencia de 2 de febrero de 2005, expediente 25740.


� “(…) no se está frente a ninguno de los casos taxativamente señalados para el decreto e incorporación de pruebas en segunda instancia del proceso contencioso; razón suficiente para no decretar las pruebas solicitadas y porque además resultaría violatorio del artículo 29 de la Constitución Política, porque frente a las mencionadas pruebas no tuvo  oportunidad de ejercer la entidad demandada el derecho de defensa que por ley le corresponde, por lo que no procede acceder a su práctica”. Sección Primera, sentencia de 30 de junio de 2011, expediente 1999-00157.


� De acuerdo con el precedente de unificación jurisprudencial de la Sección Tercera: “Tal como en diversas oportunidades lo ha puntualizado la Jurisprudencia [sic] de la Sección Tercera del Consejo de Estado, conviene precisar que mediante el recurso de apelación se ejerce el derecho de impugnación contra una determinada decisión judicial –en este caso la que contiene una sentencia–, por lo cual corresponde al recurrente confrontar los argumentos que el juez de primera instancia consideró para tomar su decisión, con sus propias consideraciones o apreciaciones, para efectos de solicitarle al juez de superior jerarquía funcional que decida sobre los puntos o asuntos que se plantean ante la segunda instancia. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la parte inicial del artículo 357 del C. de P. C. […] Así pues, por regla general, a la luz de las disposiciones legales vigentes y según la interpretación a las mismas les ha atribuido la Jurisprudencia [sic] nacional, se tiene entonces que el recurrente debe señalar en forma oportuna, esto es dentro de los términos establecidos por la ley, tanto los asuntos o aspectos que considere lesivos de sus derechos, como también debe justificar las razones de su inconformidad, a las cuales deberá ceñirse el juez [Así lo consideró la Sala en la providencia dictada el 26 de febrero de 2004, Exp: 26.261. M.P. Alier Hernández Enríquez] […] No sobra mencionar que otra de las limitaciones relevantes a las cuales se encuentra materialmente sujeta la competencia del juez ad quem, para efectos de proferir el fallo respectivo con el cual ha de desatar la apelación interpuesta contra una sentencia, la constituye la garantía de la non reformatio in pejus, por virtud de la cual no resulta válidamente posible que, con su decisión, el juez de la segunda instancia agrave, empeore o desmejore la situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida al apelante único mediante la sentencia de primera instancia. Dicha garantía, que le imposibilita al juez de la segunda instancia agravar la situación del apelante o resolverle en su perjuicio y que se circunscribe a los eventos en los cuales el cuestionamiento del fallo proviene de quien ha de aparecer como apelante único, encuentra expresa consagración constitucional en el artículo 31 de la Carta Política […] Conviene puntualizar que la no reformatio in pejus –al igual que ocurre con la casi totalidad de las garantías y de los derechos que el ordenamiento jurídico consagra y tutela– no tiene alcance absoluto o ilimitado, comoquiera que su aplicación encuentra, al menos, dos importantes restricciones de carácter general, a saber: i).- En primer lugar debe resaltarse que la imposibilidad de reformar el fallo de primer grado en perjuicio o en desmedro del apelante sólo tiene cabida cuando la impugnación respectiva sea formulada por un solo interesado (apelante único), lo cual puede comprender diversas hipótesis fácticas como aquella que corresponde a casos en los cuales, en estricto rigor, se trata de varias apelaciones desde el punto de vista formal, pero interpuestas por personas que aunque diferentes entre sí, en realidad comparten un mismo interés dentro del proceso o integran una misma parte dentro de la litis (demandada o demandante), por lo cual materialmente han de tenerse como impugnaciones únicas; ii).- En segundo lugar ha de comentarse que en aquellos casos relacionados con la apelación de los fallos inhibitorios de primer grado, en los cuales el juez de la segunda instancia encuentre que hay lugar a proferir una decisión de mérito, así deberá hacerlo “… aun cuando fuere desfavorable al apelante” (artículo 357, inciso final, C. de P. C.) [Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, Exp. 17160 y del 20 de mayo de ese mismo año, Exp. 16.925] […] Pues bien, a la luz de esta garantía, que le impone al juez de la segunda instancia el deber de respetar o de preservar el fallo apelado en aquellos aspectos que no resulten desfavorables para el apelante único y que el mismo no hubiere cuestionado por considerarlos no perjudiciales para sus derechos o intereses, conecta perfectamente con la anteriormente referida limitación material que de igual manera debe respetar el juez de segunda instancia, contenida en la parte inicial del inciso primero del artículo 357 del C. de P. C., en razón de la cual “[l]a apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso”, de lo cual se desprende con claridad que si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos [Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, Exp. 17160 y del 20 de mayo de ese mismo año, Exp. 16.925] De esta manera resulta claro que el límite material para las competencias del juez superior constituye el alcance de la apelación y los propósitos específicos que con la misma se persiguen, se complementa de manera diáfana y directa con la garantía de la no reformatio in pejus, a la cual, simultáneamente, le sirve de fundamento y explicación. En este orden de ideas, para la Sala Plena de la Sección Tercera resulta claro –y alrededor de este planteamiento unifica en esta materia su Jurisprudencia [sic]– que por regla general el marco fundamental de competencia del juez de segunda instancia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente, están llamados a excluirse del debate en la instancia superior, sin perjuicio de los casos previstos o autorizados por la Constitución Política o por la ley, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el principio dispositivo, razón por la cual la jurisprudencia nacional ha sostenido que “las pretensiones del recurrente y su voluntad de interponer el recurso, condicionan la competencia del juez que conoce del mismo. Lo que el procesado estime lesivo de sus derechos, constituye el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver el ad quem: ‘tantum devolutum quantum appellatum’. Ahora bien, en relación con la mencionada regla general, según la cual aquellos temas no propuestos en el recurso de alzada estarían llamados a excluirse del conocimiento del juez ad quem, conviene precisar que dicha regla general no es absoluta, puesto que la misma debe entenderse y admitirse junto con las excepciones que se derivan, por ejemplo, i) de las normas o los principios previstos en la Constitución Política; ii) de los compromisos vinculantes asumidos por el Estado a través de la celebración y consiguiente ratificación de Tratados Internacionales relacionados con la protección de los Derechos Humanos y la vigencia del Derecho Internacional Humanitario, o iii) de las normas legales de carácter imperativo, dentro de las cuales se encuentran, a título puramente ilustrativo, aquellos temas procesales que, de configurarse, el juez de la causa debe decretar de manera oficiosa, no obstante que no hubieren sido propuestos por la parte impugnante como fundamento de su inconformidad para con la decisión censurada” [subrayado fuera de texto].


� “[…] el perjudicado a consecuencia del funcionamiento de un servicio público debe soportar el daño siempre que resulte (contrario a la letra o al espíritu de una norma legal o) simplemente irrazonable, conforme a la propia lógica de la responsabilidad patrimonial, que sea la Administración la que tenga que soportarlo”. PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”, en AFDUAM, No.4, 2000, p.185. Martín Rebollo se pregunta: “¿Cuándo un daño es antijurídico? Se suele responder a esta pregunta diciendo que se trata de un daño que el particular no está obligado a soportar por no existir causas legales de justificación en el productor del mismo, esto es, en las Administraciones Públicas, que impongan la obligación de tolerarlo. Si existe tal obligación el daño, aunque económicamente real, no podrá ser tachado de daño antijurídico. Esto es, no cabrá hablar, pues, de lesión”. MARTIN REBOLLO, Luis. “La responsabilidad patrimonial de la administración pública en España: situación actual y nuevas perspectivas”, en BADELL MADRID, Rafael (Coord). Congreso Internacional de Derecho Administrativo (En Homenaje al PROF. LUIS H. FARIAS MATA). Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2006, pp.278 y 279.


� LARENZ. “Derecho de obligaciones”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson-Civitas, 2011, p.329.


� SCONAMIGLIO, R. “Novissimo digesto italiano”, citado en DÍEZ PICAZO, Luis. Fundamentos de derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. T.V. 1ª ed. Navarra, Thomson-Civitas, 2011, p.329.


� “[…] que lo razonable, en buena lógica de responsabilidad extracontractual, para las Administraciones públicas nunca puede ser hacerlas más responsables de lo que sea razonable para los entes jurídico-privados que desarrollan en su propio interés actividades análogas”. PANTALEON, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”., ob., cit., p.186.


� “Cuál es entonces el justo límite de la soberanía del individuo sobre sí mismo? ¿Dónde empieza la soberanía de la sociedad? ¿Qué tanto de la vida humana debe asignarse a la individualidad y qué tanto a la sociedad? […] el hecho de vivir en sociedad hace indispensable que cada uno se obligue a observar una cierta línea de conducta para con los demás. Esta conducta consiste, primero, en no perjudicar los intereses de otro; o más bien ciertos intereses, los cuales, por expresa declaración legal o por tácito entendimiento, deben ser considerados como derechos; y, segundo, en tomar cada uno su parte (fijada según un principio de equidad) en los trabajos y sacrificios necesarios para defender a la sociedad o sus miembros de todo daño o vejación”. MILL, John Stuart, Sobre la libertad, 1ª reimp, Alianza, Madrid, 2001, pp.152 y 153.


� SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. “La cláusula constitucional de la responsabilidad del Estado: estructura, régimen y principio de convencionalidad como pilares en su construcción”, próximo a publicación.


� Este presupuesto puede orientar en lo que puede consistir una carga no soportable, siguiendo a Rawls: “la noción de cooperación social no significa simplemente la de una actividad social coordinada, organizada eficientemente y guiada por las reglas reconocidas públicamente para lograr determinado fin general. La cooperación social es siempre para beneficio mutuo, y esto implica que consta de dos elementos: el primero es una noción compartida de los términos justos de la cooperación que se puede esperar razonablemente que acepte cada participante, siempre y cuando todos y cada uno también acepte esos términos. Los términos justos de la cooperación articulan la idea de reciprocidad y mutualidad; todos los que cooperan deben salir beneficiados y compartir las cargas comunes, de la manera como se juzga según un punto de comparación apropiado (…) El otro elemento corresponde a “lo racional”: se refiere a la ventaja racional que obtendrá cada individuo; lo que, como individuos, los participantes intentan proponer. Mientras que la noción de los términos justos de la cooperación es algo que comparten todos, las concepciones de los participantes de su propia ventaja racional difieren en general. La unidad de la cooperación social se fundamenta en personas que aceptan su noción de términos justos. Ahora bien, la noción apropiada de los términos justos de la cooperación depende de la índole de la actividad cooperativa misma: de su contexto social de trasfondo, de los objetivos y aspiraciones de los participantes, de cómo se consideran a sí mismos y unos respecto de los demás como personas”. RAWLS, John, Liberalismo político, 1ª ed, 1ª reimp, Fondo de Cultura Económica, Bogotá, 1996, p.279.


� Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. Así mismo, se considera: “El artículo 90 de la Carta, atendiendo las (sic) construcciones jurisprudenciales, le dio un nuevo enfoque normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado desplazando su fundamento desde la falla del servicio hasta el daño antijurídico. Ello implica la ampliación del espacio en el que puede declararse la responsabilidad patrimonial del Estado pues el punto de partida para la determinación de esa responsabilidad ya no está determinado por la irregular actuación estatal – bien sea por la no prestación del servicio, por la prestación irregular o por la prestación tardía- sino por la producción de un daño antijurídico que la víctima no está en el deber de soportar, independientemente de la regularidad o irregularidad de esa actuación”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002. Debe advertirse que revisada la doctrina de la responsabilidad civil extracontractual puede encontrarse posturas según las cuales “debe rechazarse que el supuesto de hecho de las normas sobre responsabilidad civil extracontractual requiera un elemento de antijuricidad (sic)”. PANTALEÓN, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”, en AFDUAM. No.4, 2000, p.168.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-918 de 2002. A lo que se agrega: “El artículo 90 de la Constitución Política le suministró un nuevo panorama normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado. En primer lugar porque reguló expresamente una temática que entre nosotros por mucho tiempo estuvo supeditada a la labor hermenéutica de los jueces y que sólo tardíamente había sido regulada por la ley. Y en segundo lugar porque, al ligar la responsabilidad estatal a los fundamentos de la organización política por la que optó el constituyente de 1991, amplió expresamente el ámbito de la responsabilidad estatal haciendo que ella desbordara el límite de la falla del servicio y se enmarcara en el más amplio espacio del daño antijurídico”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002. Sin embargo, cabe advertir, apoyados en la doctrina iuscivilista que “no puede confundirse la antijuridicidad en materia de daños con lesiones de derechos subjetivos y, menos todavía, una concepción que los constriña, al modo alemán, a los derechos subjetivos absolutos, entendiendo por tales los derechos de la personalidad y la integridad física, el honor, la intimidad y la propia imagen y los derechos sobre las cosas, es decir, propiedad y derechos reales”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual. 1ª ed. Navarra, Aranzadi, 2011, p.297.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996; C-832 de 2001. Cabe afirmar, que en la doctrina del derecho civil se advierte que “la antijuridicidad del daño no se produce porque exista violación de deberes jurídicos”, definiéndose como “violación de una norma especial o de la más genérica alterum non laedere”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual., ob., cit., p.298.


� Agregándose: “Para eludir el cumplimiento de sus deberes jurídicos no puede exigirle al juez que, como no le alcanzan sus recursos fiscales, no le condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la dignidad de la persona humana". Sección Tercera, sentencia de 9 de febrero de 1995, expediente 9550.


� Sección Tercera, sentencia de 19 de mayo de 2005, expediente 2001-01541 AG.


� “por haber excedido los inconvenientes inherentes al funcionamiento del servicio”. Sección Tercera, sentencia de 14 de septiembre de 2000, expediente 12166.


� Sección Tercera, sentencia de 2 de junio de 2005, expediente 1999-02382 AG.


� "[…] el daño que se presenta a partir de la simple amenaza que permite inferir el agravamiento de la violación del derecho, sin que suponga su destrucción total, no se incluye en los estudios de la doctrina sobre el carácter cierto del perjuicio. Y sin embargo, esta situación también se expresa en el carácter cierto del perjuicio. La única diferencia radica en que la proyección en el futuro se hará a partir de la amenaza y hasta la lesión definitiva y no respecto de las consecuencias temporales de esta última. Por esta razón es necesario tener en cuenta esta nueva situación y hacer una proyección en el futuro partiendo de la amenaza del derecho que implicará un agravamiento de la lesión del mismo (…) Se parte, en acuerdo con C. THIBIERGE cuando expone las carencias actuales de la responsabilidad civil, de tener en cuenta “el desarrollo filosófico del principio de responsabilidad y la idea de una responsabilidad orientada hacia el futuro que le permitiría al derecho liberarse de la necesidad de un perjuicio consumado y de crear una responsabilidad sólo por la simple amenaza del daño, con la condición de que éste último sea suficientemente grave” (…) La alteración del goce pacífico de un derecho es un perjuicio cierto. Aunque se pudiere reprochar que la amenaza de un derecho es por definición contraria a su violación, y por consecuencia, es contraria (sic) a la noción de daño, se reitera que la mera amenaza de violación es de por sí un daño cierto y actual. En efecto, el sentido común indica que el uso alterado de un derecho no es un goce pleno y pacífico de este, precisamente porque supone que se encuentra disminuido (…) La necesidad de estudiar la amenaza de agravación del derecho en la certeza del daño. Los desarrollos de esta primera parte nos permiten concluir que la amenaza de daño pertenece al ámbito del régimen jurídico del daño y por ende de la responsabilidad civil. Excluirla de la materia deja una parte esencial del daño sin estudio, permitiendo que se instauren concepciones en las cuales el derecho procesal limita el derecho sustancial”. HENAO, Juan Carlos, “De la importancia de concebir la amenaza y el riesgo sobre derechos ambientales como daño cierto. Escrito a partir del derecho colombiano y del derecho francés”, en VVAA, Daño ambiental, T.II, 1ª ed, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2009, pp.194, 196 y 203.


� “La Corte Constitucional ha entendido que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración [sentencia C-333 de 1996]. Igualmente ha considerado que se ajusta a distintos principios consagrados en la Constitución, tales como la solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución [sentencia C-832 de 2001]”. Corte Constitucional, sentencia C-038 de 2006.


� Cabe fundarse en la aproximación al derecho penal, de manera que “se admite que al lado de una antijuridicidad formal, definida abstractamente por contraposición con el ordenamiento jurídico, existe una antijuridicidad material que está referida a juicios de valor… sólo desde un punto de vista valorativo se puede explicar que en la antijuridicidad tengan que encontrar su fundamento y su asiento las causas de justificación. En sentido material, la antijuridicidad es un juicio valorativo o juicio de desvalor que expresa… el carácter objetivamente indeseable para el ordenamiento jurídico, de una lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos y puede ser un juicio de desvalor acerca del resultado o un juicio de desvalor acerca de la conducta cuando ésta pueda ser considerada peligrosa ex ante”. DÍEZ-PICAZO, Luis. Fundamentos del derecho civil patrimonial. La responsabilidad civil extracontractual., ob., cit., p.303.


� En la jurisprudencia constitucional se indica: “El Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad y la responsabilidad patrimonial del Estado. La garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades públicas que en sus actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio de sus poderes de intervención causa un daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente”. Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001.


� La “responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización”. Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. Postura que fue seguida en la sentencia C-892 de 2001, considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra también un régimen único de responsabilidad, a la manera de una cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos causados por las actuaciones y abstenciones de los entes públicos”. Corte Constitucional, sentencia C-892 de 2001.


� Derechos e intereses que constitucional o sustancialmente reconocidos “son derechos de defensa del ciudadano frente al Estado”. ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés. 1ª reimp. México, Fontamara, 2007, p.49. La “ la responsabilidad es, desde luego, en primer lugar una garantía del ciudadano, pero, coincidiendo en esto con otros autores (sobre todo franceses: Prosper Weil, André Demichel), creo que la responsabilidad es también un principio de orden y un instrumento más de control del Poder”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración. Un balance y tres reflexiones”, en AFDUAM. No.4, 2000, p.308.


� “La responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro ordenamiento jurídico tiene como fundamento un principio de garantía integral del patrimonio de los ciudadanos”. Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001.


� La “razón de ser de las autoridades públicas es defender a todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Omitir tales funciones entraña la responsabilidad institucional y la pérdida de legitimidad. El estado debe utilizar todos los medios disponibles para que el respeto de la vida y derechos sea real y no solo meramente formal”. Sección Tercera, sentencia de 26 de enero de 2006, expediente AG-2001-213. En la doctrina puede verse STARCK, Boris. Essai d une théorie general de la responsabilité civile considerée en sa doublé fonction de garantie et de peine privée. Paris, 1947.


� RIVERO, Jean. Derecho administrativo. 9ª ed. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1984, p.293. Puede verse también esta construcción doctrinal en: BERLIA. “Essai sur les fondements de la responsabilité en droit public francais”, en Revue de Droit Public, 1951, p.685; BÉNOIT, F. “Le régimen et le fondement de la responsabilité de la puissance publique”, en JurisClasseur Publique, 1954. T.I, V.178.


� “La responsabilidad, a diferencia de la expropiación, no representa un instrumento en manos de la Administración para satisfacer el interés general, una potestad más de las que ésta dispone al llevar a cabo su actividad, sino un mecanismo de garantía destinado a paliar, precisamente, las consecuencias negativas que pueda generar dicha actividad. La responsabilidad, por así decirlo, no constituye una herramienta de actuación de la Administración, sino de reacción, de reparación de los daños por ésta producidos”. MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema. 1ª ed. Madrid, Civitas, 2001, p.120.


� MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema., ob., cit., pp.120-121.


� “3- Hasta la Constitución de 1991, no existía en la Constitución ni en la ley una cláusula general expresa sobre la responsabilidad patrimonial del Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en especial, del Consejo de Estado encontraron en diversas normas de la constitución derogada –en especial en el artículo 16- los fundamentos constitucionales de esa responsabilidad estatal y plantearon, en particular en el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes de responsabilidad, como la falla en el servicio, el régimen de riesgo o el de daño especial. Por el contrario, la actual Constitución reconoce expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado”. Corte Constitucional, sentencia C-864 de 2004.  Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-037 de 2003.


� Conforme a lo establecido en el artículo 90 de la Carta Política “los elementos indispensables para imputar la responsabilidad al estado son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. Sentencia de 21 de octubre de 1999, Exps.10948-11643. Es, pues “menester, que además de constatar la antijuridicidad del [daño], el juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto de la simple causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la imputatio juris’ además de la ‘imputatio facti’”. Sentencia de 13 de julio de 1993. En el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “En efecto, el artículo de la Carta señala que para que el Estado deba responder, basta que exista un daño antijurídico que sea imputable a una autoridad pública. Por ello, como lo ha reiterado esta Corte, esta responsabilidad se configura “siempre y cuando: i) ocurra un daño antijurídico o lesión, ii) éste sea imputable a la acción u omisión de un ente público”. Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; C-918 de 2002.


� “Toda acción administrativa concreta, si quiere tenerse la certeza de que realmente se trata de una acción administrativa, deberá ser examinada desde el punto de vista de su relación con el orden jurídico. Sólo en la medida en que pueda ser referida a un precepto jurídico o, partiendo del precepto jurídico, se pueda derivar de él, se manifiesta esa acción como función jurídica, como aplicación del derecho y, debido a la circunstancia de que ese precepto jurídico tiene que ser aplicado por un órgano administrativo, se muestra como acción administrativa. Si una acción que pretende presentarse como acción administrativa no puede ser legitimada por un precepto jurídico que prevé semejante acción, no podrá ser comprendida como acción del Estado”. MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, pp.212 y 213.


� Sección Tercera, sentencia 19 de abril de 2012, expediente 21515. Pon. Hernán Andrade Rincón.


� Sección Tercera, sentencia 23 de agosto de 2012, expediente 23492. Pon. Hernán Andrade Rincón.


� “La imputación depende, pues, tanto de elementos subjetivos como objetivos”. SANCHEZ MORON, Miguel. Derecho administrativo. Parte general., ob., cit., p.927.


� “[…] El paradigma del Estado constitucional de derecho –o sea, el modelo garantista- no es otra cosa que esta doble sujeción del derecho al derecho, que afecta ambas dimensiones de todo fenómeno normativo: la vigencia y la validez, la forma y la sustancia, los signos y los significados, la legitimación formal y la legitimación sustancial o, si se quiere, la <<racionalidad formal>> y la <<racionalidad material>> weberianas. Gracias a la disociación y a la sujeción de ambas dimensiones a dos tipos de reglas diferentes, ha dejado de ser cierto que la validez del derecho dependa, como lo entendía Kelsen, únicamente de requisitos formales, y que la razón jurídica moderna sea, como creía Weber, sólo una <<racionalidad formal>>; y también que la misma esté amenazada, como temen muchos teóricos actuales de la crisis, por la inserción en ella de una <<racionalidad material>> orientada a fines, como lo sería la propia del moderno Estado social. Todos los derechos fundamentales –no sólo los derechos sociales y las obligaciones positivas que imponen al Estado, sino también los derechos de libertad y los correspondientes deberes negativos que limitan sus intervenciones –equivalen a vínculos de sustancia y no de forma, que condicionan la validez sustancial de las normas producidas y expresan, al mismo tiempo, los fines a que está orientado ese moderno artificio que es el Estado constitucional de derecho” [subrayado fuera de testo]. FERRAJOLI, Luigi, Derechos y garantías. La ley del más débil, 7ª ed, Trotta, Madrid, 2010, p.22.


�  Corte Constitucional, sentencia C-043 de 2004.


� En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio por medio del cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama acto (factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del acto, es una imputación judicial (imputatio iudiciaria), en caso contrario, sólo una imputación dictaminadora (imputatio diiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. Madrid, Alianza, 1989, p.35. En nuestro precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “La jurisprudencia nacional ha recabado en ello al sentar la tesis de que la base de la responsabilidad patrimonial del Estado la constituye la imputabilidad del daño. En efecto, con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de Estado, la Corte Constitucional ha sostenido que la responsabilidad patrimonial del Estado y de las demás personas jurídicas públicas se deriva de la imputabilidad del perjuicio a una de ellas, lo cual impide extenderla a la conducta de los particulares o a las acciones u omisiones que tengan lugar por fuera del ámbito de la administración pública”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003.


� El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública compromete al Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003.


� “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras antropológicas como la capacidad de anticipación mental de objetivos cuando se dirige al hombre mediante normas. Desde luego, si el ser humano no tuviera capacidad de adoptar o dejar de adoptar decisiones teniendo en cuenta motivos normativos, sería inútil tratar de influir en el comportamiento humano mediante normas prohibitivas o preceptivas”. MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05-05-2003 [http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 y 7.


� “El Derecho se dirige a hombre y no a adivinos. Declarar típica toda acción que produzca un resultado dañoso, aun cuando éste fuese imprevisible, significaría que la ley no tiene en cuenta para nada la naturaleza de sus destinatarios; pues una característica del hombre es precisamente la de que no puede prever más que muy limitadamente las consecuencias condicionadas por sus actos. Vincular un juicio de valor negativo (el de antijuridicidad) a la producción de un resultado que el hombre prudente no puede prever sería desconocer la naturaleza de las cosas (más concretamente): la naturaleza del hombre”. GIMBERNAT ORDEIG, E. Delitos cualificados por el resultado y relación de causalidad. Madrid, 1990, pp.77 ss.


� MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, ob., cit., p.7.


� LARENZ, K. “Hegelszurechnungslehre”, en MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, ob., cit., p.7.


� “[…] Varios factores, como el acelerado desarrollo industrial y la intervención del Estado en la economía, pusieron en jaque a diferentes nociones y conceptos de la sociedad liberal clásica, sin mencionar los cambios en el paradigma filosófico, con la consolidación de la filosofía analítica como la escuela dominante de pensamiento. El problema de la causalidad jugó un papel muy importante en espolear este tipo de visión filosófica. En particular, la obra de H.L.A. HART y ANTHONY HONORÉ sobre la causalidad desde la perspectiva de la filosofía analítica demostró que la “dogmática tradicional (principalmente ocupada de la coherencia y la explicación de la doctrina de la responsabilidad extracontractual) se había agotado así misma”” [subrayado fuera de texto]. FABRA ZAMORA, Jorge, “Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la responsabilidad extracontractual”, en BERNAL PULIDO, Carlos, FABRA ZAMORA, Jorge (eds), La filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la responsabilidad civil extracontractual, 1ª ed, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2013, pp.25 y 26.


� “[…] Para una teoría adecuada, entonces, propone conceptualizar el estándar de debido cuidado (en su concepto, el fundamento de la compensación), en términos de una imposición razonable de riesgos, en vez de una imposición racional de riesgos, de una forma que determine estándares de conducta y sea compatible con el contrato social”. FABRA ZAMORA, Jorge, “Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la responsabilidad extracontractual”, en BERNAL PULIDO, Carlos, FABRA ZAMORA, Jorge (eds), La filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la responsabilidad civil extracontractual, ob., cit., p.103.


� JAKOBS, G. La imputación objetiva en el derecho penal. Bogotá, Universidad Externado, 1994. Sin embargo, como lo sostiene el precedente de la Sala: “De conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política, el Estado tiene el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, norma que le sirve de fundamento al artículo 86 del Código Contencioso Administrativo… No obstante que la norma constitucional hace énfasis en la existencia del daño antijurídico como fuente del derecho a obtener la reparación de perjuicios siempre que el mismo le sea imputable a una entidad estatal, dejando de lado el análisis de la conducta productora del hecho dañoso y su calificación como culposa o no, ello no significa que la responsabilidad patrimonial del Estado se haya tornado objetiva en términos absolutos, puesto que subsisten los diferentes regímenes de imputación de responsabilidad al Estado que de tiempo atrás han elaborado tanto la doctrina como la jurisprudencia”. Sección Tercera, sentencia de 24 de febrero de 2005, expediente 14170.


� MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema., ob., cit., p.171.


� “El principio de proporcionalidad se compone de tres subprincipios: el principio de idoneidad; el de necesidad y el de proporcionalidad en sentido estricto. Estos principios expresan la idea de optimización  (…) En tanto que exigencias de optimización, los principios son normas que requieren que algo sea realizado en la mayor medida de lo posible, dadas sus posibilidades normativas y fácticas. Los principios de idoneidad y de necesidad se refieren a la optimización relativa a lo que es fácticamente posible por lo que expresan la idea de optimalidad de Pareto. El tercer subprincipio, el de proporcionalidad en sentido estricto, se refiere a la optimización respecto de las posibilidades normativas. Las posibilidades normativas vienen definidas, fundamentalmente, por la concurrencia de otros principios; de modo que el tercer subprincipio podría formularse mediante la siguiente regla: Cuanto mayor ser el grado de la no satisfacción o del detrimento de un principio, mayor debe ser la importancia de satisfacción del otro. Esta regla puede denominarse: “ley de la ponderación” (subrayado fuera de texto). ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.62.


� “La ley de la ponderación pone de manifiesto que la ponderación puede fraccionarse en tres pasos. El primero consiste en establecer el grado de insatisfacción o de detrimento del primer principio; el segundo, consiste en establecer la importancia de la satisfacción del segundo principio, que compite con el primero y, finalmente, el tercer paso consiste en determinar si, por su importancia, la satisfacción del segundo principio justifica la no satisfacción del primero”. ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.64.


� ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés., ob., cit., p.62. Sin embargo, se advierte que Habermas ha planteado objeciones a la ponderación: “[…] la aproximación de la ponderación priva de su poder normativo a los derechos constitucionales. Mediante la ponderación –afirma Habermas- los derechos son degradados a nivel de los objetivos, de las políticas y de los valores; y de este modo pierden la “estricta prioridad” característica de los “puntos de vista normativos”. HABERMAS, Jürgen. Between Facts and Norms, Trad. William Rehg, Cambridge, 1999, p.259. A lo que agrega: “… no hay criterios racionales para la ponderación: Y porque para ello faltan criterios racionales, la ponderación se efectúa de forma arbitraria o irreflexiva, según estándares y jerarquías a los que está acostumbrado”. Para concluir que: “La decisión de un tribunal es en sí misma un juicio de valor que refleja, de manera más o menos adecuada, una forma de vida que se articula en el marco de un orden de valores concreto. Pero este juicio ya no se relaciona con las alternativas de una decisión correcta o incorrecta”. HABERMAS, Jürgen. “Reply to Symposium Participants”, en ROSENFELD, Michel; ARATO, Andrew. Habermas on Law and Democracy. Los Angeles, Berkeley, 1998, p.430.


� Deberes de protección que es “una consecuencia de la obligación general de garantía que deben cumplir las autoridades públicas y se colige claramente de los artículos 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que regulan el derecho a disponer de un recurso efectivo en caso de violaciones a los derechos humanos”. CASAL H, Jesús María. Los derechos humanos y su protección. Estudios sobre derechos humanos y derechos fundamentales. 2ª ed. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2008, p.31.


� Cfr. Günther Jakobs. Regressverbot beim Erfolgsdelikt.Zugleich eine Untersuchung zum Gruñd der strafrechtlichen Haftung bei Begehung. ZStW 89 (i977). Págs  1 y ss.


� A lo que se agrega por el mismo precedente: “En la actualidad, un sector importante de la moderna teoría de la imputación objetiva (la nueva escuela de Bonn: Jakobs, Lesch, Pawlik, Müssig, Vehling) estudia el problema desde una perspectiva distinta a la tradicional de Armin Kaufmann: el origen de las posiciones de garante se encuentra en la estructura de la sociedad, en la cual existen dos  fundamentos de la responsabilidad, a saber: 1) En la interacción social se reconoce una libertad de configuración del mundo (competencia por organización) que le permite al sujeto poner en peligro los bienes jurídicos ajenos; el ciudadano está facultado para crear riesgos, como la construcción de viviendas a gran escala, la aviación, la exploración nuclear, la explotación minera, el tráfico automotor etc. Sin embargo, la contrapartida a esa libertad es el surgimiento de deberes de seguridad en el tráfico, consistentes en la adopción de medidas especiales para evitar que el peligro creado produzca daños excediendo los límites de lo permitido. Vg. Si alguien abre una zanja frente a su casa, tiene el deber de colocar artefactos que impidan que un transeúnte caiga en ella. Ahora bien, si las medidas de seguridad fracasan y el riesgo se exterioriza amenazando con daños a terceros o el daño se produce – un peatón cae en la zanja- surgen los llamados deberes de salvamento, en los cuales el sujeto que ha creado con su comportamiento peligroso anterior (generalmente antijurídico) un riesgo para los bienes jurídicos, debe revocar el riesgo – prestarle ayuda al peatón y trasladarlo a un hospital si es necesario- (pensamiento de la injerencia). Esos deberes de seguridad en el tráfico, también pueden surgir por asunción de una función de seguridad o de salvamento, como en el caso del salvavidas que se compromete a prestar ayuda a los bañistas en caso de peligro. Los anteriores deberes nacen porque el sujeto ha configurado un peligro para los bienes jurídicos y su fundamento no es la solidaridad sino la creación del riesgo. Son deberes negativos porque su contenido esencial es no perturbar o inmiscuirse en los ámbitos ajenos. Corresponde a la máxima del derecho antiguo de no ocasionar daño a los demás. 2) Pero frente a la libertad de configuración, hay deberes que proceden de instituciones básicas para la estructura social (competencia institucional) y que le son impuestas al ciudadano por su vinculación a ellas. Por ejemplo, las relaciones entre padres e hijos y ciertas relaciones del estado frente a los ciudadanos. Estos deberes se caracterizan, porque el garante institucional tiene la obligación de configurar un mundo en común con alguien, de prestarle ayuda y protegerlo contra los peligros que lo amenacen, sin importar que el riesgo surja de un tercero o de hechos de la naturaleza. Vg. El padre debe evitar que un tercero abuse sexualmente de su hijo menor y si no lo hace, se le imputa el abuso. Los deberes institucionales se estructuran aunque el garante no haya creado el peligro para los bienes jurídicos y se fundamentan en la solidaridad que surge por pertenecer a ciertas instituciones básicas para la sociedad. Se trata de deberes positivos, porque contrario a los negativos en los cuales el garante no debe invadir ámbitos ajenos, en éstos debe protegerlos especialmente contra ciertos riesgos (Cfr. Günther Jakobs. Strafrecht Allgemeiner Teil.Die Grundlagen und die Zurechnungslehre (studienausgabe). 2 Auflage.Walter de Gruyter.Berlin.New York. 1993.Pags. 796 y ss)”. Corte Constitucional, Sentencia SU-1184 de 2001. En la doctrina se afirma que la “posición de garantía” debe modularse: “(…) todos deben procurar que su puño no aterrice violentamente en la cara de su congénere, o que su dedo índice no apriete el gatillo de un arma de fuego cargada apuntada sobre otra persona, etc. Sin embargo, también aparecen sin dificultad algunos fundamentos de posiciones de garantía referidas a supuestos de omisión: quien asume para sí una propiedad, debe procurar que de ésta no emanen riesgos para otras personas. Se trata de los deberes de aseguramiento en el tráfico, deberes que de modo indiscutido forman parte de los elementos de las posiciones de garantía y cuyo panorama abarca desde el deber de aseguramiento de un animal agresivo, pasando por el deber de asegurar las tejas de una casa frente al riesgo de que caigan al suelo hasta llegar al deber de asegurar un carro de combate frente a la posible utilización por personas no capacitadas o al deber de asegurar una central nuclear frente a situaciones críticas”. JAKOBS, Günther. Injerencia y dominio del hecho. Dos estudios sobre la parte general del derecho penal. 1ª reimp. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2004, p.16.


� Corte Constitucional, Sentencia SU-1184 de 2001.


� “La profesora BELADIEZ comparte sin reservas la preocupación por los excesos que desfiguran la institución, admite que con alguna frecuencia se producen <<resultados desproporcionados e injustos>> para la Administración e insiste en advertir que la responsabilidad objetiva no es un seguro universal que cubra todos los daños que se produzcan con ocasión de las múltiples y heterogéneas actividades que la Administración lleva cotidianamente a cabo para satisfacer los interese generales”. LEGUINA VILLA, Jesús. “Prólogo”, en BELADIEZ ROJO, Margarita. Responsabilidad e imputación de daños por el funcionamiento de los servicios públicos. Con particular referencia a los daños que ocasiona la ejecución de un contrato administrativo. Madrid, Tecnos, 1997, p.23.


� MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema., ob., cit., p.204.


� “[…] el tema de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas ha sido abordado tradicionalmente desde la óptica de las garantías individuales. Se trata de una institución que protege al individuo frente a los daños causados por las Administraciones Públicas como consecuencia de la amplia actividad que éstas desarrollan. Pero, desde la perspectiva de la posición de la Administración, la responsabilidad está en el mismo centro de su concepción constitucional como derivación de la cláusula del Estado social de Derecho; derivación que, en hipótesis extrema, puede conllevar que los límites del sistema resarcitorio público estén condicionados por los propios límites del llamado Estado social de Derecho”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración.: Un balance y tres reflexiones”., ob., cit., p.308.


� Sección Tercera, sentencias de 19 de abril de 2012, expediente 21515; de 23 de agosto de 2012, expediente 23492.


� Merkl ya lo señaló: “El hombre jurídicamente puede hacer todo lo que no le sea prohibido expresamente por el derecho; el órgano, en fin de cuentas, el estado, puede hacer solamente aquello que expresamente el derecho le permite, esto es, lo que cae dentro de su competencia. En este aspecto el derecho administrativo se presenta como una suma de preceptos jurídicos que hacen posible que determinadas actividades humanas se atribuyan a los órganos administrativos y, en último extremo, al estado administrador u otros complejos orgánicos, como puntos finales de la atribución. El derecho administrativo no es sólo la conditio sine qua non, sino condijo per quam de la administración”. MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, p.211. Para Martín Rebollo: “Un sistema de responsabilidad muy amplio presupone un estándar medio alto de calidad de los servicios. Y si eso no es así en la realidad puede ocurrir que el propio sistema de responsabilidad acabe siendo irreal porque no se aplique con todas sus consecuencias o se diluya en condenas a ojo, sin reglas fijas o casi con el único criterio de que las solicitudes indemnizatorias no «parezcan» excesivamente arbitrarias o desproporcionadas. Aunque, claro está, lo que sea proporcionado o no, en ausencia de referentes externos sobre cómo debe ser y actuar la Administración, acaba siendo también una decisión subjetiva. De ahí la conveniencia de la existencia de parámetros normativos que señalen cuál es el nivel, la pauta o la cota de calidad de los servicios, es decir, el elemento comparativo y de cotejo sobre cómo debe ser la Administración”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración.: Un balance y tres reflexiones”., ob., cit., p.311.


� “En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado”. Sección Tercera, sentencias de 19 de abril de 2012, expediente 21515. Pon. Hernán Andrade Rincón; de 23 de agosto de 2012, expediente 24392. Pon. Hernán Andrade Rincón.


� “En consecuencia, la función de la responsabilidad extracontractual (sic) no puede ser ni única ni primariamente indemnizatoria. Tiene que ser, ante todo, preventiva o disuasoria, o se trataría de una institución socialmente absurda: ineficiente”. PANTALEÓN, Fernando. “Cómo repensar la responsabilidad civil extracontractual (También de las Administraciones públicas)”, en AFDUAM, No.4, 2000, p.174. De acuerdo con Martín Rebollo “(…) es que la responsabilidad pública es un tema ambivalente que, a mi juicio, no debe ser enfocado desde el estricto prisma de la dogmática jurídico-privada. Esto es, no debe ser analizado sólo desde la óptica de lo que pudiéramos llamar la justicia conmutativa, aunque tampoco creo que éste sea un instrumento idóneo de justicia distributiva. La responsabilidad es, desde luego, siempre y en primer lugar, un mecanismo de garantía. Pero es también un medio al servicio de una política jurídica. Así lo señala Ch. Eisenmann: el fundamento de la responsabilidad puede ser la reparación del daño, pero su función «remite a la cuestión de los fines perseguidos por el legislador cuando impone una obligación de reparar. En este sentido –concluye– la responsabilidad es un medio al servicio de una política jurídica o legislativa»”. MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la administración: Un balance y tres reflexiones”, en AFDUAM: no.4, 2000, p.307.


� Puede verse como precedentes: Sección Tercera, Sub-sección C, sentencias de 31 de agosto de 2011, expediente 19195.


� Sección Tercera, sentencia de 4 de febrero de 2010, expediente 18371.


� Sección Tercera, sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 17127.


� Sección Tercera, sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 17127.


� Sección Tercera, sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 17127: Cuando una persona ingresa libremente a las fuerzas militares y cuerpos de seguridad del Estado “está aceptando la posibilidad de que sobrevengan tales eventualidades y las asume como una característica propia de las funciones que se apresta cumplir”.


� Sección Tercera, sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente 17127: Cuando se concreta un riesgo usual “surge el derecho al reconocimiento de las prestaciones y de los beneficios previstos en el régimen laboral especial… sin que en principio resulte posible deducir responsabilidad adicional la Estado por razón de la producción de los consecuentes daños, a menos que se demuestre que los mismos hubieren sido causados… por una falla del servicio o por la exposición de la víctima a un riesgo excepcional en comparación con aquel que debían enfrentar”.


� Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2002, expediente 12799; de 12 de febrero de 2004, expediente 14636; de 14 de julio de 2005, expediente 15544; de 26 de mayo de 2010, expediente 19158: En recientes precedentes se dijo que los daños sufridos “por quienes ejercen funciones de alto riesgo” no compromete la responsabilidad del Estado, ya que se producen con ocasión de la relación laboral y se indemnizan a for fait.


� Sección Tercera, sentencias de 15 de febrero de 1996, expediente 10033; de 20 de febrero de 1997, expediente 11756.


� Sección Tercera, sentencias de 1 de marzo de 2006, expediente 14002; de 30 de agosto de 2007, expediente 15724; de 25 de febrero de 2009, expediente 15793.


� Sección Tercera, sentencias de 15 de noviembre de 1995, expediente 10286; de 12 de diciembre de 1996, expediente 10437; de 3 de abril de 1997, expediente 11187; de 3 de mayo de 2001, expediente 12338; de 8 de marzo de 2007, expediente 15459; de 17 de marzo de 2010, expediente 17656.


� Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, expediente 19158.


� Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, expediente 19158.


� Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, expediente 19158. El deber del Estado de proteger la vida de todas las personas tiene alcance limitado respecto a los miembros de las fuerzas militares y los cuerpos de seguridad, puesto que estos asumen voluntariamente “los riesgos propios de esas actividades”. Los “riesgos inherentes a la actividad militar no se realizan de manera voluntaria, sino que corresponde al cumplimiento de los deberes que la Constitución impone”. Sección Tercera, sentencia de 3 de abril de 1997, expediente 11187.


� Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2002;. De 19 de abril de 2012, expediente 21515, entre otras.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 20 de febrero de 2003. M.P.: Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera; Sentencia del 9 de abril de 2008. Expediente 18.769 (Acumulados 12.561, 12.581, 12.582). Actor: Alvaro Herrera González y otros.


� Ver, al respecto, TAMAYO JARAMILLO, Javier. La responsabilidad del Estado, edit. Temis, Santafé de Bogotá, 1997, p. 110 a 115.


� Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, expediente 17194.


� Reconocido así en la jurisprudencia constitucional: Corte Constitucional, sentencias C-802 de 2002; C-172 de 2004; C-291 de 2007; T-444 de 2008; T-496 de 2008; T-922A de 2008.


� Corte Internacional de Justicia, caso de las Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua, 1986.


� Traducción informal: “and they are rules which, in the Court’s opinion, reflect what the Court in 1949 called ‘elementary considerations of humanity’”. Corte Internacional de Justicia, caso de las Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua, 1986.


� Traducción informal: “[T]he intrinsically humanitarian character of the legal principles in question (...) permeates the entire law of armed conflict and applies to all forms of warfare and to all kinds of weapons, those of the past, those of the present and those of the future”. Corte Internacional de Justicia, Opinión Consultiva sobre la Legalidad o el Uso de Armas Nucleares, 1996.


� Traducción informal: “the provisions of Common Article 3 and the universal and regional human rights instruments share a common “core” of fundamental standards which are applicable at all times, in all circumstances and to all parties, and from which no derogation is permitted.” Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Sefer Halilovic, sentencia del 16 de noviembre de 2005.


� “la obligación de dar cumplimiento al artículo 3 común es absoluta para ambas partes e independiente de la obligación de la otra parte.” Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997.


� Traducción informal: “Common Article 3 requires the warring parties to abide by certain fundamental humanitarian standards by ensuring ‘the application of the rules of humanity which are recognized as essential by civilized nations.’” Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Sefer Halilovic, sentencia del 16 de noviembre de 2005.


� Traducción informal: “Common Article 3 of the Geneva Conventions (…) sets out a minimum level of protection for ‘persons taking no active part in the hostilities’”. Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Momcilo Krajisnik, sentencia del 27 de septiembre de 2006.


� Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Fatmir Limaj y otros, sentencia del 30 de noviembre de 2005.


� El Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia explicó en este sentido en el caso Aleksovski:  “Una lectura del párrafo (1) del artículo 3 común revela que su propósito es el de reivindicar y proteger la dignidad humana inherente al individuo. Prescribe trato humano sin discriminación basada en raza, color, religión o credo, sexo, nacimiento, o riqueza, u otros criterios similares. En lugar de definir el tratamiento humano allí garantizado, los Estados partes eligieron proscribir formas particularmente odiosas de maltrato que son, sin duda, incompatibles con el trato humano.” [Traducción informal: “A reading of paragraph (1) of common Article 3 reveals that its purpose is to uphold and protect the inherent human dignity of the individual. It prescribes humane treatment without discrimination based on ‘race, colour, religion or faith, sex, birth, or wealth, or any other similar criteria’. Instead of defining the humane treatment which is guaranteed, the States parties chose to proscribe particularly odious forms of mistreatment that are without question incompatible with humane treatment.”]


� En términos de la Comisión: “El objetivo básico del artículo 3 común es disponer de ciertas normas legales mínimas que se puedan aplicar en el curso de hostilidades para proteger a las personas que no tomaron, o que ya no toman parte directa o activa en las hostilidades.  Las personas que tienen derecho a la protección que legalmente les confiere el artículo 3 común, incluyen a los miembros del gobierno y de las fuerzas disidentes que se rinden, son capturados o están fuera de combate (hors de combat).  De igual modo, los civiles están protegidos por las garantías del artículo 3 común, cuando son capturados o de alguna otra manera quedan sujetos a la autoridad de un adversario, incluso aunque hayan militado en las filas de la parte opositora”.  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997. En igual sentido, ver el caso Limaj del Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia: “dado que el Artículo 3 Común protege a las personas que no toman parte activa en las hostilidades, las víctimas de la violación alegada no deben haber estado tomando parte activa en las hostilidades al momento de la comisión del crimen” [Traducción informal: “as Common Article 3 protects persons taking no active part in the hostilities, the victims of the alleged violation must have taken no active part in the hostilities at the time the crime was committed”. Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Fatmir Limaj y otros, sentencia del 30 de noviembre de 2005.]


� Corte Constitucional, sentencia C-291 de 2007.


� Corte Internacional de Justicia. Opinión Consultiva sobre la legalidad de la amenaza o uso de armas nucleares, 1996.


� Citado en TUCKER, Robert W. The Law of War and Neutrality at Sea. Washington, 1957, p.6.


� Elements of Politics, op. cit., pág.254; para un informe de la época desde un punto de vista aproximadamente parecido, véase R. B. Brandt, <<Utilitarinism and the Rules of War>> en Philosophy and Public Affairs, vol.1, 1972, págs.145-165.


� WALZER, Michael. Guerras justas e injustas. Un razonamiento moral con ejemplos históricos. Barcelona, Paidós, 2001, pp.181 y 182.


� Corte Constitucional, sentencia C-802 de 2002.


� No olvidemos lo señalado por Ferrajoli: “”Pues el derecho es en todo caso un instrumento de paz, es decir, una técnica para la solución pacífica de las controversias y para la regulación y la limitación del uso de la fuerza. En la cultura jurídica moderna, éste se justifica como remedio al bellum ómnium, gracias al cual se produce la superación del estado de naturaleza en el estado civil”. FERRAJOLI, Luigi. Principia iuris. Teoría del derecho y de la democracia. 2. Madrid, Trotta, 2011, p.486.


� Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Sentencia de 15 de junio de 2005, Serie C No. 124, párrafo 211; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004, Serie C No. 109, párrafo 183; Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Sentencia de 27 de noviembre de 2003, Serie C No. 103, párrafo 71; Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Serie C No. 100, párrafo 111. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados” Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, párrafo 140.  También hizo lo propio al ordenar medidas provisionales para proteger a miembros de grupos o comunidades de actos y amenazas causados por agentes estatales y por terceros particulares.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos,, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, párrafo 166; Caso Perozo y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C No. 195, párrafo 149; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 22 de septiembre de 2009, Serie C No. 202, párrafo 63; Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párrafo 252.


� Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párrafo 280; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006, Serie C No. 140, párrafo 123; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Sentencia de 29 de marzo de 2006, Serie C No. 146, párrafo 155; y Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 27 de noviembre de 2008, Serie C No. 192, párrafo 78. 


� Caso Baldeón García Vs. Perú. Sentencia de 6 de abril de 2006, Serie C No. 147, párrafo 81; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Sentencia de 29 de marzo de 2006, Serie C No. 146, párrafo 154; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006, Serie C No. 140, párrafo 111.


� Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999, Serie C No. 63, párrafo 144; Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Peru. Sentencia de 25 de noviembre de 2006, Serie C No. 160, párrafo 237; y Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 26 de septiembre de 2006, Serie C No. 155, párrafo 75.


� Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 18 de enero de 2012, expediente 19920: “[…]- El 21 de febrero de 1998, a las 11 P.M., integrantes del grupo armado insurgente XXV frente de las FARC incursionaron al corregimiento de Tres Esquinas y destruyeron violentamente los edificios de la Caja Agraria, TELECOM, el centro de salud, el puesto de policía y varias viviendas, entre ellas, las de propiedad de la señora Orjuela. El ataque finalizó a las 4 A.M., del día siguiente”.


� Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 18 de enero de 2012, expediente 19920: “[…] Cabe destacar que estos hechos son producto o resultado del conflicto armado interno [Reconocido así por la Corte Constitucional en sentencias C-802 de 2002; C-172 de 2004; C-291 de 2007; T-444 de 2008; T-496 de 2008; T-922A de 2008] que el país viene sufriendo desde hace décadas, lo que hace exigible al Estado un deber positivo de protección a los ciudadanos o población civil [Consejo de Estado. Sección Tercera, Subsección C. Sentencias del 19 de agosto de 2011. Exp: 20.227. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa; 31 de agosto de 2011. Exp: 19.195. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa]. Así, en los últimos años las incursiones guerrilleras, las emboscadas, los hostigamientos y en general los actos de terrorismo han dejado múltiples víctimas entre civiles y militares, así como pérdidas materiales millonarias por la destrucción de instituciones del Estado, entidades bancarias, puestos de policía, centros de salud y viviendas de particulares. La exigencia de este deber positivo de protección a los ciudadanos, también ha sido parte de pronunciamientos de la Corte Constitucional: “Esta reflexión es aquí de especial importancia en cuanto la realidad colombiana ha estado ligada a una reiterada y grave alteración del orden público. A nadie escapan las incidencias del conflicto armado que aqueja al país desde hace décadas. Ese conflicto ha implicado un alto costo humano, social, económico y político; ha condicionado la convivencia de los colombianos en ya varias generaciones; ha implicado retos institucionales; para atenderlo se han formulado y reformulado las agendas públicas; se ha diseñado y rediseñado buena parte de la normatividad legal; etc (…). De este modo, en manera alguna se trata de hechos sobrevinientes pues todas ellas son situaciones que de tiempo atrás afectan a la sociedad colombiana. No obstante, no puede perderse de vista que a pesar de tratarse de hechos arraigados en la historia del conflicto armado que afronta el país, las dimensiones que esos comportamientos adquirieron últimamente, fundamentalmente tras la ruptura del proceso de paz, les dan unas implicaciones completamente diferentes” [Corte Constitucional. Sentencia C-802 del 2 de octubre de 2002. MP Jaime Córdoba Triviño].


� RODRIGUEZ H, Gabriela. “Normas de responsabilidad internacional de los Estados”, en MARTIN, Claudia; RODRIGUEZ-PINZON, Diego; GUEVARA B., José A. (Comp) Derecho Internacional de los Derechos Humanos.1ª ed. México, Fontamara; Universidad Iberoamericana, 2004, pp.56.


� La Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en el asunto Fiscal c. Tadic, destacó que: “En derecho internacional, la condición para que se atribuyan al Estado actos realizados por particulares es que el Estado ejerza un control sobre esos particulares”. Asunto IT-94-1, Prosecutor c. Tadic, (1999), I.L.M., vol.38, párr.117.Otro ejemplo lo constituye la captura de Adolf Eichmann, por un grupo israelíes en Buenos Aires el 1o de mayo de 1960 llevándolo posteriormente en avión a Israel donde fue sometido a juicio.


� Se sigue el precedente de la Sub Sección sentencias de 25 de mayo de 2011. Exps.15838, 18075, 25212; y de 25 de mayo de 2011. Exp.18747.


� Un Estado sólo incurre en responsabilidad por un delito político cometido en su territorio contra la persona de extranjeros si no ha adoptado las disposiciones pertinentes para prevenir el delito y para perseguir, detener y juzgar al delincuente. Caso Tellini, Sociedad de las Naciones, Noviembre 1923. Las obligaciones de prevención se conciben por lo general como obligaciones de realizar los máximos esfuerzos, es decir, que obligan a los Estados a adoptar todas las medidas razonables o necesarias para evitar que se produzca un acontecimiento determinado, aunque sin garantizar que el acontecimiento no vaya a producirse, la violación de una obligación de prevención puede ser un hecho ilícito de carácter continuo.


� Generalmente se trata de casos en los que el Estado complementa su propia acción contratando o instigando a personas privadas o a grupos que actúen como auxiliares, pero sin pertenecer a la estructura oficial del Estado. La Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en el asunto Fiscal c. Tadic, destacó que: “En derecho internacional, la condición para que se atribuyan al Estado actos realizados por particulares es que el Estado ejerza un control sobre esos particulares”. Asunto IT-94-1, Prosecutor c. Tadic, (1999), I.L.M., vol.38, párr.117.Otro ejemplo lo constituye la captura de Adolf Eichmann, por un grupo israelíes en Buenos Aires el 1o de mayo de 1960 llevándolo posteriormente en avión a Israel donde fue sometido a juicio.


� RODRIGUEZ H, Gabriela. “Normas de responsabilidad internacional de los Estados”, en MARTIN, Claudia; RODRIGUEZ-PINZON, Diego; GUEVARA B., José A. (Comp) Derecho Internacional de los Derechos Humanos.1ª ed. México, Fontamara; Universidad Iberoamericana, 2004, pp.56.


� Pese a que la parte actora en la demanda y en su apelación propuso distintos títulos de imputación, falla del servicio y daño especial, la Sala encuentra procedente encuadrar en el título de imputación de la falla del servicio en aplicación expresa del principio iura novit curia.


� GÓMEZ PUENTE, Marcos, La inactividad de la administración, Aranzadi, Navarra, 1997, p.37: “Pero el nuevo Estado es también un Estado social de Derecho cuyos objetivos dependen del alcance y eficacia de la acción administrativa”.


� GÓMEZ PUENTE, Marcos, La inactividad de la administración, ob., cit., p.45: “El estado de Derecho siempre ha venido exigiendo la sumisión de la actividad administrativa a la legalidad. La formulación expresa del principio de eficacia como parámetro de control de la acción administrativa es coetánea a la introducción del elemento social en el Estado de Derecho y normalmente se presenta como un parámetro alternativo al de legalidad formal”.


� GÓMEZ PUENTE, Marcos, La inactividad de la administración, ob., cit., p.55: “La eficacia de la actuación administrativa se convierte en condición de la realización de los valores sociales e individuales que propugna el modelo constitucional y que la mala administración pone en entredicho”.


� RAMELLI, Alejandro. Derecho internacional humanitario y estado de beligerancia. 1ª ed. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1999, p.52. Puede verse el precedente sentencias de 25 de mayo de 2011. Exp.15838, 18075 y 25212; de 25 de mayo de 2011. Exp.18747.


� Montesquieu señaló: “Il est clair que, lorsque la conquete este faite, le conquérant n’a plus le droit de tuer; puisqu’il n’est plus dans le cas de la défense naturelle, et de sa propre conservation”.


� FORSTHOFF, Erns. Lehrbuch des Verwaltungsrechts Band I. Allgemeiner Teil. 10a ed. Münche, CH Beck, 1973, pp.359 a 364.


� MIRPUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema. 1ª ed. Madrid, Civitas, 2001, p.201. GÓMEZ PUENTE, Marcos, La inactividad de la administración, ob., cit., p.49: “[…] en un sentido amplio, que constituye mala administración toda conducta activa o pasiva que no satisfaga las exigencias constitucionales y legales”.


� NACIONES UNIDAS. COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS. Observación General No.6.


� BARCELONA LLOP, Javier. “Responsabilidad patrimonial por daños causados por, o sufridos por, los miembros de las fuerzas o cuerpos de seguridad”, en QUINTANA LÓPEZ, Tomás (dir) La responsabilidad patrimonial de la administración pública. T.II. Valencia, tirant lo Blanch, 2009, p.1493.


� WALZER, Michael. Guerras justas e injustas. Un razonamiento con ejemplos históricos. Barcelona, Paidós, 2001, p.192.


� MONTEALEGRE LYNETT, Eduardo; PERDOMO TORRES, Jorge Fernando. Funcionalismo y normativismo penal. Una introducción a la obra de Günther Jakobs, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, Centro de Investigación en filosofía y derecho, 2006, pp. 65 y ss.


� Sentencia de 27 de noviembre de 2002. Exp.13774.


� En sentido similar se encuentra el siguiente precedente: sentencia de 27 de noviembre de 2002. Exp.13774.


� Citado en TUCKER, Robert W. The Law of War and Neutrality at Sea. Washington, 1957, p.6.


� Elements of Politics, op. cit., pág.254; para un informe de la época desde un punto de vista aproximadamente parecido, véase R. B. Brandt, <<Utilitarinism and the Rules of War>> en Philosophy and Public Affairs, vol.1, 1972, págs..145-165.


� WALZER, Michael. Guerras justas e injustas. Un razonamiento moral con ejemplos históricos. Barcelona, Paidós, 2001, pp.181 y 182.


� Corte Constitucional, sentencia C-802 de 2002.


� Sección Tercera, sentencias de 25 de mayo de 2011. Exps.15838, 18075, 25212; de 25 de mayo de 2011. Exp.18747; de 8 de junio de 2011. Exp.19972; de 8 de junio de 2011. Exp.19973.


� Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párrafo 280; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006, Serie C No. 140, párrafo 123; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Sentencia de 29 de marzo de 2006, Serie C No. 146, párrafo 155; y Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 27 de noviembre de 2008, Serie C No. 192, párrafo 78. 


� Sentencia de 9 de junio de 2010. Exp.19849.


� Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 9 de mayo de 2012, expediente 20334. Pon. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Sub-sección C, sentencia de 22 de octubre de 2012, expediente 24070. Pon. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� “Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimiento constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”


� [“Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”.


� Sección Tercera, sentencia de 23 de agosto de 2012, expediente 24392.


� “Las reglas de la experiencia, y la práctica científica� han determinado que en la generalidad, cuando se está ante la pérdida de un ser querido, se siente aflicción, lo que genera el proceso de duelo. Razón por la cual la Sala reitera la posición asumida por la Corporación en la sentencia de 17 de julio de 1992� donde sobre el particular, y con fundamento en la Constitución, se analizó el tópico, así: “En punto tocante con perjuicios morales, hasta ahora se venían aceptando que estos se presumen para los padres, para los hijos y los cónyuges entre sí, mientras que para los hermanos era necesario acreditar la existencia de especiales relaciones de fraternidad, o sea, de afecto, convivencia, colaboración y auxilio mutuo, encaminados a llevar al fallador la convicción de que se les causaron esos perjuicios resarcibles. Ocurre sin embargo, que la Constitución Nacional que rige en el país actualmente, en su artículo 2º., señala que Colombia como Estado Social de derecho que es, tiene como fines esenciales el de servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la misma; también el de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecte y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; al igual que defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacifica (sic) y la vigencia de un orden justo. “Por su parte el artículo 42 de la Carta Política, establece que el Estado y la sociedad tienen como deber ineludible el de garantizar la protección integral de la familia, núcleo fundamental de la sociedad, que “se constituye por vínculos naturales y jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.” Y agrega que “Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley. Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica tienen iguales derechos y deberes”. (Subrayas fuera de texto). “La ley no ha definido taxativamente las personas que integran la familia que goza de la especial protección del estado y de la sociedad en general. Así las cosas, podría adoptarse como criterio interpretativo el concepto amplio de la familia, como aquellos parientes próximos de una persona a los que se refiere el artículo 61 del C.C., que es del siguiente tenor: “En los casos en que la Ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderá que debe oírse a las personas que van a expresarse y en el orden que sigue: “1º. Los descendientes legítimos; “2º. Los ascendientes legítimos; “3º. El padre y la madre naturales que hayan reconocido voluntariamente al hijo, o este a falta de descendientes o ascendientes legítimos; “4º. El padre y la madre adoptantes, o el hijo adoptivo, a falta de parientes de los números 1º., 2º. y 3º; “5º. Los colaterales legítimos hasta el sexto grado, a falta de parientes de los números 1º., 2º., y 4º; “6º. Los hermanos naturales, a falta de los parientes expresados en los números anteriores; “7º. Los afines legítimos que se hallen dentro del segundo grado, a falta de los consanguíneos anteriormente expresados. “Si la persona fuera casada, se oirá también, en cualquiera de los casos de este artículo a su cónyuge; y si alguno o algunos de los que deben oírse, no fueren mayores de edad o estuvieren sujetos a la potestad ajena, se oirá en su representación a los respectivos guardadores, o a las personas bajo cuyo poder y dependencia estén constituidos”. “También resulta procedente tomar como familia lo que los tratadistas definen como familia nuclear, esto es, la integrada por los parientes en primer grado a que alude el artículo 874, ordinal 3º ibídem, que reza: “La familia comprende (además del habitador cabeza de ella) a la mujer y a los hijos; tanto los que existen al momento de la constitución, como los que sobrevienen después, y esto aún (sic) cuando el usuario o habitador no esté casado, ni haya reconocido hijo alguno a la fecha de la constitución.” “La familia para fines de las controversias indemnizatorias, está constituida por un grupo de personas naturales, unidas por vínculos de parentesco natural o jurídico, por lazos de consanguinidad, o factores civiles, dentro de los tradicionales segundo y primer grados señalados en varias disposiciones legales en nuestro medio. “Así las cosas, la Corporación varía su anterior posición jurisprudencial, pues ninguna razón para que en un orden justo se continúe discriminando a los hermanos, víctimas de daños morales, por el hecho de que no obstante ser parientes en segundo grado, no demuestran la solidaridad o afecto hasta hoy requeridos, para indemnizarlos. Hecha la corrección jurisprudencial, se presume que el daño antijurídico inferido a una persona, causado por la acción u omisión de las autoridades públicas genera dolor y aflicción entre sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y primero civil, ya sean ascendientes, descendientes o colaterales. “Como presunción de hombre que es, la administración está habilitada para probar en contrario, es decir, que a su favor cabe la posibilidad de demostrar que las relaciones filiales y fraternales se han debilitado notoriamente, se ha tornado inamistosas o, incluso que se han deteriorado totalmente. En síntesis, la Sala tan solo aplica el criterio lógico y elemental de tener por establecido lo normal y de requerir la prueba de lo anormal. Dicho de otra manera, lo razonable es concluir que entre hermanos, como miembros de la célula primaria de toda sociedad, (la familia), exista cariño, fraternidad, vocación de ayuda y solidaridad, por lo que la lesión o muerte de algunos de ellos afectan moral y sentimentalmente al otro u otros. La conclusión contraria, por excepcional y por opuesta a la lógica de lo razonable, no se puede tener por establecida sino en tanto y cuanto existan medios probatorios legal y oportunamente aportados a los autos que así la evidencien.”�(Negrillas de la Sala)”. Sección Tercera, sentencia de 15 de octubre de 2008, expediente 18586.


� “4.2. Amparada en la doctrina especializada, también la jurisprudencia constitucional ha señalado que el surgimiento de la familia se remonta a la propia existencia de la especie humana, razón por la cual se constituye en “la expresión primera y fundamental de la naturaleza social del hombre”. Bajo esta concepción, la familia es considerada un “presupuesto de existencia y legitimidad de la organización socio-política del Estado, lo que entraña para éste la responsabilidad prioritaria de prestarle su mayor atención y cuidado en aras de preservar la estructura familiar, ya que ‘[e]s la comunidad entera la que se beneficia de las virtudes que se cultivan y afirman en el interior de la célula familiar y es también la que sufre grave daño a raíz de los vicios y desordenes que allí tengan origen”. 4.3. En Colombia, la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 no acogió la propuesta formulada por el Gobierno de asignarle a la familia un alcance puramente asistencial y se decidió, en cambio, por reconocerle el carácter de pilar fundamental dentro de la organización estatal, asociándola con la primacía de los derechos inalienables de la persona humana y elevando a canon constitucional aquellos mandatos que propugnan por su preservación, respeto y amparo. De este modo, la actual Carta Política quedó alineada con la concepción universal que define la familia como una institución básica e imprescindible de toda organización social, la cual debe ser objeto de protección especial. 4.4. En efecto, el derecho internacional, en las declaraciones, pactos y convenciones sobre derechos humanos, civiles, sociales y culturales, se refiere a la familia como “el elemento natural y fundamental de la sociedad” y le asigna a los estados y a la sociedad la responsabilidad de protegerla y asistirla. Tal consideración aparece contenida, entre otros instrumentos internacionales, en la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 16), en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y políticos (art. 23), en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 10°) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- (art. 17); los cuales se encuentran incorporados a nuestro derecho interno por haber sido suscritos, aprobados y ratificados por el Estado colombiano. 4.5. Bajo ese entendido, en nuestro país el régimen constitucional de la familia quedó definido: (i) en el artículo 5° de la Carta, que eleva a la categoría de principio fundamental del Estado la protección de la familia como institución básica de la sociedad; (ii) en el artículo 13, en cuanto dispone que todas las personas nacen libres e iguales y que el origen familiar no puede ser factor de discriminación; (iii) en el artículo 15, al reconocer el derecho de las personas a su intimidad familiar e imponerle al Estado el deber de respetarlo y hacerlo respetar; (iv) en el artículo 28, que garantiza el derecho de la familia a no ser molestada, salvo que medie mandamiento escrito de autoridad competente con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley; (v) en el artículo 33, en cuanto consagra la garantía fundamental de la no incriminación familiar, al señalar que nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil; (vi) en el artículo 43, al imponerle al Estado la obligación de apoyar de manera especial a la mujer cabeza de familia; (vii) en el artículo 44, que eleva a la categoría de derecho fundamental de los niños el tener una familia y no ser separado de ella; y (viii) en el artículo 45, en la medida en que reconoce a los adolescentes el derecho a la protección y a la formación integral. 4.6. En concordancia con ello, el artículo 42 de la Constitución consagró a la familia como el “núcleo fundamental de la sociedad”, precisando que la misma puede constituirse por vínculos naturales o jurídicos, esto es, “por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla”. Ello permite advertir que en el orden constitucional vigente, no se reconocen privilegios en favor de un tipo determinado de familia, sino que se legitima la diversidad de vínculos o de formas que puedan darle origen. Así, tanto la familia constituida por vínculos jurídicos, es decir, la que procede del matrimonio, como la familia que se constituye por vínculos naturales, es decir, la que se forma por fuera del matrimonio o en unión libre, se encuentran en el mismo plano de igualdad y son objeto de reconocimiento jurídico y político, de manera que las personas tienen plena libertad para optar por una o otra forma de constitución de la institución familiar. 4.7. Conforme con el alcance reconocido a la familia, el propio artículo 42 le asigna a la sociedad y al Estado el deber de garantizar su protección integral, al tiempo que le asigna a la ley la función de regular, por una parte, las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo; y por la otra, lo referente a los efectos civiles de los matrimonios religiosos y de las sentencias dictadas por las autoridades religiosas que declaren su nulidad, así como también lo relacionado con la cesación de los efectos civiles de todos los matrimonios a través del divorcio. 4.8. La protección integral de que es objeto la institución familiar, cualquiera que sea la forma que ella adopte, es recogida y prodigada por la propia Constitución mediante la implementación de un sistema de garantías, cuyo propósito es reconocer su importancia en el contexto del actual Estado Social de Derecho y hacer realidad los fines esenciales de la institución familiar, entre los que se destacan: la vida en común, la ayuda mutua, la procreación y el sostenimiento y educación de los hijos. Tal como lo ha destacado esta Corporación,[5] ese ámbito de protección especial se manifiesta, entre otros aspectos, (i) en el reconocimiento a la inviolabilidad de la honra, dignidad e intimidad de la familia; (ii) en el imperativo de fundar las relaciones familiares en la igualdad de derechos y obligaciones de la pareja y en respeto entre todos sus integrantes; (iii) en la necesidad de preservar la armonía y unidad de la familia, sancionando cualquier forma de violencia que se considere destructiva de la misma; (iv) en el reconocimiento de iguales derechos y obligaciones para los hijos, independientemente de cuál sea su origen familiar; (v) en el derecho de la pareja a decidir libre y responsablemente el número de hijos que desea tener; y (vi) en la asistencia y protección que en el seno familiar se debe a los hijos para garantizar su desarrollo integral y el goce pleno de sus derechos”. Corte Constitucional, C-821 de 9 de agosto de 2005.


� “Se discute igualmente en relación con el contenido y alcance de las medidas constitucionales de protección de la familia. En efecto, aquéllas se manifiestan en la necesaria adopción de normas legales, de actos administrativos, así como de decisiones judiciales, medidas todas ellas encaminadas a lograr y preservar la unidad familiar existente, al igual que brindar una protección económica, social y jurídica adecuada para el núcleo familiar. Estos son los propósitos, o la razón de ser de las normas jurídicas y demás medidas de protección previstas por el ordenamiento jurídico. Así mismo, se presenta una controversia acerca de si la familia puede ser considerada, en sí misma, un derecho fundamental o uno de carácter prestacional. De tal suerte que las medidas de protección de aquélla pueden ser comprendidas de manera diferente, dependiendo de si se entiende que familia es un derecho fundamental (de primera generación), o si, por el contrario, se ubica como un derecho de contenido prestacional. En efecto, si se entiende que “familia” es un derecho prestacional, entonces el Estado, según las condiciones económicas podrá establecer mayores o menores beneficios que proporcionen las condiciones para que las familias puedan lograr su unidad, encontrándose protegidas económica y socialmente. De igual manera, entraría a aplicarse el principio de no regresión, pudiéndose, en algunos casos, excepcionarse. Por el contrario, si se comprende a la familia en términos de derecho fundamental, entonces las medidas estatales relacionadas con aquélla serán obligatorias, no pudiendo alegarse argumentos de contenido económico para incumplirlas, pudiéndose además instaurar la acción de tutela para su protección. Finalmente, la tesis intermedia apunta a señalar que la familia como institución debe ser protegida por el Estado, en cuanto a la preservación de su unidad y existencia, presentando en estos casos una dimensión de derecho fundamental; al mismo tiempo, otros elementos, de contenido económico y asistencial, se orientan por la lógica de implementación y protección propia de los derechos prestacionales. En suma, de la comprensión que se tenga del término “familia” dependerá el sentido y alcance de los mecanismos constitucionales de protección”. Corte Constitucional, sentencia T-572 de 26 de agosto de 2009.


� Sección Tercera, sentencia de 23 de agosto de 2012, expediente 24392.


� Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia T-351 de 5 de mayo de 2011: De acuerdo con lo argumentado en la sentencia T-351, de 5 de mayo de 2011 (acción de tutela del ICFES contra el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Popayán y el Tribunal Administrativo del Cauca), cabe extraer: siguiendo la sentencia de 6 de septiembre de 2001 de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, la Corte Constitucional considera: a) “el daño moral puede probarse por cualquier medio probatorio”; b) “la prueba solo atañe a la existencia del mismo, pero no permite determinar de manera precisa el monto en que deben reconocerse los perjuicios morales que, por su naturaleza (no puede intercambiarse la aflicción por un valor material) no tienen un carácter indemnizatorio sino compensatorio (en alguna manera intentan recomponer un equilibrio afectado)”; c) para “la tasación del daño, el juez se debe guiar por su prudente arbitrio, pero está obligado a observar, por expreso mandato legal los principios de equidad y reparación integral”; d) el “Consejo de Estado ha decidido establecer las condenas por perjuicios morales en términos de salarios mínimos, considerando que es un parámetro útil en tanto el salario mínimo se fija de acuerdo con el IPC, y de esa forma mantiene un poder adquisitivo constante (o al menos se acerca a ese ideal). Para la alta Corporación es útil establecer el máximo de 100 smlmv como tope, con el fin de que exista un parámetro que evite el desconocimiento al principio de igualdad. Sin embargo, esa suma no vincula de forma absoluta a los jueces quienes, como ya se explicó, deben tomar en cuenta consideraciones de equidad al tasar ese tipo de condenas”; e) “la jurisprudencia del Consejo de Estado en materia de daño y perjuicios morales sí establece parámetros vinculantes para los jueces administrativos. En efecto, estos deben seguir la libertad probatoria y utilizar su prudente arbitrio en el marco de la equidad y la reparación integral para tasar los perjuicios morales. Además, al establecer un tope –al menos indicativo- de 100 smlmv, el Consejo de Estado hizo referencia al principio de igualdad, lo que significa que ese tope, unido a análisis de equidad, debe permitir que cada juez no falle de forma caprichosa sino a partir de criterios de razonabilidad, a partir del análisis de casos previos, y de sus similitudes y diferencias con el evento estudiado. El límite, sin embargo, es indicativo porque si, a partir de los criterios y parámetros indicados, el juez encuentra razones que justifiquen separarse de ese tope y las hacen explícitas en la sentencia de manera transparente y suficiente, su decisión no se apartaría de la jurisprudencia del Consejo de Estado, ni sería ajena a la obligación constitucional de motivar los pronunciamientos judiciales”; y, f) lo “que la alta Corporación ha sentado es una presunción (por cierto desvirtuable), de que la muerte de un ser querido causa profunda aflicción y, en consecuencia, procede el pago del monto más alto de perjuicios morales como compensación por la intensidad de la aflicción. Lo que indica esta aclaración es que el monto máximo no está ligado inescindiblemente a la muerte de un ser querido, pues por las razones expuestas, no se “paga” a ese ser humano. Ese monto está ligado a la consideración de que, en el caso concreto, se presenta una grave aflicción, conclusión a la que puede llegar el juez mediante cualquier tipo de argumento práctico racional que se enmarque en parámetros de equidad y razonabilidad, como presupuesto de la vigencia del principio de igualdad de trato a los ciudadanos por parte de las autoridades judiciales”; sentencia T-464 de 9 de junio de 2011: Ahora bien, en la sentencia T-464 de 9 de junio de 2011 (acción de tutela del ICFES contra el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán y el Tribunal Administrativo del Cauca, la Corte Constitucional consideró: a) “ante tal valoración, no se haya justificado por qué el incremento de los perjuicios causados se estimó en el máximo que ha definido la jurisprudencia�.  De hecho, la Sala echa de menos que a pesar de que explícitamente se consideró el daño ocasionado por la muerte de un ser querido, estimándolo como más intenso, no se haya justificado por qué la cuantificación de la frustración por no obtener el título de abogado por tres años iguala tal situación”; b) sin “perjuicio del arbitrio citado, para cuantificar el daño el Tribunal se encontraba obligado a atender los parámetros establecidos por la jurisprudencia del Consejo de Estado y los criterios adscritos a los conceptos de “reparación integral” y de “equidad” consignados en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998.  Como se advirtió, la amplitud de la citada disposición, no constituye carta abierta para que se definan cantidades dinerarias arbitrarias.  Por el contrario, es absolutamente necesario atender las particularidades del caso y definir, por lo menos, qué aspectos hacen equiparable el caso con la pérdida definitiva de un ser querido”; y, c) “la ausencia de argumentos que expliquen por qué a la acción de reparación directa invocada (…) le es aplicable el monto máximo del perjuicio moral, llevan a que la Sala considere tal determinación como arbitraria y, por tanto, vulneradora de los derechos a la igualdad y al debido proceso” [subrayado fuera de texto].


�La Sala en cumplimiento del mandato normativo del artículo 178 del Código Contencioso Administrativo reconocerá la indemnización por perjuicios morales con base en el salario mínimo legal mensual vigente para la época de proferirse esta sentencia, teniendo en cuenta la actualización de las sumas de dinero que procede, y sin perjuicio de los intereses que puedan causarse una vez ejecutoriada la misma. El salario mínimo según lo consagrado por el decreto 3068 de 30 de diciembre de 2013, para el año 2014 asciende a la suma de $616.000.oo.


� Sentencia de 19 de octubre de 2007, expediente 29273ª. Ver de la Corte Permanente de Justicia Internacional, caso Factory of Chorzów, Merits, 1928, Series A, No. 17, Pág. 47. Citada por CRAWFORD, James “Los artículos de la Comisión de Derecho Internacional sobre Responsabilidad Internacional del Estado”, Ed. Dykinson, Pág. 245; Corte Interamericana de Derechos Humanos - Caso de la Masacre de Puerto Bello (vs) Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006; de la Corte Constitucional Sentencia T-563 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. En igual sentido T- 227 de 1997 M.P. Alejandro Martinez Caballero, T-1094 de 2004 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y T-175 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentería. Corte Constitucional, sentencia T-188 de 2007, M.P. Álvaro Tafur Galvis


� Sección Tercera, sentencias de 8 de junio de 2011, expediente 19972; de 8 de junio de 2011, expediente 19973.





